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	Código Civil, aprobado por Real Decreto de 24 de julio de 1889
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Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
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Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria
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Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria
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Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946
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Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa
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Ley orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal



	LPA
	
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas



	LPAP
	
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas



	LRSAL
	
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local



	m
	metro



	MBC
	Módulo básico de construcción



	MBR
	Módulos básico de repercusión



	NIF
	Número de Identificación Fiscal



	NIE
	Número de Identidad de Extranjero



	PIN
	
Personal indentification number (número de identificación personal)



	RD
	Real Decreto



	RDL
	Real Decreto Legislativo



	RGGI
	
Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.



	RGR
	
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio



	RH
	
Reglamento Hipotecario, aprobado por Decreto de 14 de febrero de 1947



	RV
	Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo.



	SMI
	Salario mínimo interprofesional



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo



	TEAC
	Tribunal Económico-Administrativo Central



	TEAR
	Tribunal Económico-Administrativo Regional



	TRLCI
	
Texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.



	TRLRHL
	
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.



	UE
	Unión Europea



	UTM
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Presentación


 El libro pretende ser un instrumento práctico para los aplicadores del Derecho en lo relativo a los ingresos de derecho público, tanto en el ámbito de las Administraciones Tributarias como para los profesionales dedicados al asesoramiento jurídico-fiscal, en la que se hace una especial incidencia a las particularidades que se presentan en la Administración Local.

El manual ofrece un detallado estudio, tanto de los procedimientos de gestión como de los de recaudación, totalmente actualizados a la vista de las últimas novedades normativas derivadas de la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de Modificación parcial de la Ley General Tributaria; de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, así como de la jurisprudencia más destacada, con incidencia especial en aquellos aspectos o cuestiones que ofrecen una mayor dificultad de aplicación, o en los que la normativa ha introducido novedades recientes.

Por otra parte, en aras a facilitar la aplicación práctica de los procedimientos objeto de estudio, se pone a disposición del lector un amplio modelario, de los principales trámites correspondientes a dichos procedimientos.

El capítulo I del libro se centra en el estudio de los procedimientos de gestión tributaria: procedimiento de devolución de ingresos, procedimiento iniciado mediante declaración, procedimientos de verificación de datos, de comprobación de valores y comprobación limitada, y procedimientos de reconocimiento de beneficios fiscales.

Por su especial incidencia, y por constituir una de las principales fuentes de ingresos de los Entes Locales, en el capítulo II se profundiza en la gestión del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, incidiendo en el carácter compartido de esta (gestión catastral y gestión tributaria) y sus consecuencias, entrando así a analizar los posibles convenios de colaboración con el Catastro, las especialidades de la revisión de los actos de gestión tributaria y catastral, y las dificultades que entraña la ejecución, por parte de los Entes Locales, de los actos dictados por los Tribunales Económico-Administrativos.

A los procedimientos de recaudación se dedica el capítulo III del libro, en donde se analizan tres grandes aspectos de la recaudación tributaria: en primer lugar, la deuda y su pago, con el estudio de los distintos medios de pago, las normas de imputación de pagos, así como la regulación del régimen de aplazamientos y fraccionamientos. Igualmente, se dedica especial atención al procedimiento de recaudación en período voluntario y al procedimiento de recaudación en período ejecutivo. Es aquí donde se analizarán los requisitos y exigencias del procedimiento de apremio así como las condiciones y normas que rigen el embargo de bienes y derechos. Especial interés merecerá en este punto, el estudio de la adopción de las medidas cautelares (entre ellas la prohibición de disponer), así como la ejecución de garantías. En el capítulo III se aborda el análisis de la tramitación a seguir para la enajenación de bienes y derechos, con atención especial al procedimiento de subasta como forma de enajenación de bienes y a la adjudicación de bienes y derechos a la Hacienda Pública.

Se analizan también en el capítulo III otras formas de extinción de la deuda, destacando entre ellas, por su importancia, la prescripción.

El cuarto capítulo del libro está dedicado a determinados procedimientos específicos de la gestión recaudatoria, todos ellos de gran interés y actualidad. Así, serán objeto de estudio especial los siguientes procedimientos:


	
–  El procedimiento de cobro a seguir en caso de deudas de Entidades de Derecho Público.

	
–  Procedimiento frente a responsables y sucesores de la deuda.

	
–  Concurso de acreedores.

	
–  Tercerías, de dominio y de mejor derecho.

	
–  El procedimiento de declaración de crédito incobrable.



El capítulo IV concluye con el estudio de las medidas contra el fraude fiscal incorporadas por distintas normas de aprobación reciente.

Finalmente, el capítulo V del libro se dedica a la implementación de los procedimientos electrónicos en la Administración Tributaria, especialmente, a la vista de la reciente entrada en vigor de las Leyes 39/2015 y 40/2015: notificación electrónica y tramitación electrónica de expedientes de gestión y de recaudación tributarios.

Barcelona, noviembre de 2016

Los Autores
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Capítulo I Procedimientos de gestión tributaria en el ámbito local


 1.  Procedimiento tributario: regulación y concepto

El procedimiento administrativo está regulado en la Ley 39/2015 de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPA) que ha entrado en vigor, parcialmente, el día 2 de octubre de 2016.

Las previsiones que contiene la LPA relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán efectos a los dos años de la entrada en vigor de la LPA, esto es, el 2 de octubre de 2018.

Se puede definir el procedimiento administrativo como la vía formal de la serie de actos en que se concreta la actuación administrativa para la realización de un fin.

En el ámbito tributario se debe tener en cuenta lo que establece la Disposición adicional primera de la LPA que dispone textualmente:


"Los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de la materia que no exijan alguno de los trámites previstos en esta Ley o regulen trámites adicionales o distintos se regirán, respecto a estos, por lo dispuesto en dichas leyes especiales.

2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley:

a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa.

b) Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo.

c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería.

d) Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo".



Por tanto, las disposiciones contenidas en la LPA sólo serán aplicables al ámbito tributario en defecto de norma tributaria específica.

La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante LGT), dedica el Título III a la aplicación de los tributos.

El desarrollo reglamentario se encuentra en el Real Decreto (en adelante RD) 1065/2007, de 27 de julio por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos (en adelante RGGI).

En base a dicha regulación normativa, podríamos definir el procedimiento tributario como la serie de actos relacionados entre sí con una finalidad común: gestionar, recaudar e inspeccionar los tributos, así como sancionar las infracciones tributarias y revisar los actos tributarios.

El artículo 83 de la LGT establece que la aplicación de los tributos comprende las actividades administrativas dirigidas a la información y asistencia a los obligados tributarios y a la gestión, inspección y recaudación, así como las actuaciones de los obligados en el ejercicio de sus derechos o en cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

También se considera aplicación de los tributos el ejercicio de las actividades administrativas y de las actuaciones de los obligados en el ejercicio de sus derechos o en cumplimiento de sus obligaciones tributarias, que se realicen en el marco de la asistencia mutua.

El conjunto de todas estas actuaciones tanto de la Administración como de los obligados tributarios se desarrollarán, según dispone el apartado 4 del artículo 83 de la LGT, a través de los procedimientos administrativos que correspondan, ya sean de gestión tributaria, que son los que serán objeto de estudio en el presente capítulo, de inspección, de recaudación o demás que puedan estar previstos en la LGT.

La normativa aplicable a los procedimientos tributarios en el ámbito local es la siguiente:


	
–  Ley General Tributaria

	
–  Reglamentos de desarrollo:
	
•  Reglamento General de Gestión e Inspección, aprobado por RD 1065/2007 (RGGI)

	
•  Reglamento General de Recaudación, aprobado por RD 939/2005 (en adelante RGR)

	
•  Reglamento General-Sancionador, aprobado por RD 2063/2004





	
–  Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por RDL 2/2004 (en adelante TRLRHL)

	
–  Ordenanza Fiscal General y específica de cada tributo

	
–  Supletoriamente, la Ley 39/2015 (LPA)



2.  Procedimientos de gestión tributaria. Aspectos comunes

Son varios los procedimientos de gestión tributaria que existen; algunos de ellos los regula la propia LGT, pero esta también permite que reglamentariamente puedan regularse otros.

En los apartados 4 y siguientes se analizarán las particularidades de varios de estos procedimientos de gestión. Pero lo que interesa aquí es analizar aquellas cuestiones que resultan de común aplicación a todos ellos.

2.1.  Actuaciones de gestión tributaria

De acuerdo con lo establecido en el artículo 117 de la LGT, la gestión tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a:


	
a)  La recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y otros documentos con trascendencia tributaria.

	
b)  La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la normativa tributaria.

	
c)  El reconocimiento y comprobación de la procedencia de los beneficios fiscales de acuerdo con la normativa reguladora del correspondiente procedimiento.

	
d)  El control y los acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar, cuando tengan trascendencia tributaria.

	
e)  La realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones tributarias y de otras obligaciones formales.

	
f)  La realización de actuaciones de verificación de datos.

	
g)  La realización de actuaciones de comprobación de valores.

	
h)  La realización de actuaciones de comprobación limitada.

	
i)  La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verificación y comprobación realizadas.

	
j)  La emisión de certificados tributarios.

	
k)  La expedición y, en su caso, revocación del número de identificación fiscal (en adelante, NIF), en los términos establecidos en la normativa específica.

	
l)  La elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.

	
m)  La información y asistencia tributaria.

	
n)  La realización de las demás actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de inspección y recaudación.



Añade la ley que las actuaciones y el ejercicio de las funciones anteriormente reseñadas se realizarán de acuerdo con lo establecido en la citada ley y su normativa de desarrollo. Así, los artículos 116 a 165 del RGGI regulan las actuaciones y los procedimientos de gestión tributaria.

El Consejo de Estado, en su informe sobre la ley, hizo constar, como comentarios al articulado, que este padecía de cierto desenfoque y exceso reglamentista: desenfoque porque la ley no tiene porqué definir en qué consiste la gestión tributaria, y exceso reglamentista porque el detalle que se contiene debería ser materia de reglamento y no de ley.

2.2.  Potestades y funciones de comprobación e investigación

Según el artículo 117 de la LGT ya mencionado, la gestión tributaria incluye las funciones administrativas dirigidas, entre otras, a la realización de actuaciones de verificación de datos, de comprobación de valores, de comprobación limitada, etc.

Al respecto de las potestades y funciones de comprobación e investigación de que dispone la Administración, se pronuncia el artículo 115 de la LGT al señalar que la Administración Tributaria puede comprobar e investigar los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, valores y otras circunstancias determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las normas aplicables.

En el desarrollo de las funciones de comprobación e investigación, la Administración Tributaria calificará los hechos, actos o negocios realizados por el obligado tributario con independencia de la previa calificación que estos hubieran dado a los mismos.

En el ámbito del derecho de la Administración a comprobar e investigar es importante destacar la incidencia de la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de modificación parcial de la LGT. Los objetivos que persigue la citada ley están orientados a la prevención y lucha contra el fraude fiscal y son los siguientes:


	
1.  El reforzamiento de la seguridad jurídica de los obligados tributarios y de la Administración para reducir la litigiosidad.

	
2.  Prevenir el fraude fiscal.

	
3.  Incrementar la eficacia de la actuación de la Administración en la aplicación de los tributos.



En el ámbito que ahora nos ocupa, quizás la reforma más importante es que incorpora una aclaración importante al distinguir entre el derecho a comprobar e investigar por parte de la Administración, del derecho a liquidar.

La ley amplía la potestad de comprobación e investigación regulando el derecho a comprobar las obligaciones tributarias en el caso de ejercicios prescritos, siempre que sea necesario en relación a obligaciones de ejercicios no prescritos. Se establece un plazo de diez años para la comprobación de bases o cuotas compensadas pendientes de compensación o deducciones aplicadas o pendientes de aplicar.

Para ello, el artículo único 8 de la Ley 34/2015 ha incorporado un nuevo artículo 66 bis en la LGT con el siguiente redactado:


"1. La prescripción de derechos establecida en el artículo 66 de esta Ley no afectará al derecho de la Administración para realizar comprobaciones e investigaciones conforme al artículo 115 de esta Ley, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. El derecho de la Administración para iniciar el procedimiento de comprobación de las bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o de deducciones aplicadas o pendientes de aplicación, prescribirá a los diez años a contar desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario establecido para presentar la declaración o autoliquidación correspondiente al ejercicio o periodo impositivo en que se generó el derecho a compensar dichas bases o cuotas o a aplicar dichas deducciones.

En los procedimientos de inspección de alcance general a que se refiere el artículo 148 de esta Ley, respecto de obligaciones tributarias y periodos cuyo derecho a liquidar no se encuentre prescrito, se entenderá incluida, en todo caso, la comprobación de la totalidad de las bases o cuotas pendientes de compensación o de las deducciones pendientes de aplicación, cuyo derecho a comprobar no haya prescrito de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo anterior. En otro caso, deberá hacerse expresa mención a la inclusión, en el objeto del procedimiento, de la comprobación a que se refiere este apartado, con indicación de los ejercicios o periodos impositivos en que se generó el derecho a compensar las bases o cuotas o a aplicar las deducciones que van a ser objeto de comprobación.

La comprobación a que se refiere este apartado y, en su caso, la corrección o regularización de bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o deducciones aplicadas o pendientes de aplicación respecto de las que no se hubiese producido la prescripción establecida en el párrafo primero, sólo podrá realizarse en el curso de procedimientos de comprobación relativos a obligaciones tributarias y periodos cuyo derecho a liquidar no se encuentre prescrito.

3. Salvo que la normativa propia de cada tributo establezca otra cosa, la limitación del derecho a comprobar a que se refiere el apartado anterior no afectará a la obligación de aportación de las liquidaciones o autoliquidaciones en que se incluyeron las bases, cuotas o deducciones y la contabilidad con ocasión de procedimientos de comprobación e investigación de ejercicios no prescritos en los que se produjeron las compensaciones o aplicaciones señaladas en dicho apartado".



Esta regulación incorpora los criterios jurisprudenciales sentados por el Tribunal Supremo, entre otras, en la Sentencia del Tribunal Supremo (en adelante, STS) de 5 de febrero de 2015 (recurso de casación 4075/2013), de 19 de febrero de 2015 (recurso de casación 3180/2013) y de 26 de febrero de 2015 (recurso de casación 4072/2013).

En estas sentencias el Tribunal Supremo cambia de criterio respecto a pronunciamientos anteriores. Así, en sentencia de 4 de julio de 2014, el Tribunal afirmaba que no era posible declarar realizada en fraude de ley una operación cuando esta se había realizado en un período prescrito, aunque esa operación tuviera consecuencias en períodos no prescritos.

Sin embargo, los nuevos pronunciamientos del Alto Tribunal de 2015 señalan que la potestad administrativa de comprobación no prescribe, por tanto, la Administración puede comprobar períodos e investigar operaciones realizadas en períodos prescritos. El Tribunal modifica la doctrina contenida en la sentencia de 4 de julio de 2014, en el sentido de señalar que sí cabe declarar en fraude de ley una operación realizada en un período prescrito cuando dicha operación produce efectos en ejercicios no prescritos, para evitar que no se pueda actuar frente a la ilegalidad porque en un ejercicio prescrito la Administración no actuó frente a ella.

A raíz de los criterios sentados por el Tribunal Supremo en dichas sentencias de 2015, el artículo 23 de la Ley 34/2015 modificó el artículo 115 de la LGT, el cual queda redactado en los siguientes términos:


"1. La Administración Tributaria podrá comprobar e investigar los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, negocios, valores y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las normas aplicables.

Dichas comprobación e investigación se podrán realizar aún en el caso de que las mismas afecten a ejercicios o períodos y conceptos tributarios respecto de los que se hubiese producido la prescripción regulada en el artículo 66.a) de esta Ley, siempre que tal comprobación o investigación resulte precisa en relación con la de alguno de los derechos a los que se refiere el artículo 66 de esta Ley que no hubiesen prescrito, salvo en los supuestos a los que se refiere el artículo 66 bis.2 de esta Ley, en los que resultará de aplicación el límite en el mismo establecido.

En particular, dichas comprobaciones e investigaciones podrán extenderse a hechos, actos, actividades, explotaciones y negocios que, acontecidos, realizados, desarrollados o formalizados en ejercicios o periodos tributarios respecto de los que se hubiese producido la prescripción regulada en el artículo 66.a) citado en el párrafo anterior, hubieran de surtir efectos fiscales en ejercicios o periodos en los que dicha prescripción no se hubiese producido".



Lo dispuesto en el artículo 115 y en el nuevo artículo 66 bis de la LGT se aplicará a los procedimientos de comprobación e inspección ya iniciados a la entrada en vigor de la reforma de la LGT, en los que en dicha fecha no se hubiese formalizado propuesta de liquidación.

La existencia de procedimientos de gestión de verificación de datos, comprobación de valores y comprobación limitada, que después serán objeto de estudio, se justifica plenamente por la finalidad de dotar de una mayor agilidad y eficacia a la Administración, sin necesidad de iniciar un procedimiento de inspección mucho más complejo.

2.3.  La liquidación tributaria

2.3.1.  Concepto

La liquidación tributaria, según establece el artículo 101.1 de la LGT, es el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente de la Administración realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la normativa tributaria.

Los datos que consigne el obligado tributario en su autoliquidación, declaración, comunicación o solicitud no vinculan a la Administración Tributaria al practicar la liquidación puesto que la LGT establece que la Administración no está obligada, como, por otra parte, no podía ser de otra forma, a ajustar la liquidación a tales datos.

Los efectos inmediatos que se producen al practicar la Administración la liquidación son:


	
–  Se abre el plazo para ingresar la deuda.

	
–  Se interrumpe la prescripción.



2.3.2.  Clases de liquidaciones tributarias

Cabe distinguir dos clases de liquidaciones:


	
–  LIQUIDACIONES PROVISIONALES: son, por exclusión, todas las que no son definitivas y, como veremos, a diferencia de estas, son revisables por la Administración.Aunque las liquidaciones practicadas en el procedimiento inspector serán, con carácter general, como señalaremos, definitivas, el apartado 4 del artículo 101 de la LGT establece supuestos en que podrán dictarse liquidaciones provisionales:


	
a)  Cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria se determine en función de los correspondientes a otras obligaciones que no hubieran sido comprobadas, que hubieran sido regularizadas mediante liquidación provisional o mediante liquidación definitiva que no fuera firme, o cuando existan elementos de la obligación tributaria cuya comprobación con carácter definitivo no hubiera sido posible durante el procedimiento, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

	
b)  Cuando proceda formular distintas propuestas de liquidación en relación con una misma obligación tributaria. Se entenderá que concurre esta circunstancia:
	
•  Cuando el acta con acuerdo del artículo 155 de la LGT no incluya todos los elementos de la obligación tributaria.

	
•  Cuando la conformidad del obligado no se refiera a toda la propuesta de regularización.

	
•  Cuando se realice una comprobación de valor y no sea el objeto único de la regularización.

	
•  El resto de supuestos que estén previstos reglamentariamente.





	
c)  En todo caso tendrán el carácter de provisionales las liquidaciones dictadas al amparo de lo dispuesto en el artículo 250.2 de la LGT. Este supuesto ha sido incorporado a la LGT por la Ley 34/2015, de modificación parcial de la LGT, para referirse a aquellas liquidaciones, a las que más adelante nos referiremos, que se dicten en relación a los elementos de la obligación tributaria que se encuentren vinculados con un posible delito a la Hacienda Pública.





	
–  LIQUIDACIONES DEFINITIVAS: tendrán tal consideración las siguientes:
	
a)  Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación e investigación de la totalidad de los elementos de la obligación tributaria.

	
b)  Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter.



Estas liquidaciones no serán revisables por la Administración excepto mediante el procedimiento de revocación de actos de aplicación de los tributos del artículo 219 de la LGT.





2.3.3.  Contenido

El contenido mínimo de la liquidación es el siguiente:


	
1.  Ha de determinar el importe o cuantía de la prestación, el cual podrá ser positivo, negativo (nace el derecho a la devolución o compensación) o cero.

	
2.  Debe señalar el órgano que la ha aprobado.

	
3.  Debe ser motivada.

	
4.  Debe señalar los plazos, formas y medios de pago.



2.4.  Obligados tributarios

La LGT, en su articulado habla tanto de obligados tributarios como de interesados en los procedimientos de aplicación de los tributos. Ambos conceptos son diferentes. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo, según establece el artículo 4 de la LPA:


	
a)  Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

	
b)  Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

	
c)  Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.



Ahora bien, esta delimitación de interesado se aplica de forma restrictiva en el ámbito tributario.

Así, la definición de obligado tributario la encontramos en el apartado primero del artículo 35 de la LGT que señala que tienen esta consideración las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias. El artículo 8.c de la LGT establece que la determinación de los obligados tributarios y de los responsables deberá venir determinada por ley.

Seguidamente, el apartado segundo del artículo 35 de la LGT establece una enumeración de obligados tributarios que no es exhaustiva, ya que los apartados tercero, cuarto, quinto y sexto del mismo artículo amplían la lista de obligados.

Por tanto, serán obligados tributarios:


	
a)  Los contribuyentes.

	
b)  Los sustitutos del contribuyente.

	
c)  Los obligados a realizar pagos fraccionados.

	
d)  Los retenedores.

	
e)  Los obligados a practicar ingresos a cuenta.

	
f)  Los obligados a repercutir.

	
g)  Los obligados a soportar la repercusión.

	
h)  Los obligados a soportar la retención.

	
i)  Los obligados a soportar los ingresos a cuenta.

	
j)  Los sucesores.

	
k)  Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no tengan la condición de sujetos pasivos.

	
l)  Los obligados al cumplimiento de obligaciones formales.

	
m)  Las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.

	
n)  Los responsables.

	
o)  Aquellos a los que se pueda imponer obligaciones tributarias en el marco de la asistencia mutua.



La ley prevé también, en el mismo artículo 35 de la LGT, los supuestos de concurrencia de varios obligados en un mismo presupuesto de hecho. Así, se establece que la concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación determinará que queden solidariamente obligados frente a la Administración Tributaria al cumplimiento de todas las prestaciones, salvo que por ley se disponga expresamente otra cosa. Esta concurrencia se extiende también a las obligaciones de índole formal.

El origen de esta concurrencia puede tener lugar por muy diversas circunstancias: compraventas con diversos vendedores, adquisiciones de bienes por diversas personas, etc... En el ámbito local, la cotitularidad la podemos encontrar en diversos tributos: tasas, contribuciones especiales, Impuesto sobre Bienes Inmuebles (en adelante IBI), Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, etc.

Las obligaciones mancomunadas, en el ámbito del Derecho civil son aquellas que existiendo una pluralidad de personas en la titularidad activa o pasiva se entienden el crédito o la deuda divididos en tantas partes como acreedores o deudores haya. En cambio, la solidaridad impone a cada uno de los deudores el deber de prestar íntegramente el objeto de la obligación. Por tanto, la solidaridad exige unidad en la prestación de modo que cada uno de los deudores debe la totalidad de la prestación.

En el ámbito tributario, la solidaridad del artículo 35.7 de la LGT supone que la Administración practique una sola liquidación o emita un solo recibo siempre que únicamente conozca la identidad de uno de los titulares. A sensu contrario, si son conocidos todos los codeudores, la Administración tendrá el deber de notificar a cada titular del bien o derecho transmitido su propia liquidación si así lo han solicitado.

En el supuesto en el que un titular solicite la división de la cuota del tributo, la Administración emitirá el recibo de su parte a su nombre y exigirá a ese el pago en período voluntario, pero en caso de impago, se procederá a exigir la totalidad de la deuda a cualquiera de los responsables solidarios.

No se profundiza sobre este supuesto de solidaridad puesto que su análisis se realiza en el apartado segundo del Capítulo IV dedicado al estudio de la responsabilidad y la sucesión.

La LGT, en su artículo 36.1, define al sujeto pasivo como aquel obligado tributario que, según la ley, debe cumplir la obligación tributaria principal así como las obligaciones formales inherentes a la misma. Al mismo tiempo determina dos clases de sujetos pasivos:


	
1.  Contribuyente: es el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible.

	
2.  Sustituto: es el sujeto pasivo que, por imposición de la ley y en lugar del contribuyente, está obligado a cumplir la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma. Por tanto, las notas que caracterizan a estos obligados tributarios son:
	
–  Que dicha figura necesariamente debe venir establecida por ley.

	
–  Que el sustituto ocupa la misma posición que el sujeto pasivo, quedando obligado en primer lugar al cumplimiento de las obligaciones tributarias, tanto materiales como formales.

	
–  Existe un derecho de resarcimiento a cargo del contribuyente.







En el ámbito local, los tributos en que se prevé la figura del sustituto son:


	
1.  En el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, el artículo 101.2 del TRLRHL establece que en el supuesto que la construcción, instalación u obra no sea realizada por el sujeto pasivo contribuyente tendrán la condición de sujetos sustitutos del contribuyente quienes soliciten las correspondientes licencias o presenten las correspondientes declaraciones responsables o comunicaciones previas o quienes realicen las construcciones, instalaciones u obras.

	
2.  En el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, se establece el siguiente supuesto en el apartado dos del artículo 106 del TRLRHL " En los supuestos a que se refiere el párrafo b) del apartado anterior, tendrá la consideración de sujeto pasivo sustituto del contribuyente, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate, cuando el contribuyente sea una persona física no residente en España".El citado párrafo b) del apartado 1 del artículo 106 del TRLRHL establece que, en las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio que sean a título oneroso es sujeto pasivo a título de contribuyente, "la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que transmita el terreno, o que constituya o transmita el derecho real de que se trate."

Así, cuando tal contribuyente sea una persona física no residente en España, será sustituto del contribuyente la persona o entidad que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate.



	
3.  En las tasas, el artículo 23.2 del TRLRHL establece que tendrán la consideración de sustitutos del contribuyente:
	
a)  En las tasas establecidas por razón de servicios o actividades que beneficien o afecten a los ocupantes de viviendas o locales, los propietarios de dichos inmuebles, quienes podrán repercutir, en su caso, las cuotas sobre los respectivos beneficiarios.

	
b)  En las tasas establecidas por el otorgamiento de las licencias urbanísticas previstas en la normativa sobre suelo y ordenación urbana, los constructores y contratistas de obras.

	
c)  En las tasas establecidas por la prestación de servicios de prevención y extinción de incendios, de prevención de ruinas, construcciones y derribos, salvamentos y, en general, de protección de personas y bienes, comprendiéndose también el mantenimiento del servicio, las entidades o sociedades aseguradoras del riesgo.

	
d)  En las tasas establecidas por la utilización privativa o el aprovechamiento especial por entradas de vehículos o carruajes a través de las aceras y por su construcción, mantenimiento, modificación o supresión, los propietarios de las fincas y locales a que den acceso dichas entradas de vehículos, quienes podrán repercutir, en su caso, las cuotas sobre los respectivos beneficiarios.







2.5.  La capacidad de obrar en el orden tributario

En el ámbito tributario, según establece el artículo 44 de la LGT, tendrán capacidad de obrar, además de las personas que la tengan conforme a derecho, los menores de edad y los incapacitados respecto de aquellas relaciones tributarias derivadas de las actuaciones el ejercicio de las cuales estén permitidas por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerce la patria potestad, la tutela, la curatela o la defensa judicial. Se exceptúan los supuestos de menores incapacitados cuando la extensión de la incapacidad afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate.

2.6.  La representación

La LGT regula la representación en los artículos 45, 46 y 47. Analicemos seguidamente las clases de representación así como la necesidad de su formalización y acreditación.

2.6.1.  Clases de representación

2.6.1.1.  Representación legal

Este tipo de responsabilidad se dará en los siguientes supuestos:


	
a)  Personas a las que les falte la capacidad de obrar: la representación de menores e incapaces le corresponde a quienes tengan la condición de representantes, es decir, quienes ejerzan la tutela o la patria potestad.En el ámbito sancionador, el artículo 179 de la LGT, que regula el principio de responsabilidad en materia de infracciones tributarias establece, en su primer apartado, que las personas físicas o jurídicas, así como las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de imposición y que tengan la consideración de obligados tributarios, podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción tributaria cuando resulten responsables de los mismos.

Por su parte, el apartado segundo de este mismo precepto establece una serie de supuestos en que las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infracción tributaria. Uno de estos supuestos es el siguiente:

"a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario".


El artículo 181.1 de la LGT enumera quienes tendrán consideración de sujeto infractor y, en este sentido, la letra f) del citado artículo 181.1, señala al representante legal de los sujetos obligados que carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.



	
b)  Personas jurídicas: por ellas actuarán las personas que ostenten, en el momento en que se produzcan las actuaciones tributarias correspondientes, la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación, por disposición de la ley o por acuerdo válidamente adoptado. Por tanto, se deberá estar a la legislación aplicable en cada caso.Como afirma la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central (en adelante, TEAC) de 22 de marzo de 1995 en un supuesto donde no consta la identificación del firmante en nombre y representación de la entidad recurrente en una declaración de alta del Impuesto sobre Actividades Económicas, tratándose de una persona jurídica, la declaración adolece de un defecto esencial, pues sólo a través de quien ostente su representación puede manifestarse su capacidad de obrar, emanarse declaraciones de conocimiento y de voluntad eficaces en derecho y hacerse efectiva la capacidad de contraer obligaciones.



	
c)  Entidades del artículo 35.4 de la LGT, es decir, herencias yacentes, comunidades de bienes y otras entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyen una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición. Actuará en su representación el que la ostente, siempre que resulte acreditada de forma fehaciente y de no haber designado representante, cualquiera de sus miembros o partícipes.Respecto a la representación legal, el artículo 110 del RGGI dispone que una vez el obligado tributario recupere su capacidad de obrar, deberá actuar por sí mismo ante la Administración Tributaria, incluso para la comprobación de la situación tributaria ocurrida cuando carecía de la misma.





2.6.1.2.  Representación voluntaria

Los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar mediante representante. Con este representante, que podrá ser un asesor fiscal, se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, a no ser que se haga manifestación expresa en contra.

El artículo 111 del RGGI distingue entre:


	
1.  Personas físicas con capacidad de obrar: la representación será conferida por ellas.

	
2.  Personas físicas sin capacidad de obrar, personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica: la representación podrá ser conferida por el que tenga la representación legal.



El documento que acredite la representación deberá tener el siguiente contenido mínimo:


	
1.  Nombre, apellidos y razón social, NIF y domicilio fiscal del representante, así como la firma de representado y representante. Cuando la representación se otorgue en documento público no será necesaria la firma del representante.

	
2.  Contenido de la representación, así como la amplitud y suficiencia de la misma.

	
3.  Lugar y fecha de su otorgamiento.

	
4.  En el supuesto de representación voluntaria otorgada por el representante legal del obligado tributario, se deberá acreditar la representación legal con la que este actúa.



El apartado sexto del artículo 46 de la LGT establece un supuesto de presunción de otorgamiento de la representación voluntaria para los casos de solidaridad (concurrencia de varios obligados en una misma obligación tributaria). En dichos supuestos, se presumirá otorgada la representación a cualquiera de ellos, salvo que se produzca manifestación expresa en contrario.

2.6.1.3.  Representación de personas y entidades no residentes

Al efecto de sus relaciones con la Administración Tributaria, los obligados tributarios que no residan en España deberán designar un representante con domicilio en territorio español cuando operen en este territorio a través de un establecimiento permanente, cuando lo establezca expresamente la normativa tributaria o cuando, por las características de la operación o actividad realizada o por la cuantía de la renta obtenida, así lo requiera la Administración Tributaria.

2.6.2.  Formalización de la representación

Respecto a la formalización de la representación, la LGT distingue dos grados diferentes de exigencia de formalización de la representación según los actos de que se trate:


	
1.  Para los actos de trámite, el apartado tercero del artículo 46 de la LGT señala que se presume la representación.

	
2.  Para otros actos con más trascendencia jurídica (interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos, asumir o reconocer obligaciones en nombre del obligado tributario, solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos y en los restantes supuestos en que sea necesaria la firma del obligado tributario), el apartado segundo de este mismo precepto dispone que se deberá acreditar la representación. Los procedimientos respecto a los cuales se debe acreditar la representación son los contemplados en los títulos de la LGT que se relacionan a continuación:
	
–  Título III: Aplicación de los tributos

	
–  Título IV: La potestad sancionadora

	
–  Título V: Revisión en vía administrativa

	
–  Título VI: Actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en supuestos de delito contra la Hacienda Pública.

	
–  Título VII: Recuperación de ayudas de Estado que afecten al ámbito tributario







Ha sido la Ley 34/2015, de modificación parcial de la LGT, quien ha modificado el apartado segundo del artículo 46 de la LGT para añadir dos nuevos títulos, el VI y VII, a la redacción del precepto.

En cuanto a los medios para acreditar la representación, el citado artículo 46.2 de la LGT sigue diciendo que la representación se acreditará:


	
–  Por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.

	
–  O mediante declaración en comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente.



Asimismo señala que, a estos efectos, serán válidos los documentos normalizados de representación que apruebe la Administración Tributaria para determinados procedimientos.

El Tribunal Supremo, en sentencia de 5 de marzo de 2013, señala que en la firma de actas de conformidad es necesario que quede acreditada la representación. Ahora bien, añade que se exige que se disponga de un poder especial, no siendo suficiente el que autoriza para intervenir en todas las actuaciones del procedimiento inspector.

El representante legal deberá acreditar su condición ante la Administración Tributaria. No obstante, se podrán considerar representantes a aquellas personas que figuren inscritas como tales en los correspondientes registros públicos.

La representación se deberá acreditar en la primera actuación que se realice por medio de representante, si bien su falta o insuficiencia no impedirá que se tenga por realizado el acto o trámite de que se trate, siempre que se aporte aquella o se corrija el defecto dentro del plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento.

En el supuesto que no se acredite la representación, el trámite se tendrá por no efectuado, a no ser que las actuaciones realizadas en su nombre sean ratificadas por el obligado.

Si se modifica o se extingue la representación legal en un procedimiento ya iniciado, las actuaciones realizadas se consideraran válidas.

Es importante tener en cuenta los nuevos medios para acreditar la representación en el ámbito de las Administraciones Públicas que establece la nueva LPA, como son el apoderamiento "apud acta", presencial o electrónico, o la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos de la Administración Pública.

La LPA también dispone la obligación de toda Administración Pública de contar con un registro electrónico de apoderamientos, pudiendo las Administraciones territoriales adherirse al del Estado, en aplicación del principio de eficiencia.

Igualmente, el artículo 84.3 del RGGI dispone que para el desarrollo de las actividades de asistencia a los obligados tributarios, la Administración Tributaria pondrá a disposición de los mismos registros electrónicos de apoderamiento o representación.

En base a ello, para el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (en adelante, AEAT), la Resolución del Director General de la Agencia Tributaria de 16 de febrero de 2004 creó un registro de apoderamientos. Actualmente la regulación para la AEAT la encontramos en la Resolución de la Dirección General de la AEAT de 18 de mayo de 2010, modificada por la Resolución de 8 de junio de 2016, que regula el registro y gestión de apoderamientos y el registro y gestión de las sucesiones y de las representaciones legales de menores e incapacitados para la realización de trámites y actuaciones por Internet ante la Agencia Tributaria.

2.7.  Fases de los procedimientos de gestión tributaria

Respecto a los procedimientos tributarios, incluidos los de gestión, podemos distinguir tres fases: iniciación (artículo 98 de la LGT), desarrollo de las actuaciones (artículo 99 de la LGT) y terminación (artículo 100 de la LGT). Veamos cada una de estas fases:

2.7.1.  Inicio del procedimiento

La LGT establece como formas de inicio de los procedimientos de gestión tributaria, las siguientes:


	
–  De oficio.

	
–  A instancia del interesado.



2.7.1.1.  Inicio de oficio

El inicio del procedimiento será de oficio cuando lo sea por acuerdo del órgano competente de la Administración Tributaria, en aquellos casos en que sin existir declaración, comunicación, autoliquidación o solicitud del obligado, la Administración disponga de datos suficientes para iniciar el correspondiente procedimiento de gestión.

El acuerdo del órgano competente para iniciar el procedimiento podrá ser adoptado por propia iniciativa, como consecuencia de una orden superior o a petición razonada de otros órganos.

La iniciación del procedimiento se realizará mediante comunicación que deberá ser notificada al obligado tributario o mediante personación.

2.7.1.2.  Inicio a instancia del interesado

Según los apartados a) y b) del artículo 118 de la LGT, el procedimiento de gestión tributaria se iniciará a instancia del interesado:


"a) Por una autoliquidación, por una comunicación de datos o por cualquier otra clase de declaración.

b) Por una solicitud del obligado tributario, de acuerdo con lo previsto en el artículo 98 de esta Ley."



Los documentos de iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios deberán incluir, en todo caso, el nombre y apellidos o razón social y el NIF del obligado tributario y, en su caso, de la persona que lo represente.

Si el interesado actúa por medio de representante, deberá acreditar la representación.

La Administración podrá poner a disposición del contribuyente modelos normalizados de autoliquidación, declaración, etc.

Es conveniente analizar las distintas fórmulas que señala el citado precepto para que el interesado pueda iniciar el procedimiento de gestión tributaria:

2.7.1.2.1.  Declaración tributaria

Según lo que establece el artículo 119 de la LGT se considera declaración tributaria todo documento presentado ante la Administración Tributaria donde se reconozca o manifieste la realización de cualquier hecho relevante para la aplicación de los tributos.

Cabe dentro de dicho concepto tanto la manifestación del obligado tributario que ha realizado un hecho imponible, como la comunicación de datos con trascendencia tributaria que se integra dentro de la obligación de colaboración de los obligados tributarios respecto a la Administración Tributaria. La diferencia entre ambos supuestos es que sólo en el primer supuesto se iniciará procedimiento de gestión tributaria en los términos que hemos expuesto.

Hay que señalar las siguientes características de la declaración tributaria:


	
–  En cuanto a la forma, con carácter general, la declaración será por escrito. No obstante, reglamentariamente podrán determinarse supuestos en que sea admisible la declaración verbal (el caso de la declaración aduanera) o la realizada mediante cualquier otro acto de manifestación de conocimiento (envíos telemáticos, por teléfono, etc...).

	
–  En cuanto al contenido, el artículo 128 de la LGT indica que la declaración incluirá:
	
a)  Una manifestación de que se ha realizado el hecho imponible.

	
b)  Los datos necesarios para que la Administración cuantifique la obligación tributaria.





	
–  En cuanto a los efectos, el artículo 119 de la LGT señala que la presentación de una declaración no implica aceptación o reconocimiento por el obligado tributario de la procedencia de la obligación tributaria. Ello significa que la presentación de la declaración no implica reconocer la procedencia del gravamen, ya que puede darse una exención o una no sujeción.



Este mismo precepto señala que las opciones que según la normativa tributaria se deban ejercitar, solicitar o renunciar con la presentación de una declaración no podrán rectificarse con posterioridad a ese momento, salvo que la rectificación se presente en el período reglamentario de declaración. Aquí se prevé una limitación de la posibilidad de rectificar las opciones fiscales fuera del plazo de declaración. Con ello el legislador intenta atajar una conducta, en ocasiones habitual por parte de los contribuyentes, de presentar determinadas declaraciones y posteriormente alterar esa situación.

La presentación de la declaración comporta los siguientes efectos:


	
1.  Supone el inicio de un procedimiento tributario.

	
2.  Inicia el cómputo de los plazos para la resolución del procedimiento e interrumpe el cómputo de los plazos de prescripción.



La Administración no está obligada a ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los obligados tributarios; por el contrario, debe verificar y comprobar el contenido de las declaraciones y practicar las regularizaciones y liquidaciones que correspondan.

Cuando la Administración proceda a practicar una liquidación provisional como consecuencia de una declaración presentada por el obligado, este podrá solicitar la rectificación de la declaración presentada cuando considere que su contenido ha perjudicado de cualquier modo sus intereses legítimos o cuando pudiera proceder una liquidación por importe superior o una menor devolución. Ello será posible siempre que la solicitud de rectificación afecte a elementos de la declaración tributaria que no hayan sido regularizados mediante una liquidación provisional.

El apartado 4 del artículo 24 de la Ley 34/2015, de modificación parcial de la LGT, ha añadido un nuevo apartado cuarto al artículo 119 donde se establece textualmente:

"4. En la liquidación resultante de un procedimiento de aplicación de los tributos podrán aplicarse las cantidades que el obligado tributario tuviera pendientes de compensación o deducción, sin que a estos efectos sea posible modificar tales cantidades pendientes mediante la presentación de declaraciones complementarias o solicitudes de rectificación después del inicio del procedimiento de aplicación de los tributos".


2.7.1.2.2.  Autoliquidación

El artículo 120 de la LGT regula por primera vez el régimen jurídico de las autoliquidaciones. Este precepto define las autoliquidaciones como

"declaraciones en las que los obligados tributarios, además de comunicar a la Administración los datos necesarios para la liquidación del tributo y otros de contenido informativo, realizan por sí mismos las operaciones de calificación y cuantificación necesarias para determinar e ingresar el importe de la deuda tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que resulte a devolver o a compensar".


Así, las autoliquidaciones tienen el siguiente contenido:


	
a)  Una declaración tributaria.

	
b)  Una serie de datos de contenido informativo.

	
c)  Operaciones de calificación y cuantificación, con la finalidad de determinar el importe de la deuda tributaria o de la cantidad que resulte a devolver o compensar.



La diferencia más notable entre la declaración y la autoliquidación (que también es una declaración) es respecto al contenido, ya que en la declaración sólo constan datos de carácter informativo, mientras que en la autoliquidación también se realizan operaciones de cuantificación de la deuda.

Con la presentación de autoliquidaciones el obligado tributario da cumplimiento a dos deberes:


	
1.  El de presentar la declaración del hecho imponible.

	
2.  El de realizar la cuantificación del importe.



El obligado debe también dar cumplimiento a otro deber, como es el de realizar el pago de la autoliquidación. Si no cumple con dicho deber, la Administración iniciará un procedimiento de recaudación ejecutiva contra el mismo. Si la autoliquidación se presenta fuera de plazo se deberán exigir los recargos del artículo 27 de la LGT del 5, 10 ó 15 por 100, según si la autoliquidación de presenta dentro de los 3, 6 o 12 meses siguientes al término del plazo establecido para la presentación e ingreso.

Es importante señalar que las autoliquidaciones no son actos administrativos, ya que no los realiza la Administración, son declaraciones de los contribuyentes. El Tribunal Supremo ya ha tenido ocasión de pronunciarse sobre la naturaleza jurídica de las autoliquidaciones en numerosas ocasiones, así, por ejemplo, en la sentencia de 31 de octubre de 1988, el Tribunal señala textualmente: "La autoliquidación, por su propia naturaleza, no es en sí un acto impugnable por el contribuyente que la formuló; si lo fuera se generaría la típica situación de atacar los propios actos. Lo impugnable es el "acto administrativo" de gestión tributaria que se produce por efecto de la autoliquidación. Y será ése, en cualquiera de sus modalidades, frente al que se manifieste la pretensión procedimental impugnatoria; no frente a la autoliquidación". Por tanto, como tal, la autoliquidación no es impugnable, lo impugnable será el acto administrativo de gestión tributaria derivado de la solicitud de rectificación del obligado tributario o bien del procedimiento de comprobación realizado por la Administración.

Puesto que en estos supuestos es el propio obligado tributario el que ha cuantificado la deuda tributaria, la Administración Tributaria podrá comprobar los datos consignados por el obligado tributario ya sea mediante la tramitación de un procedimiento de verificación de datos o de comprobación limitada y proceder, en su caso, a practicar la liquidación que corresponda.

En cuanto a la posibilidad de solicitar la rectificación de una autoliquidación, la LGT establece que cuando un obligado tributario considere que una autoliquidación ha perjudicado de cualquier modo sus intereses legítimos, podrá instar la rectificación de dicha autoliquidación de acuerdo con el procedimiento que se regule reglamentariamente, actualmente en los artículos 126 a 129 del RGGI.

La rectificación debe presentarse antes que la Administración haya practicado la liquidación definitiva o, en su defecto, antes de que haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación o el derecho a solicitar la devolución correspondiente.

No podrá el obligado solicitar la rectificación cuando se esté tramitando un procedimiento de comprobación o investigación cuyo objeto incluya la obligación tributaria a la que se refiera la autoliquidación presentada, sin perjuicio de su derecho a realizar alegaciones y presentar los documentos que considere oportunos en el procedimiento que se esté tramitando.

Si la Administración ha practicado una liquidación provisional, el obligado podrá solicitar la rectificación de su autoliquidación únicamente si la liquidación provisional ha sido practicada por consideración o motivo distinto del que se invoque en la solicitud del obligado tributario.

Cuando ya se haya dictado liquidación definitiva no se podrá solicitar la rectificación de la autoliquidación.

Cuando la rectificación de la autoliquidación origine una devolución, el cálculo de los intereses será distinto según se trate de:


	
–  Una devolución derivada de la normativa del tributo. En este caso, si transcurren seis meses sin que se haya ordenado el pago por causa imputable a la Administración Tributaria, esta abonará los intereses de demora sobre el importe de la devolución que proceda, sin necesidad de que el obligado lo solicite. A estos efectos, el plazo de seis meses comenzará a contarse a partir de la finalización del plazo para la presentación de la autoliquidación o, si este hubiese concluido, a partir de la presentación de la solicitud de rectificación.

	
–  Una devolución de un ingreso indebido. En este caso, la Administración Tributaria deberá abonar intereses de demora desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.



Finalmente, analicemos brevemente el procedimiento a seguir por parte de la Administración como consecuencia de la presentación de la rectificación de la autoliquidación por parte del obligado tributario cuya regulación encontramos en los referidos artículos 126 a 129 del RGGI:


	
–  La Administración comprobará y verificará la rectificación presentada por el interesado, así como los documentos presentados, y la contrastará con los datos y antecedentes que obren en su poder.

	
–  También podrá realizar requerimientos al obligado en relación con la rectificación de su autoliquidación, incluidos los que se refieran a la justificación documental de operaciones financieras que tengan incidencia en la rectificación solicitada.

	
–  Podrá asimismo efectuar requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a suministrar con carácter general o para que la ratifiquen mediante la presentación de los correspondientes justificantes. Igualmente, podrá solicitar los informes que considere adecuados.

	
–  En base a ello, la Administración podrá:
	
•  Aceptar la rectificación. En este caso, resolución acordada por la Administración Tributaria incluirá una liquidación provisional cuando afecte a algún elemento determinante de la cuantificación de la deuda tributaria efectuada por el obligado tributario.

	
•  Denegar la rectificación y notificar al obligado tributario la propuesta de resolución para que en el plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la propuesta, alegue lo que convenga a su derecho.

	
•  El procedimiento de rectificación de la autoliquidación podrá finalizar con la notificación de inicio de un procedimiento de comprobación o investigación.





	
–  El plazo máximo para notificar la resolución de este procedimiento será de seis meses, transcurrido el cual sin haberse realizado la notificación expresa del acuerdo adoptado, la solicitud podrá entenderse desestimada.



2.7.1.2.3.  Comunicación de datos

La comunicación de datos es aquella declaración que presenta el obligado ante la Administración para que esta determine la cantidad que, en su caso, resulte a devolver.

Se entenderá solicitada la devolución mediante la presentación de la citada comunicación.

2.7.1.2.4.  Declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones complementarias o sustitutivas

De acuerdo con lo que establece el artículo 122 de la LGT, los obligados tributarios podrán presentar autoliquidaciones complementarias, o declaraciones o comunicaciones complementarias o sustitutivas, dentro del plazo establecido para su presentación o con posterioridad a la finalización de dicho plazo, siempre que no haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria.

En cuanto a las autoliquidaciones complementarias, señalar que tienen por finalidad completar o modificar las presentadas con anterioridad. La LGT establece los supuestos en que se podrán presentar:


	
–  Cuando de ellas resulte un importe a ingresar superior al de la autoliquidación anterior; o

	
–  Cuando de ellas resulte una cantidad a devolver o a compensar inferior a la anteriormente autoliquidada.



En los demás casos, lo que procederá será una solicitud de rectificación de autoliquidación.

No obstante, si específicamente no se establece otra cosa, cuando con posterioridad a la aplicación de una exención, deducción o incentivo fiscal se produzca la pérdida del derecho a su aplicación por incumplimiento de los requisitos a que estuviese condicionado, el obligado tributario deberá incluir en la autoliquidación correspondiente al período impositivo en que se hubiera producido el incumplimiento la cuota o cantidad derivada de la exención, deducción o incentivo fiscal aplicado de forma indebida en los períodos impositivos anteriores junto con los intereses de demora.

Por lo que se refiere a las declaraciones o comunicaciones de datos complementarias o sustitutivas que pueden presentar los obligados tributarios, estos deberán hacer constar si se trata de una u otra modalidad, y, por tanto, si lo que persiguen es la de completar o bien la de reemplazar las presentadas con anterioridad.

En todo caso, tanto las autoliquidaciones complementarias como las declaraciones o comunicaciones complementarias o sustitutivas, se podrán presentar:


	
–  Dentro del plazo establecido para su presentación o

	
–  Con posterioridad a la finalización del mismo, siempre que no haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria, aunque en este último caso tendrán el carácter de extemporáneas.



2.7.1.2.5.  Solicitud del obligado tributario

El obligado tributario puede también, tal como lo recoge el artículo 98 de la LGT, presentar ante la Administración Tributaria una solicitud para que esta realice determinadas actuaciones tributarias.

La solicitud de inicio del procedimiento deberá contener:


	
•  Nombre, apellidos o razón social, NIF del obligado tributario o de su representante.

	
•  Hechos, razones y petición.

	
•  Fecha, lugar y firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio válido en derecho.

	
•  Órgano al que se dirige.



Si el documento no reúne los requisitos señalados anteriormente, se requerirá al interesado para que subsane la discrepancia en un plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente a la notificación del requerimiento. Transcurrido dicho plazo sin haber atendido el requerimiento, se le tendrá por desistido de su petición, y se archivará sin más trámites.

2.7.1.3.  La denuncia pública

Figura distinta de todas las modalidades de escritos que pueden dar lugar al inicio a instancia del interesado de un procedimiento de gestión tributaria es la denuncia.

En la redacción originaria del derogado Reglamento General de la Inspección de Tributos, aprobado por RD 939/1986, de 25 de abril, la denuncia pública se contemplaba como uno de los modos de iniciación de las actuaciones de la Inspección de los Tributos.

Esta mención a la denuncia pública desapareció del citado reglamento con la modificación del mismo operada por el RD 136/2000, de 4 de febrero, de desarrollo parcial de la Ley 1/1998 de Derechos y Garantías del Contribuyente.

En la regulación vigente, el artículo 114 de la LGT establece que mediante la denuncia pública se podrán poner en conocimiento de la Administración Tributaria hechos o situaciones que puedan ser constitutivos de infracciones tributarias o tener trascendencia para la aplicación de los tributos.

Por su parte, el RGGI no contiene mención alguna a la denuncia.

La denuncia es un acto unilateral del administrado (no es un acto administrativo), de carácter voluntario, cuyo objeto es una manifestación de conocimiento. Dentro de la normativa está configurada como una facultad, no como un deber, por tanto, es independiente del deber de colaborar con la Administración Tributaria regulada en los artículos 93 y 94 de la LGT.

Es necesario señalar que no es una forma de iniciación del procedimiento, ya que no se incluye como tal en el artículo 118 de la LGT entre las formas de iniciación de los procedimientos de gestión.

El procedimiento de tramitación de la denuncia será el siguiente: recibida esta se remitirá al órgano competente para realizar las actuaciones que puedan proceder, el cual podrá acordar:


	
1.  El archivo de la denuncia cuando se considere infundada o cuando no se concreten o identifiquen suficientemente los hechos o las personas denunciadas.

	
2.  Iniciar las actuaciones si existen indicios suficientes de veracidad en los hechos imputados y estos son desconocidos por la Administración Tributaria. En este caso, la denuncia no formará parte del expediente administrativo.



Destacan los siguientes aspectos respecto de la denuncia:


	
–  El denunciante no es considerado como interesado en las actuaciones administrativas que se inicien, ni se le informará del resultado de las mismas. Tampoco tiene legitimación para la interposición de recursos o reclamaciones en relación a los resultados de las actuaciones de la Administración Tributaria. El Tribunal Supremo, en sentencia de 16 de diciembre de 1992 señala que el denunciante carece de legitimación para impugnar las actuaciones inspectoras que se desarrollan.

	
–  La denuncia ha de ser pública, es decir, el denunciante debe ser identificado. Los ordenamientos jurídicos modernos, como reacción a los abusos resultantes de la admisión incondicionada de las delaciones anónimas en los procedimientos inquisitivos anteriores, dotan a las denuncias de requisitos, garantías y controles para evitar las denuncias falsas. Ahora bien, como señala la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 17 de septiembre de 2009, las "denuncias anónimas" no producen los efectos ni son propiamente denuncias en el sentido técnico-procesal del término, y sólo en casos extraordinarios, pueden dar lugar a una investigación de oficio sobre la propia realidad de los hechos contenidos en ellas.

	
–  No debe confundirse la denuncia con la acción popular. La sentencia del Tribunal Supremo citada anteriormente define la acción popular como el ejercicio pleno de una pretensión procesal que constituye en "parte" a quien la ejercita, atribuyéndole derechos sustantivos y obligaciones procesales que son normales en todo procedimiento o proceso. No obstante, en el ámbito tributario no existe la acción popular.



2.7.2.  Desarrollo del procedimiento

En cuanto al desarrollo del procedimiento cabe destacar las siguientes especialidades:


	
A)  Derechos y garantías procedimentales de los obligados tributariosLa Administración ha de facilitar en todo momento a los obligados tributarios el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. Así, la normativa garantiza al obligado tributario el derecho a:


	
a)  Rehusar la presentación de los documentos que no resulten exigibles por la normativa tributaria y de aquellos que hayan sido presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la Administración.

	
b)  Que le sea expedida certificación de las autoliquidaciones, declaraciones y comunicaciones que hayan sido presentadas.

	
c)  A obtener copia de los documentos que consten en el expediente, salvo que afecten a intereses de terceros o a la intimidad de otras personas o que así lo disponga la normativa vigente.

	
d)  De acceso, del obligado tributario que ha sido parte en el proceso, a los registros y documentos que forman parte del expediente concluido a la fecha de la solicitud y que obren en los archivos administrativos.





	
B)  Horario de las actuacionesLas actuaciones que se desarrollen en oficinas públicas se realizarán dentro del horario oficial de apertura al público.

En cambio, las actuaciones que tengan lugar en los locales del obligado tributario se desarrollarán en la jornada laboral de la oficina donde se lleve a cabo la actividad, a no ser que el obligado tributario preste su consentimiento a que sean realizadas dichas actuaciones fuera del horario laboral.



	
C)  Plazos El órgano a quien corresponda la tramitación del expediente podrá conceder, a petición de los obligados tributarios, una ampliación de los plazos, que no excedan de la mitad de los mismos. Los requisitos para acordar la ampliación son:
	
a)  Que se solicite con anterioridad a los tres días previstos a la finalización del plazo que se pretende ampliar.

	
b)  Que se justifiquen las circunstancias que lo aconsejan.

	
c)  Que no se perjudique derechos de terceros.



Por otra parte, cuando se justifique la concurrencia de circunstancias que impidan comparecer en el lugar, día y hora fijados, podrá solicitarse un aplazamiento dentro de los tres días siguientes al de la notificación del requerimiento.

Contra el acuerdo de concesión o denegación de la ampliación o aplazamiento no cabe recurso ni reclamación económico-administrativa.



	
D)  Trámite de audienciaComo norma general en los procedimientos administrativos, se establece un trámite de audiencia al interesado previo a la resolución.

La LGT prevé una especialidad en esta materia al señalar, en su artículo 99.8, que se podrá prescindir de dicho trámite de audiencia previo en dos supuestos:


	
–  Cuando se suscriban actas con acuerdo.

	
–  Cuando en las normas reguladoras del procedimiento esté previsto un trámite de alegaciones posterior a dicha propuesta. En este último caso, el expediente se pondrá de manifiesto en el trámite de alegaciones.



En cualquier caso, la duración del trámite de alegaciones no podrá ser inferior a 10 días ni superior a 15.



	
E)  Prueba Respecto a la prueba, el artículo 99.6 de la LGT establece que en los procedimientos tributarios no será necesaria la apertura de un período específico ni la comunicación previa de las actuaciones a los interesados para la práctica de la prueba.En cuanto a la carga de la prueba en los procedimientos de aplicación de los tributos, quien haga valer su derecho deberá probar los hechos constitutivos del mismo, de forma que la Administración deberá probar la existencia de la obligación tributaria, y, en su caso, el obligado deberá acreditar los causas o motivos que le excluyen de la obligación de tributar.

No existe limitación en cuanto a los medios de prueba que se pueden hacer valer en el procedimiento tributario puesto que la LGT prevé que serán de aplicación, salvo que la ley estableciera otra cosa, las normas que sobre medios y valoración de prueba se contienen en el Código Civil (en adelante CC) y en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante LEC).

Como se indicará a continuación, las actuaciones de la Administración Tributaria se pueden documentar, entre otros, mediante diligencias. Al valor probatorio de tales diligencias se refiere el artículo 107 de la LGT al señalar que tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motivan su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

Asimismo, los hechos contenidos en las diligencias y aceptados por el obligado tributario objeto del procedimiento, así como sus manifestaciones, se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse por estos mediante prueba de que incurrieron en error de hecho.



	
F)  Documentación de las actuaciones tributariasLa Administración Tributaria, en la tramitación de los procedimientos de aplicación de los tributos, documentará sus actuaciones en:


	
–  Comunicaciones: son los documentos a través de los cuales la Administración notifica al obligado tributario el inicio del procedimiento u otros hechos o circunstancias relativos al mismo o efectúa los requerimientos que sean necesarios a cualquier persona o entidad. Las comunicaciones podrán incorporarse al contenido de las diligencias que se extiendan.

	
–  Diligencias: son documentos públicos que se extienden para hacer constar hechos, así como las manifestaciones del obligado tributario o persona con la que se entiendan las actuaciones. Cabe destacar los siguientes aspectos respecto de las diligencias:
	
–  No pueden contener propuestas de liquidaciones tributarias.

	
–  Como ya hemos señalado, constituyen prueba de los hechos que han motivado su formalización.

	
–  Deberá librarse un ejemplar a la persona con la cual se lleven a cabo las actuaciones.





	
–  Informes: los órganos de la Administración Tributaria emitirán, de oficio o a petición de terceros, los informes que sean preceptivos conforme al ordenamiento jurídico, los que soliciten otros órganos y servicios de las Administraciones Públicas o los poderes legislativo y judicial, en los términos previstos por las leyes, y los que resulten necesarios para la aplicación de los tributos.

	
–  Otros documentos previstos en la normativa específica de cada procedimiento.





	
G)  Entrada en el domicilio de los interesadosEl artículo 113 de la LGT señala textualmente que:

"cuando en los procedimientos de aplicación de los tributos sea necesario entra en el domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario o efectuar registros en el mismo, la Administración tributaria deberá obtener el consentimiento de aquel o la oportuna autorización judicial."


De dicho precepto se desprende claramente que para poder acceder a los domicilios de los obligados tributarios, se exigirá, en primer lugar, su consentimiento, y, a falta de este, será necesaria autorización del juez.

Asimismo, el artículo 100.3 de la LPA, que regula los medios de ejecución forzosa, señala que si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que requieran la autorización de su titular, las Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial.

El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en sentencia de 14 de marzo de 2005, se pronuncia sobre la necesidad de acreditar la negativa del interesado para el acceso a su domicilio para solicitar, posteriormente, la correspondiente autorización judicial:

"La petición de la Administración dirigida al órgano judicial y destinada a la obtención por parte de este, de una resolución que autorice a entrar en un domicilio o en cualquier otro lugar cuyo acceso dependa del consentimiento de su titular, deberá verificarse por escrito, y contener la expresión del acto administrativo, cuya ejecución forzosa exija la entrada, cuya autorización se impetra del órgano judicial, la identificación del órgano administrativo que ha dictado el acto cuya ejecución forzosa se pretende por la Administración, así como del que deba proceder a la ejecución forzosa del mismo, el obligado por el acto administrativo cuya ejecución forzosa se pretende por la Administración, debiendo esta alegar y acreditar indiciariamente la negativa del obligado al cumplimiento del acto y titular del domicilio o del correspondiente lugar de cuyo consentimiento dependa la entrada, poniendo de manifiesto que este no otorgó consentimiento para el acceso a la dependencia de que se trate.

En el requerimiento practicado el 1 de agosto de 2003, que se acompañó por la Administración en su petición de que se autorizase la entrada en el bar del recurrente, se constata que el mismo fue requerido por el Jefe de la Unidad de recaudación ejecutiva de El Vendrell para la ejecución y embargo de bienes en el expediente 43048700056914, derivándose asimismo la negativa del titular a los efectos de que se verificase la correspondiente entrada sin autorización judicial.

De forma clara se evidencia pues, la necesidad de ejecutar una embargo de bienes y la extracción de los mismos, así como la Administración que de la que se deriva, el obligado a soportarlo, constando finalmente, como ha quedado expresado, la negativa del recurrente a que se verificase dicha entrada, por lo que debe proclamarse que la Administración cumplió con su deber de requerir previamente la autorización del correspondiente titular a los efectos de proceder a la entrada en el local, y no habiendo tenido un consentimiento expreso por parte del mismo, se justifica, como ha quedado expresado, tanto por los principios de proporcionalidad como de eficacia, el otorgamiento de la autorización solicitada."

Por su parte, el artículo 142 de la LGT al regular las facultades de la inspección, dispone en su apartado segundo:


"2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los lugares mencionados en el párrafo anterior se opusiera a la entrada de los funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará la autorización escrita de la autoridad administrativa que reglamentariamente se determine".



Para saber cuándo estamos ante un domicilio constitucionalmente protegido es necesario acudir al artículo 18.2 de la Constitución Española (en adelante CE) que lo define como aquel en el que la persona se desarrollan aspectos de la vida privada, directamente relacionados con su más íntima personalidad, que merecen ser protegidos mientras que no intervenga su consentimiento o la autorización judicial.

Existen numerosas sentencias del Tribunal Constitucional en donde se trata de delimitar qué entendemos por domicilio constitucionalmente protegido. Parece que la conclusión sería que el domicilio protegido es la morada de las personas físicas en cuanto que en ella se encuentra protegida su intimidad personal y familiar. En base a ello, se plantea si esa protección también se puede hacer extensible a las personas jurídicas. Al respecto, la Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante, STC) 137/1985 declara que la CE, al establecer el derecho a la inviolabilidad del domicilio, no lo circunscribe a las personas físicas, siendo pues extensivo o predicable igualmente de las personas jurídicas. Ahora bien, el propio Tribunal Constitucional matiza esta afirmación al señalar que se deberá tener en consideración la "naturaleza y especialidad de fines" de dichas personas jurídicas.

El Tribunal Supremo, en sentencia de 20 de diciembre de 2011, ha señalado, al respecto de esta cuestión:

"Dicha jurisprudencia considera que en el caso de las personas jurídicas tienen la consideración de domicilio a efectos de la protección constitucional otorgada por el artículo 18.2 de la Constitución los espacios que requieren reserva y no intromisión de terceros en razón a la actividad que en los mismos se lleva a cabo, esto es, los lugares utilizados por representantes de la persona jurídica para desarrollar sus actividades internas, bien porque en ellos se ejerza la habitual dirección y administración de la sociedad, bien porque sirvan de custodia de documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento, exigiéndose en estos casos la autorización judicial o el consentimiento del interesado. Y que la validez del consentimiento exige de conformidad con la jurisprudencia de la Sala Segunda de este Tribunal que expresamente cita (sentencias, entre otras, de 1 de abril de 1996, 4 de marzo de 1999 y 18 de febrero de 2005) que esté absolutamente desprovisto de toda mácula que enturbie el exacto conocimiento de lo que se hace y la libérrima voluntad de hacerlo, debiendo estar también exento de todo elemento susceptible de provocar o constituir error, violencia, intimidación o engaño, por lo que el interesado debe ser enterado de que puede negarse a autorizar la entrada y registro que se le requiere."

Por su parte, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 27 de febrero de 2002, se pronuncia también sobre el alcance de la protección del domicilio de las personas jurídicas:

"Es cierto que, como advierte la STC de 26 de abril de 1999, respecto al concepto de domicilio y a los titulares del derecho a su inviolabilidad, ha de tenerse presente que no todo local sobre cuyo acceso posee poder de disposición su titular debe ser considerado domicilio a los fines de protección que el art. 18.2 CE garantiza. La razón que impide esta extensión es que el derecho fundamental aquí considerado no puede confundirse con la protección de la propiedad de los inmuebles ni de otras titularidades reales u obligacionales relativas a dichos bienes que puedan otorgar una facultad de exclusión de los terceros. Tampoco existe una plena correlación entre el concepto legal de domicilio de las personas jurídicas, en el presente caso el establecido por la entidad mercantil, con el de domicilio constitucionalmente protegido ya que este es un concepto "de mayor amplitud que el concepto jurídico privado o jurídico administrativo" (STC 22/1984 160/1991 y 50/1995, entre otras). Es cierto que el derecho a la inviolabilidad del domicilio no lo circunscribe la CE a las personas físicas pudiendo ser también extensible y predicable respecto de las personas jurídicas. Y aunque lo que se protege en el caso de las personas físicas no sólo es un espacio físico sino también lo que hay en el de emanación de la persona física y de su esfera privada lo que no ocurre en el caso de las personas jurídicas no es menos cierto (STC 69/1999) que estos también son titulares de ciertos espacios que, por la actividad que en ellas se lleva a cabo, requieren una protección a la intromisión ajena. Así pues ha de entenderse que el ámbito de protección constitucional de las personas jurídicas y de las sociedades mercantiles "sólo se extiende a los espacios físicos indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas por constituir el centro de dirección de la sociedad o del establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida dicha de la sociedad o, de su establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros" (STC 69/1999 anteriormente citada). No existiendo certeza de que el local de autos pudiera estar abierto al público cabe considerar que de no haberse pedido la autorización judicial se había podido producir al titular una vulneración del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, lo que no quiere decir que en estos supuestos en modo alguno pueda considerarse la entrada que se practique como aflictiva de otro derecho que el de la inviolabilidad domiciliar misma, lo que de por sí justifica, una paralela menor intensidad del control judicial a efectuar sobre la solicitud de la Administración como también concluye la SS TC que venimos reiterando."

El órgano competente para conceder o denegar la autorización judicial son los Juzgados de lo Contencioso Administrativo, según establece el artículo 8.6 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa (en adelante LJCA).





2.7.3.  Terminación del procedimiento

Los procedimientos tributarios, según establece el artículo 100 de la LGT, finalizarán por:


	
1.  Resolución. 

	
2.  Desistimiento: cualquier interesado podrá desistir de su solicitud.Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento sólo afectará a aquellos que lo hubieran formulado.

Si el interesado desiste, la Administración aceptará el desistimiento y declarará concluso el procedimiento.



	
3.  Renuncia al derecho: cualquier interesado podrá renunciar a su derecho, siempre que no esté prohibido por el ordenamiento jurídico.Igual que en el caso del desistimiento, si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, la renuncia sólo afectará a aquellos que la hubieran formulado.

Presentada la renuncia, la Administración la aceptará y declarará concluso el procedimiento.



	
4.  Imposibilidad material de continuar por causas sobrevenidas, como la muerte del obligado en un procedimiento sancionador o la pérdida sobrevenida del objeto del procedimiento.

	
5.  Caducidad, que puede producirse por el incumplimiento de la Administración de resolver y notificar en los plazos legalmente establecidos, en procedimientos iniciados de oficio; o bien por la paralización, por causa imputable al interesado, del procedimiento iniciado a instancia de parte.

	
6.  Cumplimiento de la obligación que hubiera sido objeto de requerimiento, como por ejemplo, el caso en que el obligado tributario aporta la documentación que la Administración le ha requerido.

	
7.  Cualquier otra causa prevista en el ordenamiento.Como puede apreciarse, esta enumeración no tiene carácter exhaustivo, ya que el último apartado establece que podrá finalizar "por cualquier otra causa prevista en el ordenamiento". La enumeración es muy parecida a la establecida en el artículo 84 de la LPA, la única especialidad en el ámbito tributario es que el mencionado artículo 100 de la LGT incluye en su enumeración el "cumplimiento de la obligación requerida", como forma particular de terminación.





2.7.3.1.  Obligación general de resolver

De entre las distintas formas de finalización del procedimiento a las que nos hemos referido, la resolución será la forma habitual de finalizar los procedimientos. Y ello porque la LGT, en su artículo 103, establece la obligación general de resolver expresamente todas las cuestiones que se planteen en los procedimientos de aplicación de los tributos, así como a notificar dicha resolución expresa.

No obstante, existen algunas excepciones a esta obligación general, casos en los que no existe la obligación de resolver expresamente:


	
a)  Procedimientos relativos al ejercicio de derechos que sólo deban ser objeto de comunicación por el obligado tributario.

	
b)  Procedimientos en los que se produzca la caducidad, la pérdida sobrevenida del objeto del procedimiento, la renuncia o el desistimiento de los interesados.



Aunque en estos supuestos la Administración no está obligada a resolver expresamente, cuando el interesado solicite de forma expresa que la Administración Tributaria declare que se ha producido alguna de las referidas circunstancias, esta quedará obligada a contestar a su petición.

Por otra parte, el citado artículo 103 de la LGT, en su apartado 3, establece la obligación de motivar los actos tributarios. Así, prevé que:

"Los actos de liquidación, los de comprobación de valor, los que impongan una obligación, los que denieguen un beneficio fiscal o la suspensión de la ejecución de actos de aplicación de los tributos, así como cuantos otros se dispongan en la normativa vigente, serán motivados con referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho."


2.7.3.2.  Plazos de resolución

El plazo máximo de notificación de la resolución será el fijado en cada caso por la normativa que regule el procedimiento en cuestión, sin que pueda exceder de seis meses, salvo que esté establecido por una norma con rango de ley o venga previsto en la normativa comunitaria europea.

En caso de que la normativa reguladora del procedimiento no fije dicho plazo, este será, por defecto, de seis meses.

La LGT establece las normas para el cómputo de plazo, según el procedimiento se haya iniciado de oficio o a instancia del interesado: en el primer caso se contará desde la fecha de notificación del acuerdo de inicio y en el segundo desde la fecha en que el documento haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación.

2.7.3.3.  Efectos de la falta de notificación de la resolución en plazo

Las consecuencias del vencimiento del plazo máximo para notificar la resolución expresa sin que la Administración lo haya hecho vendrán determinadas en la normativa propia de cada procedimiento. No obstante, en defecto de tal previsión, el artículo 104.3 y 4 de la LGT prevé dichas consecuencias según se trate de:


	
–  Procedimientos iniciados a instancia de parte: los interesados podrán entender estimadas sus solicitudes por silencio administrativo, salvo las formuladas en los procedimientos de ejercicio del derecho de petición a que se refiere el artículo 29 de la CE y en los de impugnación de actos y disposiciones, en los que el silencio tendrá efecto desestimatorio.Por otra parte, cuando se produzca la paralización del procedimiento por causa imputable al obligado tributario, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, podrá declarar la caducidad del mismo.



	
–  Procedimientos iniciados de oficio: a su vez, hay que distinguir:
	
a)  Si se trata de procedimientos de los que derivarían efectos favorables para el interesado (según dice la LGT: "de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas individualizadas"), los obligados tributarios podrán entender desestimados, por silencio administrativo, los posibles efectos favorables derivados del procedimiento.

	
b)  En los procedimientos susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen se producirá la caducidad del procedimiento.







Si se produce tal caducidad, esta será declarada, de oficio o a instancia del interesado, ordenándose el archivo de las actuaciones.

En cuanto a los efectos de la caducidad, la LGT señala que, por sí sola, no producirá la prescripción de los derechos de la Administración Tributaria. No obstante, las actuaciones realizadas en los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción ni tendrán la consideración de requerimiento previo, de forma que el obligado tributario podrá presentar una declaración extemporánea y espontánea para regularizar su situación.

Por otra parte, las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento caducado, así como los documentos y otros elementos de prueba obtenidos en dicho procedimiento, conservarán su validez y eficacia a efectos probatorios en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posterioridad en relación con el mismo u otro obligado tributario.

3.  Clases de procedimientos de gestión tributaria

De acuerdo con lo previsto en el artículo 123 de la LGT, son procedimientos de gestión tributaria, entre otros, los siguientes:


	
a)  El procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos.

	
b)  El procedimiento iniciado mediante declaración.

	
c)  El procedimiento de verificación de datos.

	
d)  El procedimiento de comprobación de valores.

	
e)  El procedimiento de comprobación limitada.



Asimismo, prevé que reglamentariamente se podrán regular otros procedimientos de gestión tributaria a los que serán de aplicación, en todo caso, las normas generales sobre procedimientos tributarios. Como ejemplo de ello, el RGGI regula el procedimiento de reconocimiento de beneficios fiscales de carácter rogado.

4.  Procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos

El procedimiento de devolución que va a ser objetivo de análisis a continuación, pretende la devolución de aquellas cantidades que el obligado tributario ha ingresado en exceso, por aplicación de la propia normativa tributaria, sin tener, por lo tanto, la consideración de ingresos indebidos.

Encontramos la regulación de este procedimiento en los artículos 124 a 127 de la LGT y en los artículos 122 a 125 del RGGI.

4.1.  Inicio

Para conocer cómo debe iniciarse el procedimiento de devolución habrá que estar a la normativa reguladora de cada tributo, que podrá determinar que sea mediante:


	
–  La presentación de una autoliquidación de la que resulte cantidad a devolver.

	
–  La presentación de una solicitud de devolución.

	
–  La presentación de una comunicación de datos.



4.2.  Clases de devoluciones

La LGT distingue las devoluciones según deriven de la presentación de autoliquidaciones o de la presentación de solicitudes o comunicaciones de datos.

4.2.1.  Devoluciones derivadas de la presentación de autoliquidaciones

Cuando de la presentación de una autoliquidación resulte una cantidad a devolver, la Administración Tributaria deberá efectuar la devolución que proceda de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 de la LGT, que regula las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.

De acuerdo con tal regulación, la devolución deberá ordenarse en el plazo fijado en la normativa propia del tributo de modo que, si transcurrido dicho plazo, y, en todo caso, el plazo de seis meses, no se ha ordenado el pago por causa imputable a la Administración, esta deberá abonar intereses de demora sin necesidad de que el obligado lo solicite.

El plazo establecido para efectuar la devolución comenzará a contarse desde la finalización del plazo previsto para la presentación de la autoliquidación. En caso de autoliquidaciones extemporáneas, el plazo para devolver se contará a partir de la presentación de la autoliquidación.

4.2.2.  Devoluciones derivadas de la presentación de solicitudes o comunicaciones de datos

La normativa tributaria puede señalar supuestos en que el procedimiento de devolución se iniciará mediante la presentación de una solicitud ante la Administración Tributaria o, en el caso de obligados tributarios que no tengan obligación de presentar autoliquidación, mediante la presentación de una comunicación de datos.

Como en el caso anterior, la devolución deberá ordenarse en el plazo fijado en la normativa propia del tributo de modo que, si transcurrido dicho plazo, y, en todo caso, el plazo de 6 meses, no se ha ordenado el pago por causa imputable a la Administración, esta deberá abonar intereses de demora sin necesidad de que el obligado lo solicite.

El plazo establecido para efectuar la devolución comenzará a contarse desde la presentación de la solicitud o desde la finalización del plazo previsto para la presentación de la comunicación de datos.

4.3.  Tramitación

Cuando la Administración recibe una autoliquidación, solicitud o comunicación de datos de las que derive una devolución, examinará la documentación presentada y la contrastará con los datos y antecedentes de que disponga, y si la considera correcta, procederá al reconocimiento de la devolución solicitada.

En cambio, en el caso de que se aprecie algún defecto formal en la autoliquidación, solicitud o comunicación de datos, error aritmético o posible discrepancia en los datos o en su calificación, o cuando se aprecien circunstancias que lo justifiquen, se podrá iniciar un procedimiento de verificación de datos, de comprobación limitada o de inspección.

4.4.  Terminación

El procedimiento de devolución terminará de una de las siguientes formas:


	
–  Acuerdo en el que se reconozca la devolución solicitada. Dicho acuerdo se entenderá notificado por la recepción de la transferencia bancaria o, en su caso, del cheque.Es importante señalar que el reconocimiento de la devolución solicitada no impedirá la posterior comprobación de la obligación tributaria mediante los procedimientos de comprobación o investigación.



	
–  Caducidad, por la paralización del procedimiento por causa imputable al interesado.

	
–  inicio de un procedimiento de verificación de datos, de comprobación limitada o de inspección.



4.5.  Devoluciones de ingresos indebidos

Aunque no se trata de un procedimiento de gestión tributaria, conviene ahora analizar el procedimiento de devolución de ingresos indebidos para diferenciarlo claramente del procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos, regulado en los artículos 124 a 127 de la LGT, que acabamos de estudiar.

La LGT regula el procedimiento de devolución de ingresos indebidos entre los procedimientos especiales de revisión, junto a la revisión de actos nulos de pleno derecho, la declaración de lesividad de actos anulables, la revocación y la rectificación de errores.

Concretamente, encontramos la regulación del procedimiento de devolución de ingresos indebidos en el artículo 221 de la LGT y en los artículo 17 a 20 del RD 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento en materia de revisión en vía administrativa (en adelante, RV).

4.5.1.  Supuestos de devolución de ingresos indebidos

De acuerdo con lo establecido en el artículo 221.1 de la LGT, el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos se iniciará, de oficio o a instancia del interesado, en los siguientes supuestos:


	
a)  Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias o sanciones: se trata de un error en el pago consistente en pagar dos veces la misma deuda.

	
b)  Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante de un acto administrativo o de una autoliquidación: se trata nuevamente de un error en el pago, consistente en este caso en haber pagado en exceso.

	
c)  Cuando se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o sanciones tributarias después de haber transcurrido los plazos de prescripción: en el caso en que, aun estando prescrita la deuda o sanción, el obligado la pague, esto pago será indebido y procederá la devolución de la cantidad satisfecha.No obstante, en ningún caso se devolverán las cantidades satisfechas en la regularización voluntaria establecida en el artículo 252 de la LGT prevista para casos en que existieran indicios de delito contra la Hacienda Pública.



	
d)  Cuando así lo establezca la normativa tributaria.Relacionados los supuestos en que procede que se inicie el procedimiento de devolución de ingresos indebidos, el artículo 221 establece algunas especialidades que conviene detallar:


	
–  Casos de nulidad del artículo 221.3 de la LGT: el apartado tercero del artículo 221 dispone:"3. Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta ley".


Ello significa que la firmeza del acto de aplicación del tributo o imposición de la sanción supone un límite a la posibilidad de solicitar la devolución de la cantidad que indebidamente se hubiera ingresado, de forma que, ante un acto firme sólo se puede solicitar la devolución instando o promoviendo uno de los siguientes procedimientos:


	
•  De revisión de actos nulos de pleno derecho.

	
•  De revocación.

	
•  De rectificación de errores.

	
•  De recurso extraordinario de revisión.



En este sentido, la STS de 16 de mayo de 2013 señala:

"En el presente caso, este segundo planteamiento nos llevaría a averiguar si la mercantil recurrente acudió a la previa vía especial de revisión para combatir la firmeza de los actos liquidatorios que le permitiría, en su caso, examinar si estos incurrieron en nulidad de pleno derecho o en infracción manifiesta de ley. Ello supone que hubiera sido preciso que se hubiera instado ante la Administración la revisión de los actos firmes (arts. 153 a 156 de la LGT de 1963 (RCL 1963, 2490), vigentes arts. 216 y siguientes y, de forma suplementaria, los arts. 102, 108 y 118 de la LRJyPAC (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246)), con todos los presupuestos formales y materiales para ello, a fin de obtener un pronunciamiento de nulidad o anulabilidad del mismo, lo que permitiría la producción del efecto devolutorio pretendido, pues debe quedar claro que, como explícitamente menciona la ya citada Disposición Adicional Segunda del Real Decreto 1163/1990 (RCL 1990, 1968, 2140), "no serán objeto de devolución los ingresos tributarios efectuados en virtud de actos administrativos que hayan adquirido firmeza".

Así, podemos concluir que, ante la firmeza de la liquidación tributaria, sólo será posible obtener la devolución de las cantidades satisfechas en los casos en que se inste la revisión de la misma mediante uno de los procedimientos especiales de revisión (artículo 216.a), c) y d) de la LGT) y mediante el recurso extraordinario de revisión (artículo 244 de la LGT), así como en aquellos supuestos en que sea de aplicación lo previsto en el párrafo tercero, del artículo 224.1 de la LGT que establece:

"Si la impugnación afectase a un acto censal relativo a un tributo de gestión compartida, no se suspenderá en ningún caso, por este hecho, el procedimiento de cobro de la liquidación que pueda practicarse. Ello sin perjuicio de que, si la resolución que se dicte en materia censal afectase al resultado de la liquidación abonada, se realice la correspondiente devolución de ingresos."




	
–  Rectificación de autoliquidaciones: a la cual se refieren los artículos 120.3 y 221.4 de la LGT.El artículo 221.4 dispone:

"Cuando un obligado tributario considere que la presentación de una autoliquidación ha dado lugar a un ingreso indebido, podrá instar la rectificación de la autoliquidación de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 120 de esta ley".


Las autoliquidaciones podrán ser revisadas sin limitación de causa y por todo el tiempo en que no hubiera prescrito el derecho a su comprobación. El artículo 126 del RGGI, en sus apartados segundo y tercero establece limitaciones temporales y materiales a la rectificación de autoliquidaciones.

Los artículos 126 a 129 del RGGI regulan, como ya hemos señalado anteriormente, el procedimiento para rectificar las autoliquidaciones.



	
–  Ejecución de resoluciones administrativas, económico-administrativas o jurisdiccionales: el apartado segundo del artículo 221 de la LGT dispone textualmente:"Cuando el derecho a la devolución se hubiera reconocido mediante el procedimiento previsto en el apartado 1 de este artículo o en virtud de un acto administrativo o una resolución económico-administrativa o judicial, se procederá a la ejecución de la devolución en los términos que reglamentariamente se establezcan".


El procedimiento será objeto de análisis en el siguiente apartado.









4.5.2.  Procedimientos de devolución de ingresos indebidos

El artículo 15.1 del RV establece que el derecho a obtener la devolución de ingresos indebidos podrá reconocerse:


"a) En el procedimiento para el reconocimiento del derecho regulado en la sección 2ª de este capítulo, cuando se trate de los supuestos previstos en el artículo 221.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

b) En un procedimiento especial de revisión.

c) En virtud de la resolución de un recurso administrativo o reclamación económico-administrativa o en virtud de una resolución judicial firmes.

d) En un procedimiento de aplicación de los tributos.

e) En un procedimiento de rectificación de autoliquidación a instancia del obligado tributario o de otros obligados en el supuesto previsto en el apartado 3 del artículo anterior.

f) Por cualquier otro procedimiento establecido en la normativa tributaria."



4.5.2.1.  Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos, en los supuestos del artículo 221.1 de la LGT

Recordemos que los supuestos del artículo 221.1 de la LGT son la duplicidad en el pago, el pago en exceso, el pago de deudas o sanciones prescritas y aquellos otros que pueda establecer la normativa tributaria.

Para estos casos, los artículos 17 a 19 del RV regulan las fases del procedimiento para el reconocimiento del derecho a devolución en los términos que se exponen a continuación.

4.5.2.1.1.  Inicio

El procedimiento se podrá iniciar tanto de oficio como a instancia del interesado:


	
–  Si el procedimiento se inicia de oficio se deberá notificar al interesado el acuerdo de iniciación, si bien cuando los datos en poder de la Administración Tributaria sean ya suficientes para formular la propuesta de resolución se podrá iniciar mediante la notificación de dicha propuesta.

	
–  Si el procedimiento se inicia a instancia del interesado, la solicitud deberá dirigirse al órgano competente para resolver y contener los siguientes datos:
	
a)  Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, NIF y domicilio del interesado. En el caso de que se actúe por medio de representante, se deberá incluir su identificación completa.

	
b)  Órgano ante el que se solicita el inicio del procedimiento.

	
c)  Acto administrativo o actuación que es objeto del expediente, fecha en que se dictó, número del expediente o clave alfanumérica que identifique el acto administrativo y demás datos relativos a este que se consideren convenientes, así como la pretensión del interesado.

	
d)  Domicilio que el interesado señala a los efectos de notificaciones.

	
e)  Lugar, fecha y firma del escrito o la solicitud.

	
f)  Justificación del ingreso indebido.Deberán adjuntarse los documentos que acrediten el derecho a la devolución, así como los elementos de prueba que se estimen oportunos. Los justificantes de ingreso podrán sustituirse por la mención exacta de los datos identificativos del ingreso realizado, entre ellos, la fecha y el lugar del ingreso y su importe.



	
g)  Declaración expresa del medio elegido por el que haya de realizarse la devolución, de entre los señalados por la Administración competente.Si la Administración no los hubiere señalado, el beneficiario podrá optar por transferencia bancaria al número de cuenta que indique o cheque cruzado o nominativo.



	
h)  En su caso, una solicitud de compensación.El Tribunal Supremo, en sentencia de 6 de mayo de 1991, ha afirmado que sólo el contribuyente, y no el tercero, estará legitimado para solicitar la devolución de ingresos indebido. Al respecto declara:

"Una de las peticiones de devolución se apoya en que la Caja de Ahorros ha pagado por error una liquidación, correctamente extendida por la Corporación apelada, por creer erróneamente que se trataba de una finca de su propiedad. La parte apelante no ha acreditado realmente que ella haya pagado la deuda que reclama, pues no puede considerarse prueba de ello la presentación de un recibo correctamente extendido a nombre del titular de la finca, pero aunque hubiera sido así no cambiaría el sentido denegatorio de la decisión porque, conforme al artículo 17.3 del Reglamento General de Recaudación de 14 de noviembre de 1968 (RCL 1968\2261 y NDL 25666) (vigente en la fecha a que se refieren los ingresos que dan lugar a este proceso), para la Administración es indiferente que el pago lo efectúe el sujeto pasivo o cualquier otra persona, sin perjuicio de las acciones de repetición a que hubiera lugar, que se regirán por las normas de Derecho privado, y, según el citado artículo 249 del Reglamento de Haciendas Locales la legitimación para formular reclamaciones de devolución de ingresos indebidos corresponde únicamente a los contribuyentes pero no a los terceros que los hubieren efectuado, salvo que acrediten haber actuado como apoderados de aquellos."









4.5.2.1.2.  Tramitación

La órgano competente deberá comprobar las circunstancias que, en su caso, determinen el derecho a la devolución como la realidad del ingreso, que no se haya ya procedido a su devolución, la titularidad del derecho y la cuantía de la devolución, pudiendo solicitar, a tal efecto, todos aquellos informes que estime necesarios y pertinentes.

Con carácter previo a la resolución, la Administración Tributaria deberá notificar al obligado tributario la propuesta de resolución a fin de que presente alegaciones y aporte los documentos que considere necesarios en un plazo 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación. Cuando no se tengan en cuenta otros hechos o alegaciones que las realizadas por el obligado tributario o cuando la cuantía propuesta a devolver sea igual a la solicitada, excluidos los intereses de demora, se podrá prescindir del referido trámite de alegaciones.

4.5.2.1.3.  Terminación

El órgano competente para resolver dictará una resolución motivada en la que, si procede, se acordará el derecho a la devolución, se determinará el titular del derecho y el importe de la devolución.

Si el procedimiento se inició a instancia de parte, el interesado podrá entender desestimada su solicitud por silencio administrativo transcurrido el plazo máximo de seis meses sin haberse notificado la resolución expresa.

Por otra parte, el procedimiento podrá terminar de alguna de las otras formas de finalización de procedimientos que establece, con carácter general, el artículo 100 de la LGT como el desistimiento, la renuncia al derecho en que se fundamente la solicitud, la imposibilidad material de continuar por causas sobrevenidas o la caducidad.

4.5.2.2.  Procedimiento de devolución derivado de la rectificación de autoliquidaciones

4.5.2.2.1.  Inicio

Como se ha señalado ya anteriormente, el obligado tributario puede solicitar la rectificación de su autoliquidación presentando solicitud a tal efecto dirigida al órgano competente de la Administración Tributaria que corresponda. Tal petición puede contener una solicitud de devolución.

Cabe recordar que el obligado deberá presentar la solicitud antes de que haya prescrito el derecho a solicitar la devolución correspondiente.

La solicitud de rectificación con devolución deberá contener los siguientes datos:


	
a)  Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, NIF del obligado tributario y, en su caso, del representante.

	
b)  Hechos, razones y petición en que se concrete la solicitud.

	
c)  Lugar, fecha y firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio válido en derecho.

	
d)  Órgano al que se dirige.

	
e)  Los datos que permitan identificar la autoliquidación que se pretende rectificar.

	
f)  Medio elegido por el que haya de realizarse la devolución: transferencia bancaria o cheque cruzado a la cuenta bancaria que el obligado tributario o su representante legal autorizado indiquen.



Cuando el beneficiario de la devolución no hubiera señalado medio de pago y esta no se pudiera realizar mediante transferencia a una entidad de crédito, se efectuará mediante cheque cruzado.

Es necesario que a la solicitud se acompañen los documentos en que se basa la solicitud de rectificación así como los justificantes del ingreso efectuado por el obligado tributario.

4.5.2.2.2.  Tramitación

En la tramitación del expediente de rectificación de autoliquidaciones se comprobarán las circunstancias que determinan la procedencia de la rectificación. Cuando junto con la rectificación se solicite la devolución del ingreso efectuado, indebido o no, se comprobarán las siguientes circunstancias:


	
A)  La realidad del ingreso, cuando proceda, y su falta de devolución.

	
B)  Que se cumplan los requisitos exigidos en el artículo 14.2.b) y c) del RV.Analicemos dichos requisitos: el artículo 14.2 del RV establece quienes tendrán derecho a obtener la devolución de los ingresos declarados indebidos. Los apartados b) y c) del artículo 14.2 del RV se refieren a los siguientes supuestos:


	
–  La letra b) establece que tendrá derecho a obtener la devolución de ingresos indebidos la persona o entidad que haya soportado la retención o el ingreso a cuenta, cuando el ingreso indebido se refiera a retenciones soportadas o ingresos a cuenta repercutidos. No procederá restitución alguna cuando el importe de la retención o ingreso a cuenta declarado indebido hubiese sido deducido en una autoliquidación o hubiese sido tenido en cuenta por la Administración en una liquidación o en una devolución realizada como consecuencia de la presentación de una comunicación de datos.No obstante, cuando el ingreso a cuenta declarado indebido no hubiese sido repercutido, el derecho corresponderá a las personas o entidades indicadas en el párrafo a) del mismo artículo 14.2 del RV y que se refiere a los obligados tributarios y los sujetos infractores que hubieran realizado el ingreso indebido. No procederá restitución alguna cuando el importe del ingreso a cuenta hubiese sido deducido en una autoliquidación o hubiese sido tenido en cuenta por la Administración en una liquidación o en una devolución realizada como consecuencia de la presentación de una comunicación de datos, sin perjuicio de las actuaciones que deba desarrollar el perceptor de la renta para resarcir a la persona o entidad que realizó el ingreso a cuenta indebido.



	
–  La letra c) del artículo 14.2 del RV establece que tendrá derecho a obtener la devolución de ingresos indebidos la persona o entidad que haya soportado la repercusión, cuando el ingreso indebido se refiera a tributos que deban ser legalmente repercutidos a otras personas o entidades.



Los requisitos que deben concurrir para que proceda la devolución son, según la letra c) del artículo 14.2 del RV, los siguientes:


"1.º Que la repercusión del importe del tributo se haya efectuado mediante factura cuando así lo establezca la normativa reguladora del tributo.

2.º Que las cuotas indebidamente repercutidas hayan sido ingresadas. Cuando la persona o entidad que repercute indebidamente el tributo tenga derecho a la deducción total o parcial de las cuotas soportadas o satisfechas por la misma, se entenderá que las cuotas indebidamente repercutidas han sido ingresadas cuando dicha persona o entidad las hubiese consignado en su autoliquidación del tributo, con independencia del resultado de dicha autoliquidación.

No obstante lo anterior, en los casos de autoliquidaciones a ingresar sin ingreso efectivo del resultado de la autoliquidación, sólo procederá devolver la cuota indebidamente repercutida que exceda del resultado de la autoliquidación que esté pendiente de ingreso, el cual no resultará exigible a quien repercutió en el importe concurrente con la cuota indebidamente repercutida que no ha sido objeto de devolución.

La Administración tributaria condicionará la devolución al resultado de la comprobación que, en su caso, realice de la situación tributaria de la persona o entidad que repercuta indebidamente el tributo.

3.º Que las cuotas indebidamente repercutidas y cuya devolución se solicita no hayan sido devueltas por la Administración tributaria a quien se repercutieron, a quien las repercutió o a un tercero.

4.º Que el obligado tributario que haya soportado la repercusión no tuviese derecho a la deducción de las cuotas soportadas. En el caso de que el derecho a la deducción fuera parcial, la devolución se limitará al importe que no hubiese resultado deducible."





	
C)  La procedencia de su devolución, el titular del derecho a obtener la devolución y su cuantía.A fin de comprobar las circunstancias que determinan la procedencia de la rectificación, la Administración podrá examinar la documentación que se presente, contrastarla con los datos y antecedentes que obren en su poder, realizar requerimientos al propio obligado en relación con la rectificación de su autoliquidación, efectuar requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a suministrar con carácter general o para que la ratifiquen mediante la presentación de los correspondientes justificantes, y también solicitar los informes que considere necesarios.

Una vez finalizadas las actuaciones se notificará al interesado la propuesta de resolución para que pueda alegar lo que estime conveniente en el plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la propuesta.





4.5.2.2.3.  Terminación

El procedimiento de rectificación de autoliquidaciones finalizará mediante resolución en la que se acordará o no la rectificación solicitada.

El acuerdo deberá ser motivado en los siguientes casos:


	
–  Cuando sea denegatorio.

	
–  Cuando la rectificación acordada no coincida con la solicitada por el interesado.



Si se reconoce el derecho a obtener una devolución, la resolución deberá determinar:


	
–  El titular del derecho.

	
–  El importe de la devolución, así como los intereses de demora que, en su caso, deban abonarse. La base sobre la que se aplicará el tipo de interés tendrá como límite el importe de la devolución reconocida.



La Administración debe notificar la resolución en un plazo máximo de seis meses. Si transcurre dicho plazo sin que se haya realizado la notificación expresa del acuerdo adoptado, la solicitud se podrá entender desestimada.

4.6.  Los intereses de demora en las devoluciones

Para conocer si corresponde reconocer intereses de demora en la devolución, es necesario distinguir si el ingreso es debido o indebido.

4.6.1.  Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo

El artículo 31 de la LGT señala que la Administración Tributaria devolverá las cantidades que procedan de acuerdo con lo previsto en la normativa de cada tributo. Son devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo las correspondientes a cantidades ingresadas o soportadas debidamente como consecuencia de la aplicación del tributo.

Como ya se ha comentado anteriormente, en estos casos no existe ningún ingreso indebido previo pero sin embargo el obligado tributario tiene derecho a la devolución de ciertas cantidades. El derecho a devolución tendrá su origen en la previa anticipación del tributo, pero esta situación no convierte en indebido el ingreso a cuenta realizado con anterioridad, que en el momento de producirse sí tenía la condición de debido.

En consecuencia con lo expuesto, con carácter general, no procede el reconocimiento de intereses de demora respecto de la cantidad a devolver.

Sólo en el caso en que la Administración no proceda a ordenar la devolución en el plazo fijado por la normativa (el que especifique la norma reguladora de cada tributo o, en todo caso, el plazo de seis meses), por causa imputable a la Administración Tributaria, se devengará el interés de demora desde la finalización de dicho plazo hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.

La Administración deberá abonar los intereses sin necesidad que lo solicite el obligado.

El interés de demora a abonar será el del artículo 26 apartado 6 de la LGT:

"El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en el que aquel resulte exigible, incrementado en un 25 por 100, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente."


4.6.2.  Devoluciones de ingresos indebidos

El artículo 32 de la LGT dispone que la Administración Tributaria devolverá a los obligados tributarios, a los sujetos infractores a los sucesores de unos y otros, los ingresos que indebidamente se hubieran realizado en el Tesoro Público con ocasión del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de sanciones, conforme a lo establecido en el artículo 221 de la LGT, que ha sido objeto de análisis anteriormente.

Con la devolución de ingresos indebidos la Administración Tributaria deberá abonar intereses de demora, sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite de forma que, la cantidad a devolver estará constituida por el importe del ingreso a realizar, las costas satisfechas y el interés de demora vigente a lo largo del período que resulte exigible.

En este caso, el interés de demora se devengará desde la fecha en que se hubiera realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución, sin tener en cuenta, a efectos de cómputo, las dilaciones en el procedimiento por causa imputable al interesado. La razón de la obligación de pagar intereses desde la fecha en que se realizó el ingreso es, como señala el Tribunal Supremo en su sentencia de 6 de febrero de 2014, el "componente de ilegalidad" del ingreso indebido:

"Distinto es el caso de "devolución de ingresos indebidos", respecto de la cual, como se dijo en la en la Sentencia de 2 de abril de 2008 (recurso de casación número 5682/2002) se dijo: "Aun cuando la ley no contenga un concepto de "ingreso indebido", de la enumeración anterior puede deducirse que el mismo surge a partir de la entrega al Tesoro Público de cualquier cantidad como consecuencia de tributos que no resulte procedente, siempre que no provenga de la propia mecánica de la liquidación, regida por la normativa de cada tributo y que puede hacer que el ingreso en principio "debido" se convierta posteriormente en improcedente." En definitiva, en el "ingreso indebido" existe un componente de ilegalidad que no concurre en las "devoluciones de oficio"."

El interés de demora a abonar será también el del artículo 26.6 de la LGT, esto es, el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en el que aquel resulte exigible, incrementado en un 25 por 100, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.

4.6.3.  Diferencias entre devolución de ingresos debidos e indebidos

Las diferencias entre los dos regímenes son claras:


	
–  En el caso de los ingresos indebidos, se abona el interés de demora en todos los supuestos (automatismo), mientras que cuando se trata de devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo sólo se abona si hay un retraso imputable a la Administración, incumpliendo el plazo fijado en la regulación de cada tributo o, en todo caso, el de seis meses, para ordenar el pago de la devolución.

	
–  El dies a quo del devengo de los intereses de demora en los supuestos de devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo se fija en la finalización del plazo de que dispone la Administración para ordenar el pago de la devolución, mientras que en los casos de devoluciones de ingresos indebidos tal inicio del cómputo del devengo se produce en la fecha en que se hubiera realizado el ingreso indebido.



4.7.  Prescripción del derecho a la devolución

El artículo 66 de la LGT, al tratar la prescripción, distingue los siguientes supuestos:


	
1.  El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías.

	
2.  El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías.



En ambos supuestos el plazo de prescripción es de cuatro años. Ahora bien, el cómputo de los plazos de prescripción previstos en el artículo 67.1 de la LGT es diferente en ambos casos:


	
1.  En el caso del derecho a solicitar las devoluciones, el plazo comenzará a contarse (dies a quo) desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para presentar la correspondiente solicitud devolución derivada de la normativa de cada tributo o, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel en que dicha devolución pudo solicitarse; desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la autoliquidación si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho plazo; o desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el acto impugnado.En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que sean incompatibles entre sí, el plazo de prescripción para solicitar la devolución del ingreso indebido del tributo improcedente comenzará a contarse desde la resolución del órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo procedente.



	
2.  En el supuesto del derecho a la obtención de la devolución, el plazo se computa desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se reconozca el derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las garantías.Los plazos de prescripción son susceptibles de interrupción, de forma que interrumpido el plazo, se iniciará de nuevo el cómputo del mismo.

El derecho a solicitar devoluciones se interrumpe:


	
–  Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la devolución, el reembolso o la rectificación de su autoliquidación.

	
–  Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase.



Mientras que el derecho a obtener devoluciones se interrumpe:


	
–  Por cualquier acción de la Administración Tributaria dirigida a efectuar la devolución o el reembolso.

	
–  Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija el pago de la devolución o el reembolso.

	
–  Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase.







5.  Procedimiento iniciado mediante declaración

Del procedimiento iniciado mediante declaración podemos distinguir diferentes fases, que se analizan a continuación.

5.1.  Inicio

Según el artículo 128 de la LGT, cuando la normativa del tributo así lo establezca, la gestión del mismo se iniciará mediante la presentación de una declaración por el obligado tributario que deberá tener el siguiente contenido:


	
–  Manifestación de la realización del hecho imponible.

	
–  Comunicación de los datos necesarios para que la Administración cuantifique la obligación tributaria mediante la práctica de una liquidación provisional.



Si el procedimiento terminara por caducidad, la Administración Tributaria podrá iniciar de nuevo este procedimiento para la liquidación del tributo siempre que lo haga dentro del plazo de prescripción.

5.2.  Tramitación

La tramitación del procedimiento iniciado mediante declaración tiene por finalidad que la Administración disponga de la información necesaria a fin de poder practicar la liquidación que corresponda en el plazo que establece la normativa.

A tal efecto, la Administración podrá utilizar los siguientes medios:


	
–  Utilizar los datos consignados por el obligado tributario en su declaración.

	
–  Utilizar cualquier otro dato que obre en su poder.

	
–  Requerir al obligado para que aclare los datos consignados en su declaración o presente justificante de los mismos.

	
–  Realizar actuaciones de comprobación de valores.



Disponer de esta información ha de permitir a la Administración realizar las operaciones de calificación y cuantificación a efectos de emitir la correspondiente liquidación.

No obstante, en el caso en que la Administración utilice datos distintos a los consignados por el obligado tributario, deberá hacerse mención expresa de esta circunstancia en la propuesta de liquidación, que deberá notificarse, con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho que la motiven, para que el obligado tributario alegue lo que convenga a su derecho.

El plazo de que dispone la Administración para notificar la correspondiente liquidación es, si la normativa de cada tributo no establece uno distinto, de seis meses a contar, según el caso, desde:


	
–  El día siguiente a la finalización del plazo voluntario para presentar la declaración.

	
–  El día siguiente a la comunicación de la Administración por la que se inicie el procedimiento en caso de que el procedimiento de declaración hubiera terminado por caducidad.

	
–  El día siguiente a la presentación de la declaración en caso de que la misma fuera extemporánea.



El artículo 129.e) de la LGT establece que en las liquidaciones que se dicten en este procedimiento no se exigirán intereses de demora desde la presentación de la declaración hasta la finalización del plazo para el pago en período voluntario, sin perjuicio de la sanción que pueda proceder por el incumplimiento de la obligación de presentar de forma completa y correcta las declaraciones o documentos necesarios para practicar la liquidación que corresponda.

5.3.  Terminación

El procedimiento iniciado mediante declaración presentada por el obligado tributario terminará:


	
a)  Por liquidación provisional practicada por la Administración Tributaria.

	
b)  Por caducidad, una vez transcurrido el plazo previsto sin que se haya notificado la liquidación. No obstante, recordemos que, en este caso, la Administración Tributaria pueda iniciar de nuevo este procedimiento dentro del plazo de prescripción.



6.  Procedimiento de verificación de datos

La regulación del procedimiento de verificación de datos la encontramos en los artículos 131, 132 y 133 de la LGT y en los artículos 155 y 156 del RGGI.

La regulación de este procedimiento, junto con el de comprobación limitada, fue incorporada en su totalidad con la LGT del 2003, ya que anteriormente apenas tenía regulación.

El procedimiento de verificación de datos lo podríamos definir como aquel destinado a corregir los supuestos de errores o discrepancias entre los datos declarados por el obligado y los que obren en poder de la Administración, así como para comprobaciones de escasa entidad que, en ningún caso, pueden referirse a actividades económicas.

El artículo 131 de la LGT supone un avance fundamental en la materia al establecer los supuestos que permiten iniciar un procedimiento de verificación de datos.

Los supuestos en los que procede iniciar dicho procedimiento son:


	
1.  Cuando la declaración o autoliquidación del obligado tributario adolece de defectos formales o incurre en errores aritméticos.

	
2.  Cuando los datos declarados por el contribuyente no coinciden con los contenidos en otras declaraciones presentadas por el mismo obligado tributario o con los datos que obran en poder de la Administración Tributaria, actuación habitual de los órganos de gestión que se deriva de los cruces realizados, entre otros, de las propias declaraciones y auto-declaraciones presentadas por los obligados tributarios y las declaraciones de carácter informativo que obran en poder de la Administración.

	
3.  Cuando se aprecie una indebida aplicación de la normativa que resulte patente de la declaración o autoliquidación presentada o de los justificantes aportados con la misma.Se ha generado discusión en torno a cuándo la Administración debe iniciar un procedimiento de verificación de datos o de comprobación limitada. La discusión se centra fundamentalmente en la interpretación que debe darse al apartado c del artículo 131 de la LGT, en cuanto prevé que podrá iniciarse una verificación de datos cuando se aprecie una aplicación indebida de la normativa que resulte patente de la propia declaración o autoliquidación presentada o de los justificantes aportados con la misma. La palabra "patente" engloba un concepto jurídico indeterminado que dificulta la elección de un procedimiento de verificación o de comprobación, o incluso de inspección.



	
4.  Cuando se requiera la aclaración o justificación de algún dato relativo a la declaración o autoliquidación presentada, siempre que no se refiera al desarrollo de actividades económicas. La STS de 5 de julio de 2016 deja claro la exclusión del procedimiento de verificación de datos para comprobar o verificar cuestiones relativas al desarrollo de actividades económicas.El procedimiento de verificación de datos está pensado para procedimientos y comprobaciones de "escasa entidad" (en palabras del TEAC). En resolución de 17 de junio de 2014, el TEAC señala que la línea que separa la procedencia de una verificación de datos y la comprobación limitada es clara en la medida en que en el primer caso sólo caben comprobaciones de "escasa entidad".





6.1.  Inicio

En el caso de que la Administración considere que se está ante alguno de los supuestos en que procede iniciar el procedimiento de verificación antes señalados, podrá llevar a cabo dos actuaciones, según la información de que disponga:


	
–  Podrá notificar directamente la propuesta de liquidación cuando tenga a su disposición los datos suficientes para hacerlo.

	
–  Podrá requerir al obligado para que aclare o justifique la discrepancia observada o los datos relativos a su declaración o autoliquidación



El procedimiento continúa con la respuesta al requerimiento administrativo para realizar las aclaraciones que procedan o presentar los datos que le hayan sido solicitados.

Para los supuestos que versen sobre cuestiones de hecho, el sujeto pasivo deberá aportar prueba en contrario a fin de contradecirlos. Sin embargo, si la discrepancia surge respecto de los datos que tiene en su poder la Administración por haber sido suministrados por terceros, esta deberá proceder a contrastarlos requiriendo al tercero para que los ratifique con aportación de la prueba que proceda.

6.2.  Tramitación

Antes de proceder a practicar la liquidación provisional, la Administración deberá comunicar al obligado tributario la propuesta de liquidación para que alegue lo que convenga a su derecho en un plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la propuesta.

Esta propuesta deberá ser en todo caso motivada con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho que hayan sido tenidos en cuenta.

En esta fase del procedimiento, es importante destacar la posibilidad que establece el artículo 155.2 del RGGI de que la Administración acuerde, antes que se inicie el plazo de alegaciones, la ampliación o reducción del alcance de las actuaciones (acuerdo que debe ser motivado y notificado al obligado tributario).

6.3.  Terminación

El artículo 133 de la LGT señala que el procedimiento de verificación de datos terminará de alguna de las siguientes formas:


	
a)  Por resolución en la que se indique expresamente que no procede practicar liquidación provisional o en la que se corrijan los defectos advertidos.

	
b)  Por liquidación provisional, que deberá ser en todo caso motivada con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho que se hayan tenido en cuenta en la misma.

	
c)  Por la subsanación, aclaración o justificación de la discrepancia o del dato objeto del requerimiento por parte del obligado tributario. Esta circunstancia se hará constar en diligencia y no será necesario dictar resolución expresa.

	
d)  Por caducidad, una vez transcurrido el plazo de seis meses sin que se hubiera notificado la liquidación provisional derivada del procedimiento.Recordemos que para que se dé la caducidad, la paralización no debe ser imputable al interesado, sino debida a la inactividad de la Administración, excluyéndose del cómputo las dilaciones debidas del contribuyente.

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de 8 de abril de 2016 establece la obligación de declaración expresa de la caducidad del procedimiento cuando se pretenda la iniciación de otro procedimiento posterior, de la misma naturaleza que el caducado, o de naturaleza distinta. Declara que no es admisible en estos supuestos la notificación en un solo documento de la declaración de caducidad y del inicio del nuevo procedimiento.

El momento inicial del cómputo de la caducidad está constituido por la fecha de notificación al interesado del acuerdo de inicio del procedimiento, y el final por la fecha de notificación de la resolución expresa que ponga fin al mismo, bastando a tal efecto con la acreditación de que se ha realizado un solo intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución (artículo 104.2 de la LGT).

Las actuaciones realizadas en los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción ni se consideraran requerimientos administrativos a los efectos previstos en el artículo 27 de la LGT. Por tanto, ninguna de las actuaciones realizadas en un procedimiento caducado tiene virtualidad interruptiva respecto de la prescripción. La caducidad no imposibilita a que la Administración pueda volver a iniciar otro procedimiento dentro del plazo de prescripción. Al respecto, resultan de interés las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 13 de enero y de 30 de abril de 2015. En esta última, el Tribunal declara:

"Por tanto, si ha de unificarse doctrina es para resaltar que la procedente es que la que sustenta la ratio decidendi de la sentencia objeto del presente recurso de casación, al seguir una jurisprudencia que puede resumirse en los siguientes términos:

1º) La anulación de una comprobación de valores (como la de una liquidación) no deja sin efecto la interrupción del plazo de prescripción producida anteriormente por consecuencia de las actuaciones realizadas ante los Tribunales Económicos Administrativos, manteniéndose dicha interrupción con plenitud de efectos (Cfr. STS de 19 de abril de 2006).

2º) La anulación de un acto administrativo no significa en absoluto que decaiga o se extinga el derecho de la Administración Tributaria a retrotraer actuaciones, y volver a actuar, pero ahora respetando las formas y garantías de los interesados.

La Administración Tributaria conserva el derecho a determinar la deuda tributaria mediante la previa comprobación de valores durante el plazo de prescripción cumpliendo rigurosamente con los requisitos propios del acto, entre los que se encuentra la motivación.

3º) El derecho de la Administración a corregir las actuaciones producidas con infracción de alguna garantía o formalidad o insuficiencia de motivación en las comprobaciones de valores, no tiene carácter ilimitado, pues está sometido en primer lugar a la prescripción, es decir puede volver a practicarse siempre que no se haya producido dicha extinción de derechos y en segundo lugar a la santidad de la cosa juzgada, es decir si se repite la valoración con la misma o similar ausencia o deficiencia de motivación, comportaría la pérdida -entonces sí– del derecho a la comprobación de valores y en ambos caos (prescripción o reincidencia) la Administración había de pasar por la valoración formulada en su día por el contribuyente (Cfr. STS 22 de septiembre de 2008)."

En conclusión, como ya se ha indicado, la caducidad no determina por si sola la prescripción, ni produce el efecto de interrumpirla. Por tanto, ha de tenerse en cuenta que una vez producida la caducidad de un procedimiento, deberán realizarse actos que interrumpan la prescripción, ya que sino la prescripción se consumará por el transcurso del plazo establecido para ella en el artículo 66 de la LGT.



	
e)  Por el inicio de un procedimiento de comprobación limitada o de inspección que incluya el objeto del procedimiento de verificación de datos.El hecho de que se haya tramitado un procedimiento de verificación de datos no es obstáculo para que la Administración pueda, posteriormente, proceder a la comprobación del objeto de la verificación y ello porque la verificación de datos no comporta efecto preclusivo alguno.





Cuando la liquidación resultante del procedimiento de verificación de datos sea una cantidad a devolver, la liquidación de intereses de demora deberá efectuarse de la siguiente forma:


	
a)  Cuando se trate de una devolución de ingresos indebidos, se liquidarán a favor del obligado tributario intereses de demora en los términos del artículo 32.2 de la LGT.

	
b)  Cuando se trate de una devolución derivada de la normativa del tributo, se liquidarán intereses de demora a favor del obligado tributario de acuerdo con lo previsto en el artículo 31 de la LGT.



7.  Procedimiento de comprobación limitada

La comprobación limitada es un procedimiento que se sitúa entre los procedimientos de inspección y la verificación de datos. Su regulación se contiene en los artículos 136 a 140 de la LGT y en los artículos 163 a 165 del RGGI.

Este procedimiento se caracteriza por la limitación de las actuaciones que se pueden realizar, excluyéndose la comprobación de documentos contables (con la salvedad a la que haremos referencia después), los requerimientos a terceros para la obtención de nueva información y la realización de actuaciones de investigación fuera de las oficinas del órgano actuante.

Los procedimientos de comprobación limitada pueden ser tramitados por los órganos de gestión y también por los de inspección tal y como establece la letra h) del artículo 141 de la LGT.

Mediante el procedimiento de comprobación limitada se faculta a la Administración Tributaria a la comprobación de los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria.

7.1.  Actuaciones de comprobación limitada

En el marco del procedimiento de comprobación limitada, la Administración podrá desarrollar las siguientes actuaciones:


	
a)  Examen de los datos declarados, contrastándolos con aquellos de que dispone la Administración y con los que constan en los documentos, registros y justificantes presentados o que se requieran al efecto.

	
b)  Examen de los registros exigidos por la normativa tributaria y de sus justificantes. La Administración podrá exigir el libro diario simplificado.

	
c)  Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentran obligados a suministrar con carácter general o para que la ratifiquen mediante la presentación de los justificantes documentales.



En cambio, la Administración queda privada, en el procedimiento de comprobación limitada, de la posibilidad de hacer uso de las siguientes facultades:


	
a)  Examen de la contabilidad mercantil. Esta imposibilidad de examinar la contabilidad mercantil limita en gran medida el desarrollo de las actuaciones de comprobación con relación a sujetos pasivos que desarrollen actividades económicas. A pesar de dicha exclusión, la modificación operada por la Ley 34/2015, modifica el artículo 136.2.c) añadiendo lo siguiente:
"No obstante lo previsto en el párrafo anterior, cuando en el curso del procedimiento el obligado tributario aporte, sin mediar requerimiento previo al efecto, la documentación contable que entienda pertinente al objeto de acreditar la contabilización de determinadas operaciones, la Administración podrá examinar dicha documentación a los solos efectos de constatar la coincidencia entre lo que figure en el documentación contable y la información de la que disponga la Administración Tributaria.

El examen de la documentación a que se refiere el párrafo anterior no impedirá ni limitará la ulterior comprobación de las operaciones a que la misma se refiere en un procedimiento de inspección".



Por tanto, tal y como se señala en la Exposición de Motivos de la Ley 34/2015, se trata de facilitar la protección de los derechos del obligado tributario al permitirle que, voluntariamente y sin requerimiento previo, pueda aportar en el curso de un procedimiento de comprobación limitada su contabilidad mercantil para la simple constatación de determinados datos de que dispone la Administración, sin que dicha aportación voluntaria tenga efectos preclusivos.



	
b)  Realización de actuaciones fuera de las oficinas de la Administración, salvo las que procedan según la normativa aduanera o en los supuestos previstos reglamentariamente al objeto de realizar comprobaciones censales o relativas a la aplicación de métodos objetivos de tributación, en cuyo caso los funcionarios que desarrollen dichas actuaciones tendrán las facultades de inspección de los tributos reconocidas en los apartados 2 y 4 del artículo 142 de la LGT y que son las siguientes:
	
–  Posibilidad de entrar, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

	
–  Tener los funcionarios actuantes la consideración de agentes de la autoridad, debiendo acreditar su condición, si son requeridos para ello, fuera de las oficinas públicas.





	
c)  Requerimientos a terceros de movimientos financieros.



7.2.  Inicio

El procedimiento de comprobación limitada se inicia siempre de oficio y debe ser comunicado al obligado tributario, informándole de sus derechos y obligaciones en el seno de las actuaciones.

Cuando los datos en poder de la Administración Tributaria sean suficientes para formular la propuesta de liquidación, el procedimiento podrá iniciarse mediante la notificación de dicha propuesta.

Los supuestos por los que suele iniciarse un procedimiento de comprobación limitada son:


	
1.  Cuando en relación con las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones o solicitudes presentadas por el obligado tributario, se adviertan errores en su contenido o discrepancias entre los datos declarados o justificantes aportados y los elementos de prueba que obren en poder de la Administración.

	
2.  Cuando en relación con las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones o solicitudes presentadas por el obligado tributario proceda comprobar todos o algunos elementos de la obligación tributaria.

	
3.  Cuando de acuerdo con los antecedentes que obren en poder de la Administración, se ponga de manifiesto la obligación de declarar o la realización del hecho imponible o del presupuesto de hecho de una obligación tributaria sin que conste la presentación de la autoliquidación o declaración tributaria.



7.3.  Tramitación

Durante el desarrollo de las actuaciones de comprobación limitada, los obligados tributarios deberán atender a la Administración y prestar la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones, personándose en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones y debiendo aportar la documentación y demás elementos solicitados.

En este sentido el artículo 203 de la LGT tipifica la infracción tributaria por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración Tributaria.

Con el resultado de las actuaciones llevadas a cabo en el procedimiento, la Administración formulará propuesta de liquidación que deberá comunicar al obligado tributario a fin de que, si resulta de su interés, pueda presentar alegaciones.

Con carácter previo a la apertura del plazo de alegaciones, la Administración podrá acordar de forma motivada la ampliación o reducción del alcance de las actuaciones. Dicho acuerdo deberá también notificarse al interesado.

7.4.  Terminación

El procedimiento de comprobación limitada terminará por resolución expresa, por caducidad (nos remitimos a lo dicho respecto a la caducidad en el apartado anterior, relativo a la finalización del procedimiento de verificación de datos) o por inicio del procedimiento de inspección.

La liquidación dictada en el marco de un procedimiento de comprobación limitada tendrá carácter provisional.

Dictada resolución en el procedimiento de comprobación limitada, la Administración no podrá efectuar una nueva regularización en relación con el objeto comprobado, salvo que:


	
1.  Se descubran nuevos hechos o circunstancias.

	
2.  Los nuevos hechos o circunstancias resulten de actuaciones de comprobación limitada o inspección distintas de las que son objeto del procedimiento de comprobación.



Al respecto, cabe destacar la STS de 22 de septiembre de 2014 donde el Tribunal se pronuncia diciendo que la inspección no puede regularizar en el seno de una inspección conceptos previamente regularizados en una comprobación limitada puesto que haría padecer la seguridad jurídica proclamada por nuestra Constitución. En este mismo sentido se pronuncia la sentencia de 30 de octubre de 2014 del Tribunal Supremo en relación con la imposibilidad de que los órganos de inspección comprueben cuestiones que hayan sido objeto de regularización previa en una comprobación limitada.

El procedimiento de comprobación limitada tiene una duración máxima de 6 meses desde la notificación del inicio de las actuaciones o de la propuesta de liquidación. Si se supera este plazo, caducará el procedimiento.

Los hechos y elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obligado tributario hubiera presentado conformidad expresa en una comprobación limitada no pueden ser impugnados salvo que se pruebe que se incurrió en error de hecho.

Al igual que sucede en el procedimiento de verificación de datos, cuando la liquidación resultante del procedimiento de comprobación limitada sea una cantidad a devolver, la liquidación de intereses de demora deberá efectuarse de la siguiente forma:


	
a)  Cuando se trate de una devolución de ingresos indebidos, se liquidarán a favor del obligado tributario intereses de demora tal y como establece el artículo 32.2 LGT.

	
b)  Cuando se trate de una devolución derivada de la normativa del tributo, se liquidarán intereses de demora a favor del obligado tributario tal y como establece el artículo 31 LGT.



7.5.  Diferencias entre el procedimiento de verificación de datos y el de comprobación limitada

Las diferencias más importantes entre el procedimiento de verificación de datos y de comprobación limitada son:


	
1.  El procedimiento de verificación exige que previamente exista una declaración o autoliquidación, mientras que el procedimiento de comprobación limitada puede iniciarse sin esta previa declaración o autoliquidación.

	
2.  El alcance de la actividad comprobadora en el procedimiento de comprobación limitada es mucho más amplio que en el procedimiento de verificación, ya que este último procedimiento se circunscribe a comprobaciones formales.

	
3.  El procedimiento de verificación de datos no impide la posterior comprobación del objeto de la misma, por tanto no tiene efectos preclusivos; mientras que el procedimiento de comprobación sí los tiene respecto al objeto comprobado.



8.  Procedimiento de comprobación de valores

Mediante la comprobación de valores la Administración Tributaria comprueba el valor de los bienes, rentas, elementos, actividades y cualquier otra circunstancia determinante de la obligación tributaria.

No obstante, si el obligado tributario hubiera declarado utilizando los valores publicados por la propia Administración actuante en aplicación de alguno de los medios de comprobación de valores que señala el artículo 57 de la LGT, la Administración no podrá proceder a comprobar los valores en este caso.

Seguidamente, analizaremos las fases del procedimiento de comprobación de valores como procedimiento autónomo, pero hay que tener en cuenta que, según establece el artículo 159.1 del RGGI:


"La comprobación de valores también podrá realizarse como una actuación concreta en alguno de los siguientes procedimientos:

a) Procedimiento iniciado mediante declaración.

b) Procedimiento de comprobación limitada.

c) Procedimiento de inspección."



8.1.  Inicio

El procedimiento se podrá iniciar:


	
–  Mediante una comunicación de la Administración actuante.

	
–  Mediante la notificación conjunta de las propuestas de liquidación y valoración cuando se cuente con datos suficientes.



8.2.  Tramitación

La Administración Tributaria deberá notificar a los obligados tributarios las actuaciones que precisen de su colaboración. Los obligados deberán facilitar a la Administración Tributaria la práctica de dichas actuaciones.

En caso de que el valor determinado por la Administración Tributaria sea distinto al declarado por el obligado tributario, la Administración deberá comunicar, junto a la notificación de la propuesta de regularización, la propuesta de valoración debidamente motivada, con expresión de los medios y criterios empleados.

La propuesta de regularización abre el plazo de alegaciones. Finalizado el mismo, la Administración Tributaria procederá a notificar la regularización que proceda, acompañando la valoración realizada.

Los obligados tributarios no podrán interponer recurso o reclamación independiente contra la valoración, pero podrán promover la tasación pericial contradictoria, regulada en el artículo 135 de la LGT, o plantear cualquier cuestión relativa a la valoración con ocasión de los recursos o reclamaciones que, en su caso, interpongan contra el acto de regularización.

8.3.  Terminación

La Administración deberá notificar la correspondiente valoración y, en su caso, la liquidación resultante de la regularización, en el plazo de seis meses desde la fecha de comunicación de inicio de las actuaciones o de la notificación conjunta de la propuesta de liquidación y valoración.

Si vencido el plazo la Administración no ha notificado la resolución al obligado tributario, se producirán los efectos propios de la falta de resolución en los procedimientos iniciados de oficio, de forma que, pudiendo producir el procedimiento efectos desfavorables para el obligado, se producirá su caducidad.

8.4.  Efectos de la comprobación de valores

La ley puede establecer determinados supuestos en que el valor comprobado debe producir efectos respecto a otros obligados tributarios. En estos casos, el valor resultante de la comprobación de valores tendrá efectos vinculantes para la Administración. La ley de cada tributo podrá establecer la obligación de notificar a dichos interesados el valor comprobado para que puedan promover su impugnación o la tasación pericial contradictoria.

En cualquier caso, cuando en un procedimiento posterior el valor comprobado se aplique a otros obligados tributarios, estos podrán promover su impugnación o la tasación pericial contradictoria.

Finalmente hay que señalar que si el obligado tributario impugna o promueve tasación pericial contradictoria respecto de la valoración, y acaba resultando un valor distinto, dicho valor será aplicable a los restantes obligados tributarios que resultaron vinculados por la valoración impugnada.

9.  Procedimiento para el reconocimiento de beneficios fiscales de carácter rogado

9.1.  Inicio

Cuando el obligado tributario pretenda obtener de la Administración el reconocimiento de un beneficio fiscal deberá presentar solicitud dirigida al órgano competente para su concesión, acompañada de los documentos y justificantes exigibles y de los que el obligado tributario considere convenientes.

9.2.  Tramitación

La Administración Tributaria comprobará los requisitos para la concesión del beneficio fiscal solicitado por el obligado de acuerdo con los datos y documentos que se exijan en la normativa reguladora del beneficio fiscal y los datos que declaren o suministren terceras personas o que pueda obtener la Administración Tributaria mediante requerimiento al propio obligado y a terceros. Al respecto se pronuncia la STS de 30 de octubre de 2014 en recurso de casación para la unificación de doctrina número 2568/2013:

"No cabe aceptar, como defiende la Administración Autonómica, que la Oficina Gestora, antes de resolver el recurso de reposición en el que se solicitaba la aplicación de las reducciones en la base imponible, correspondientes a la adquisición de participaciones sociales, por la concurrencia de los requisitos establecidos en la ley 19/1991 (RCL 1991, 1453 y 2389) para considerarlas exentas, estuviere imposibilitada para efectuar actuación alguna de comprobación o de investigación, pues en el procedimiento para el reconocimiento por la Administración tributaria de beneficios fiscales de carácter rogado, regulado en los artículos 136 y 137 del Real Decreto 1065/2007 (RCL 2007, 1658), por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de procedimientos de aplicación de los tributos, se impone la comprobación de los requisitos para la concesión de un beneficio fiscal, que ha de realizarse de acuerdo con los datos y documentos que se exigían en la normativa reguladora del beneficio fiscal, y los datos que declaren o suministren terceras personas o que pueda obtener la Administración Tributaria mediante requerimiento al propio obligado y a terceros (art. 136.2), imponiendo el apartado 3 que con carácter previo a la notificación de la resolución se deberá notificar al obligado tributario la propuesta de resolución cuando vaya a ser denegatoria para que, en un plazo de 10 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de dicha propuesta, alegue lo que corresponda a su derecho."

Cuando a criterio de la Administración el obligado tributario no cumpliera los requisitos necesarios para que le sea concedido el beneficio fiscal y, por tanto, la resolución vaya a ser denegatoria, con carácter previo a la notificación de la resolución la Administración notificará al obligado tributario la propuesta de resolución para que, en un plazo de 10 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de dicha propuesta, alegue lo que convenga a su derecho.

9.3.  Terminación

La Administración deberá dictar resolución expresa y notificarla en el plazo que establezca la normativa reguladora del beneficio fiscal y, en su defecto, en el plazo de seis meses. La resolución deberá reconocer o denegar expresamente la aplicación del beneficio fiscal.

Como regla general, el transcurso del plazo para resolver sin que la Administración haya notificado resolución expresa comportará que se pueda entender desestimada la solicitud, excepto en aquellos supuestos en que la normativa específica estableciera otra cosa.

9.4.  Efectos del reconocimiento de beneficios fiscales de carácter rogado

Los efectos del reconocimiento de un beneficio fiscal se producirán desde el momento de su concesión, excepto en el caso de que la normativa aplicable establezca otro.

La aplicación de los beneficios fiscales estará condicionada a la concurrencia en todo momento de las condiciones y requisitos establecidos en la normativa.

Por ello, excepto si la normativa prevé lo contrario, una vez concedido el beneficio fiscal no será preciso reiterar la solicitud para su aplicación en períodos futuros, salvo que se modifiquen las circunstancias que justificaron su concesión o la normativa aplicable. En caso de que se produzca tal modificación, los obligados la deberán comunicar al órgano que reconoció el beneficio fiscal, el cual podrá declarar, previa audiencia del obligado tributario, si procede o no la continuación de la aplicación del beneficio fiscal.

De la misma forma se procederá cuando la Administración Tributaria conozca por cualquier medio la modificación de las condiciones o los requisitos para la aplicación del beneficio fiscal.

En caso de incumplimiento de los requisitos exigidos para la aplicación del beneficio fiscal se producirá la pérdida del derecho a su aplicación desde el momento que establezca la normativa específica o, en su defecto, desde que dicho incumplimiento se produzca, sin necesidad de declaración administrativa previa.

De acuerdo con lo que establece el artículo 115.3 de la LGT, en caso que los actos de concesión o reconocimiento de beneficios fiscales estén condicionados al cumplimiento de ciertas condiciones futuras o a la efectiva concurrencia de determinados requisitos no comprobados en el procedimiento en que se dictaron, tendrán carácter provisional. Por ello, la Administración Tributaria, en un posterior procedimiento de aplicación de los tributos, podrá comprobar la concurrencia de tales condiciones o requisitos y, en su caso, regularizar la situación tributaria del obligado sin necesidad de proceder a la previa revisión de dichos actos provisionales.
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            Capítulo II La gestión compartida en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles


        


        

          

          

          

            1. 

             La gestión catastral

          


          

          

            1.1. 

             Definición, naturaleza y ámbito de aplicación

          


          El Catastro Inmobiliario es un registro administrativo, obligatorio, dependiente del Ministerio de Hacienda y Función Pública, en el que se describen los bienes inmuebles de acuerdo con la definición que se realiza en su propia ley reguladora. El ámbito de aplicación del Catastro español es todo el territorio nacional, excepto País Vasco y Navarra.


          La información que contiene el Catastro es utilizada por las Administraciones Públicas, fedatarios, empresas y ciudadanos en general, con fines que superan el meramente fiscal. El Catastro es pues una infraestructura de información territorial disponible para la sociedad en general, sin que la utilización múltiple de la información catastral desvirtúe su naturaleza tributaria.


          

          

            1.2. 

             Contenido

          


          

          

            1.2.1. 

             Concepto y clases de bienes inmuebles

          


          De acuerdo con las definiciones establecidas en el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario (en adelante TRLCI), aprobado por Real Decreto Legislativo (en adelante RDL) 1/2004, de 5 de marzo, son bienes inmuebles a efectos catastrales:


          La porción de suelo que cumpla las siguientes condiciones:


          

            	

              –  Parcela o porción de suelo de una misma naturaleza (urbano, rústico o de características especiales). Cuando una misma finca se sitúe sobre suelo urbano y rustico, a efectos catastrales estará descrita mediante dos bienes inmuebles: uno que corresponderá a la parte de la finca que se sitúa en suelo de naturaleza rústica y otro que corresponderá a la parte de la finca que se sitúa sobre suelo urbano.


            	

              –  Situada en un término municipal. Las fincas que se sitúen sobre dos o más términos municipales se describen mediante varias parcelas catastrales, como mínimo una para cada municipio.


            	

              –  Cerrada por una línea poligonal. La finca catastral debe ser predominantemente continua en el territorio, especialmente en el Catastro rústico, en el que prevalece la definición de parcela rústica delimitada por límites naturales (caminos, torrentes, ríos, etc.). Es muy habitual que una finca registral que se sitúe en suelo rústico se describa en el Catastro con varias parcelas catastrales.


            	

              –  La porción de suelo debe ser el ámbito territorial al que se refiere el derecho de propiedad de un propietario, de varios proindiviso, y de las construcciones en él emplazadas.


          


          También tienen la consideración de bienes inmuebles, a efectos catastrales:


          

            	

              a)  Los diferentes elementos privativos que sean susceptibles de aprovechamiento privativo independiente.
	
–  Sometidos al régimen especial de propiedad horizontal.

	
–  Conjunto constituido por diferentes elementos privativos mutuamente vinculados y adquiridos en unidad de acto.

	
–  Trasteros y plazas de parking en proindiviso, adscritos al uso y disfrute exclusivo y permanente de un titular.






            	

              b)  Los bienes inmuebles de características especiales.


            	

              c)  El ámbito espacial de un derecho de superficie y el de una concesión administrativa sobre los bienes inmuebles o sobre los servicios públicos a los que se hallen afectos. Las fincas que estén afectadas parcialmente por un derecho de superficie o una concesión administrativa se describen en el Catastro mediante dos bienes inmuebles: un bien inmueble que describe la parte de la finca sobre la que existe el derecho de superficie o concesión administrativa, y otro bien inmueble que describe la porción no afectada por dicho derecho.


          


          A cada bien inmueble se le asigna como identificador único e irrepetible una referencia catastral que permite su localización en la cartografía catastral. La referencia catastral está integrada por veinte caracteres de tipo alfanumérico. Los catorce primeros identifican la parcela catastral; los cuatro siguientes, los distintos bienes inmuebles que existan sobre la parcela, y los dos últimos son caracteres de control.


          Los bienes inmuebles se clasifican a efectos catastrales como bienes inmuebles urbanos, bienes inmuebles rústicos y bienes inmuebles de características especiales.


          La clasificación de los bienes inmuebles urbanos y rústicos depende de la naturaleza del suelo sobre el que se sitúen, los bienes inmuebles de características especiales son "numerus clausus" y están relacionados en el texto de la ley.


          

          

            1.2.1.1. 

             Bienes inmuebles urbanos y rústicos

          


          Son bienes inmuebles urbanos: Los que se sitúen en suelo de naturaleza urbana.


          El suelo de naturaleza urbana se define a partir de la clasificación urbanística del suelo. Se considera urbano a efectos catastrales el suelo:


          

            	

              –  Clasificado por el planeamiento urbanístico como urbano, urbanizado o equivalente.


            	

              –  Clasificado por el planeamiento como urbanizable, o aquellos en los que esté previsto su paso a situación de suelo urbanizado por la legislación urbanística, siempre que se incluyan en sectores o ámbitos espaciales delimitados y se hayan establecido para ellos las determinaciones de ordenación detallada o pormenorizada de acuerdo con la legislación urbanística.


            	

              –  El integrado en la trama de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población.


            	

              –  El ocupado por los núcleos o asentamientos de población aislados del núcleo principal.


            	

              –  El suelo ya transformado por contar con los servicios urbanos establecidos por la legislación urbanística, o en su defecto, por disponer de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica.


            	

              –  El que esté consolidado por la edificación, conforme lo que se establezca en la legislación urbanística.


          


          Se exceptúa de la consideración de suelo de naturaleza urbana el que integre los bienes inmuebles de características especiales.


          Son bienes inmuebles rústicos: Los que se sitúen en suelo de naturaleza rústica.


          El suelo de naturaleza rústica se define como aquel que no es de naturaleza urbana, ni esté integrado en un bien inmueble de características especiales.


          

          

            1.2.1.2. 

             Bienes inmuebles de características especiales (BICES)

          


          Los bienes inmuebles de características especiales son "numerus clausus".


          Se caracterizan por constituir un conjunto complejo de uso especializado, integrado por suelo, edificios, instalaciones y obras de urbanización y mejora que se configura como un único bien inmueble, y por estar comprendidos en los siguientes grupos:


          

            	

              a)  Los destinados a la producción de energía eléctrica y gas y al refino de petróleo, y las centrales nucleares.


            	

              b)  Las presas, saltos de agua y embalses, incluidos su lecho o vaso, excepto las destinadas exclusivamente al riego


            	

              c)  Las autopistas, carreteras y túneles de peaje.


            	

              d)  Los aeropuertos y puertos comerciales.


          


          El artículo 23 del RD 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el RDL 1/2004, de 5 de marzo, establece las particularidades en el tratamiento de los bienes inmuebles de características especiales y desarrolla los cuatro grupos en los que el TRLCI los divide, de acuerdo con el siguiente esquema:


          Grupo A


          A.1 Los destinados a la producción de energía eléctrica.


          A.2 Los destinados a la producción de gas


          A.3 Los destinados al refino de petróleo


          A.4 Las centrales nucleares


          Grupo B


          Las presas, saltos de agua y embalses, incluidos su lecho o vaso, excepto las destinadas exclusivamente al riego


          Grupo C


          Las autopistas, carreteras y túneles de peaje.


          Grupo D


          D.1 Los aeropuertos, entendiéndose como tales los así definidos por la legislación sectorial.


          D.2 Los puertos comerciales.


          

          

            1.2.2. 

             Datos catastrales de los bienes inmuebles urbanos y rústicos

          


          El artículo 3 del TRLCI establece que la descripción catastral de los bienes inmuebles comprenderá sus características físicas, económicas y jurídicas, entre las que se encontrarán la localización y la referencia catastral, la superficie, el uso o destino, la clase de cultivo o aprovechamiento, la calidad de las construcciones, la representación gráfica, el valor catastral y el titular catastral, con su NIF o, en su caso, número de identidad de extranjero (en adelante, NIE). Cuando los inmuebles estén coordinados con el Registro de la Propiedad se incorporará dicha circunstancia junto con su código registral.


          La descripción catastral de los bienes inmuebles es gráfica, georreferenciada y alfanumérica.


          Los datos de los bienes inmuebles que deben ser inscritos en el Catastro Inmobiliario se agrupan bajo los siguientes conceptos:


          

            Descripción descriptiva alfanumérica:

          


          Se trata del conjunto de datos alfanuméricos que describen características físicas, económicas y jurídicas, del inmueble entre las que se encontrarán los identificadores postales, superficie, el uso o destino, la clase de cultivo o aprovechamiento, la calidad de las construcciones, el valor catastral y los titulares catastrales.


          

            Descripción gráfica georreferenciada:

          


          Se trata del conjunto de datos gráficos que describen la forma, localización georreferenciada sobre el sistema geodésico de representación ETRS89 (European Terrestrial Reference System 1989), proyección UTM (Universal Transverse Mercator), que constituye la descripción geográfica del bien inmueble, del suelo y de las construcciones.


          

          

            1.2.2.1. 

             Cartografía catastral

          


          La cartografía catastral forma parte del Sistema Cartográfico Nacional, y tiene la consideración de cartografía temática. (RD 1545/2007, de 23 de noviembre, por el que se regula el Sistema Cartográfico Nacional). Corresponde a la Dirección General del Catastro (en adelante DGC) la producción de la cartografía catastral que podrá utilizar la cartografía topográfica que le proporcione la Dirección General del Instituto Geográfico Nacional (artículo 7 del RD 1545/2007).


          La representación gráfica de los bienes inmuebles comprende en todo caso su descripción cartográfica georreferenciada sobre el sistema geodésico de representación ETRS89, proyección UTM.


          La cartografía catastral define la forma, dimensiones y situación de los diferentes bienes inmuebles susceptibles de inscripción en el Catastro Inmobiliario constituyendo en su conjunto el soporte gráfico de este.


          La cartografía catastral contiene:


          

            	

              a)  Los polígonos catastrales, determinados por las líneas permanentes del terreno y sus accidentes más notables, como ríos, canales, arroyos, pantanos, fuentes, lagunas, vías de comunicación, límite del término municipal y clases de suelo.


            	

              b)  Las parcelas o porciones de suelo que delimitan los bienes inmuebles, así como las construcciones emplazadas en ellas y, en su caso, las subparcelas o porciones de sus distintos cultivos o aprovechamientos.


          


          La cartografía incluye como medios auxiliares los siguientes elementos:


          

            	

              a)  Ortofotografías y fotografías aéreas.


            	

              b)  Los planos de cada término municipal con las líneas de sus límites.


            	

              c)  Los planos de planta de los edificios y de las parcelas catastrales.


            	

              d)  Los aspectos susceptibles de representación gráfica que sean necesarios para la instrucción de las ponencias de valores.


          


          La descripción gráfica y alfanumérica forma parte de la descripción del bien inmueble. Esta doble vertiente descriptiva provoca que se deban respetar determinadas normas de integridad de los datos. Por ejemplo, la superficie de suelo y construcción que conste en la descripción alfanumérica del bien inmueble ha de ser la misma que la que resulte de la medición del recinto gráfico que describa la parcela y las construcciones en la cartografía catastral. La superficie de los cultivos que se produzcan en una parcela rústica ha de ser la que resulte de la medición del recinto gráfico que los represente.


          La información descriptiva alfanumérica que describe los bienes inmuebles se refiere a los siguientes conceptos:


          

          

            1.2.2.2. 

             Suelo

          


          Los datos alfanuméricos que describen el suelo para determinar su cabida y para calcular su valor catastral son, en resumen, los siguientes:


          En bienes inmuebles urbanos:


          Superficie de suelo


          Subparcelas de suelo reales o virtuales, de manera que cada subparcela permita considerar ámbitos de clasificación urbanística diferentes, de calificación urbanística diferente, o de aprovechamiento urbanístico diferenciado, espacios de afectación o protección, ámbito de aplicación de coeficientes correctores de valoración, etc.


          Aprovechamiento urbanístico del suelo (uso urbanístico, edificabilidad, etc.) que puede asociarse a cada subparcela.


          En bienes inmuebles rústicos:


          Superficie de suelo.


          Subparcelas de suelo reales que permitan identificar las clases de cultivos que existen sobre la parcela y su aprovechamiento.


          

          

            1.2.2.3. 

             Construcción

          


          A efectos catastrales tienen la consideración de construcciones:


          

            	

              a)  Los edificios, sean cualesquiera los materiales de que estén construidos y el uso a que se destinen, siempre que se encuentren unidos permanentemente al suelo y con independencia de que se alcen sobre su superficie o se hallen enclavados en el subsuelo y de que puedan ser transportados o desmontados.


            	

              b)  Las instalaciones industriales, comerciales, deportivas, de recreo, agrícolas, ganaderas, forestales y piscícolas de agua dulce, considerándose como tales, entre otras, los diques, tanques, cargaderos, muelles, pantalanes e invernaderos, y excluyéndose en todo caso la maquinaria y el utillaje.


            	

              c)  Las obras de urbanización y de mejora, tales como las explanaciones, y las que se realicen para el uso de los espacios descubiertos, como son los recintos destinados a mercados, los depósitos al aire libre, los campos para la práctica del deporte, los estacionamientos y los espacios anejos o accesorios a los edificios e instalaciones. No tendrán la consideración de construcciones aquellas obras de urbanización o mejora que reglamentariamente se determinen, sin perjuicio de que su valor deba incorporarse al del bien inmueble como parte inherente al valor del suelo, ni los tinglados o cobertizos de pequeña entidad.


          


          La inscripción de la descripción de las características de las construcciones en el Catastro no está supeditada a que estas cuenten con licencia o autorización administrativa, certificado final de obra, ni al cumplimiento de la legalidad urbanística. La inclusión de la descripción de las construcciones en el Catastro depende exclusivamente de que las construcciones existan.


          La información que forma parte de la descripción catastral de las construcciones cuya finalidad es determinar su superficie en metros cuadrados, y calcular su valor catastral es, en resumen, la siguiente:


          

            	

              – 

              Tipología constructiva: uso, clase, modalidad, categoría (de acuerdo con el cuadro de coeficientes del valor de las construcciones de la Norma 20 del RD 1020/1993 de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana). La tipología constructiva es el atributo mediante el cual se describen los distintos locales de una construcción, en función del uso y finalidad para el que se han construido, y al bien inmueble del que forman parte, y mediante el cual se determina el valor unitario de construcción que corresponde a cada local.


            	

              – 

              Superficie de la construcción: de acuerdo con la definición establecida en la norma 11.3 Valor de las construcciones. Definiciones, del RD 1020/1993, se debe considerar a efectos catastrales como superficie de la construcción la superficie construida, entendida como la superficie incluida dentro de la línea exterior de los parámetros perimetrales de una edificación y, en su caso, de los ejes de las medianerías, deducida la superficie de los patios de luces. Los balcones, terrazas, porches y demás elementos análogos, que estén cubiertos se computarán al 50 por 100 de su superficie, salvo que estén cerrados por tres de sus cuatro orientaciones, en cuyo caso se computarán al 100 por 100. En uso residencial, no se computarán como superficie construida los espacios de altura inferior a 1,50 metros.


          


          La determinación de la superficie construida, la medición de las edificaciones y la interpretación de planos de proyecto o de obra es una tarea compleja. A efectos catastrales la superficie se mide en m2, con redondeo y sin decimales. Forma parte de la superficie construida la totalidad del espacio que ocupan los paramentos perimetrales de la edificación, los muros bajo rasante (también en piscinas), los ejes de los muros medianeros entre parcelas catastrales, los tabiques interiores, las plazas de aparcamiento y trasteros en edificios en régimen de propiedad colectiva, los recintos de elementos comunes (vestíbulos, portales, escaleras, pasillos, cuartos de contadores, de instalaciones, de maquinaria, etc.).


          Para la primera inscripción de las construcciones en el Catastro (formación del catastro) no siempre se ha dispuesto de toda la documentación descriptiva de las mismas, como pueden ser los planos de proyecto, planos "as built", memoria del proyecto, planos del estado actual de la construcción, etc.


          Cuando no se dispone de planos de proyecto o de obra de las construcciones, o cuando en los momentos de formación del Catastro no ese posible acceder al interior de la finca, la determinación de la superficie construida se realiza a partir de la ortofotografía, midiendo la línea perimetral de la cubierta, con un retranqueo equivalente al vuelo del alero de la cubierta. En caso de fincas en régimen de división horizontal también se utilizan las superficies indicadas en la escritura, computándose como superficie del elemento común la diferencia entre la suma de superficies asignadas a cada entidad y la superficie construida total sobre la parcela.


          

            Fecha de construcción: se corresponde con la fecha en que se construyó la edificación que se describe. No obstante, en edificaciones antiguas es muy habitual que se hayan realizado numerosas intervenciones en la construcción desde el momento en que se construyó, intervenciones que deben ser tenidas en consideración en la descripción catastral.


          

            Fecha de reforma, rehabilitación: fecha de las reformas y/o rehabilitaciones realizadas en la edificación, ya sean documentadas, o bien, en su defecto, estimadas técnicamente en función de los materiales, estado de conservación, mantenimiento, o características compositivas de fachada, o de distribución del edificio que se describe. Las reformas/rehabilitaciones pueden acompañarse de una estimación del grado de reforma de la construcción respecto el total del edificio, expresado en porcentaje.


          

            Fecha de antigüedad: de acuerdo con la Norma 13 del RD 1020/1993, se define como antigüedad valorativa la fecha que permite una adecuada aplicación del coeficiente corrector de antigüedad previsto en la normativa de valoración catastral y que tiene en cuenta la fecha de construcción, reformas y rehabilitaciones efectuadas. En definitiva, la antigüedad difiere de la fecha de construcción por incorporar el efecto de las reformas/rehabilitaciones realizadas a lo largo del tiempo y que acaban configurando la vida útil que mantiene la construcción en la fecha de la valoración.


          En el caso de no disponer de documentos que acrediten una fecha de reforma o rehabilitación se realiza una estimación técnica profesional en base a la apariencia apreciada en una fotografía actual, materiales empleados o elementos compositivos característicos de la construcción de cada época.


          

            Estado de conservación: la Norma 13 del RD 1020/1993 de 25 de junio establece cuatro estados de conservación: Normal (coeficiente 1), regular (coeficiente 0,85), deficiente (coeficiente 0,50) y ruinoso (coeficiente 0,00). No debe confundirse este atributo con el de depreciación por antigüedad. En los edificios de construcción antigua, en los que no se ha realizado ninguna actuación de mantenimiento, reforma o rehabilitación, el coeficiente de antigüedad deprecia el valor de la construcción por el normal paso del tiempo. A esta depreciación por antigüedad no debe sumarse la depreciación por estado de conservación, atributo que permite describir construcciones en las que no se ha realizado ninguna actuación de mantenimiento, reforma o rehabilitación y en las que su estado de conservación es peor que el que correspondería por el normal paso del tiempo.


          

          

            1.2.2.4. 

             Régimen de la finca – división horizontal

          


          La Ley del Catastro define como bien inmueble catastral a los diferentes elementos privativos que sean susceptibles de aprovechamiento privativo independiente, sometidos al régimen especial de propiedad horizontal, trasteros y plazas de parking en proindiviso adscritos al uso y disfrute exclusivo y permanente de un titular.


          A estos efectos, es preciso definir y obtener los siguientes elementos descriptivos de dichos bienes inmuebles:


          

            	

              –  Dirección postal y escalera, planta, puerta. 


            	

              –  Coeficiente de propiedad, coeficiente de participación: dato que se transcribe de las escrituras públicas o de los datos registrales.


            	

              –  Elementos comunes: elementos comunes de las fincas sometidas al régimen especial de división horizontal o conjunto inmobiliario, definiendo sus superficies, características y forma de reparto entre las entidades de la división horizontal o bienes análogos.


          


          

          

            1.2.2.5. 

             Titulares de los derechos sobre el bien inmueble

          


          Se definen los titulares catastrales como las personas naturales y jurídicas y las entidades del artículo 35.4 de la LGT dadas de alta en el Catastro Inmobiliario por ostentar, sobre la totalidad o parte de un bien inmueble, la titularidad de alguno de los siguientes derechos:


          

            	

              a)  Derecho de propiedad plena o menos plena.


            	

              b)  Concesión administrativa sobre el bien inmueble o sobre los servicios públicos a que se halle afecto.


            	

              c)  Derecho real de superficie.


            	

              d)  Derecho real de usufructo.


          


          En el Catastro no existe prevalencia entre los derechos inscritos, cuestión que en el ámbito tributario se traslada a la normativa reguladora de cada tributo.


          

          

            1.2.2.6. 

             Valor catastral del bien inmueble

          


          El valor catastral es el determinado objetivamente para cada bien inmueble a partir de los datos obrantes en el Catastro y está integrado por valor catastral del suelo y el valor catastral de las construcciones. Las cuestiones relativas al valor catastral y su determinación se desarrollaran más adelante.


          

          

            1.2.3. 

             Datos catastrales de los bienes inmuebles de características especiales (BICES)

          


          La categoría de los bienes inmuebles de características especiales se creó en la Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmobiliario. Estos bienes se someten a un régimen de valoración catastral diferenciado. Con posterioridad, el TRLCI, en su artículo 23.3, indica que se establecerán las normas técnicas que permitan determinar el valor catastral de los bienes inmuebles, en función de su clase.


          El RD 1464/2007, de 2 de noviembre, establece las normas técnicas de valoración catastral de los bienes inmuebles de características especiales. Por la aplicación de dichas normas de valoración se obtiene la información que se precisa para el cálculo del valor catastral de los bienes inmuebles de características especiales, información que ordenada y organizada conforman sus datos catastrales.


          Los bienes inmuebles de características especiales incorporan a su descripción "convenciona", en la que el suelo y la construcción se describen de la misma manera que en los bienes inmuebles urbanos y rústicos, una descripción "singular", en la que los datos que describen los bienes inmuebles de características especiales son los que se precisan para su valoración, llegando la descripción "singular" a sustituir en algunos casos totalmente a la descripción convencional.


          Así, en la descripción convencional el suelo se computa por superficie y las construcciones por tipologías, superficie y antigüedad.


          Esta descripción convencional no es suficiente para la valoración de los bienes inmuebles de características especiales, por lo que se precisa la obtención de datos singulares. Los datos catastrales singulares de los bienes inmuebles de características especiales son diferentes para cada uno de los grupos en los que se dividen los mismos. El RD 1464/2007 establece un cuadro de coeficientes del valor de las construcciones singulares en los que se determinan las unidades de medición para cada elemento que genera valor, de acuerdo con el siguiente esquema:


          Grupo A


          A.1 Los destinados a la producción de energía eléctrica que de acuerdo con la normativa del regulación del sector eléctrico deban estar incluidos en régimen ordinario.


          Central térmica de carbón, de fuel y gas, o de ciclo combinado: se computan unidades de producción por megavatios.


          A.2 Los destinados a la producción de gas.


          Tanques de almacenamiento: se computan por m3.


          Cargaderos de cisternas: se computan por elemento.


          Instalaciones de vaporización: se computan por m3/h.


          A.3 Los destinados al refino de petróleo.


          Las unidades de producción: se computan por elemento.


          Los tanques: se computan por m3.


          La urbanización e infraestructura específica: se computa por m2.


          Las plantas de tratamiento de aguas residuales: se computan por elemento.


          La planta de cogeneración: se computa por megavatios.


          A.4 Las centrales nucleares.


          Las centrales nucleares: se computan por megavatios.


          Grupo B


          Las presas, saltos de agua y embalses, incluido su lecho o vaso, excepto las destinadas exclusivamente al riego.


          La presa, en función de su tipo: computa por m3 volumen de presa, m2 de superficie de coronación, m3/segundo capacidad aliviadero.


          La pantalla impermeabilizante: computa por m2


          La central hidroeléctrica: computa por m2


          Otras instalaciones: computan por metro lineal, m3 hormigón, m2, o Kilogramo.


          Grupo C


          Las autopistas, carreteras y túneles de peaje.


          La valoración del suelo y de las construcciones singulares integrantes de las autopistas, carreteras y túneles de peaje se realiza por aplicación del módulo de coste unitario de autopistas (MCUA) por longitud, tal y como se define en el RD 1464/2007, y que se desarrolla en la ponencia especial de cada autopista.


          Así pues, el dato que describe la autopista es su longitud (no su superficie), longitud que se detalla para cada municipio por el que transcurre la misma. En tanto en cuanto el RD 1464/2007 establece que el valor del suelo de estos bienes será el 5% de su valor total, la descripción catastral no recoge la superficie de suelo del bien.


          Grupo D


          D.1 Los aeropuertos, entendiéndose como tales los así definidos por la legislación sectorial.


          La zona de aire: computa por metro de longitud, o m2 en plataformas estacionamiento y cabeceras de pista.


          La zona de tierra: computa por metro de altura (torre de control), o m2.


          D.2 Los puertos comerciales.


          Los rellenos, explanación y urbanización: se computa por m2.


          La obra de abrigo: se computa por m lineal.


          La obra de atraque: se computa por m lineal.


          

          

            1.3. 

             Usos no fiscales de la información catastral. Coordinación Catastro – Registro de la Propiedad

          


          Como hemos dicho antes, el Catastro, dependiente del Ministerio de Hacienda y Función Pública, es una infraestructura de información territorial cuyo origen y principal uso es tributario, en el que la inscripción de los bienes inmuebles es obligatoria. La información que contiene el Catastro es utilizada, además, por las Administraciones Públicas, fedatarios, empresas y ciudadanos en general, con fines que superan el meramente fiscal.


          Por otro lado la función del Registro de la Propiedad, dependiente del Ministerio de Justicia, es dotar de seguridad jurídica el tráfico inmobiliario y tiene por objeto la inscripción de los actos, contratos y resoluciones judiciales o administrativas que afecten a la propiedad y a otros derechos sobre los bienes inmuebles. La inscripción en el Registro de la Propiedad es voluntaria, puesto que no es constitutiva del derecho de propiedad en el derecho registral español.


          Ambos registros tienen un punto en común: "la identificación de los bienes inmuebles", aspecto que históricamente ha motivado intentos de coordinación de la información existente en el Catastro y en el Registro de la Propiedad.


          El primer avance real en la coordinación de ambos registros se produjo por la aprobación de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre de Medidas Fiscales, Administrativas y del orden Social. Desde ese momento se exige la constancia de la referencia catastral en los títulos públicos y en la inscripción registral. La identificación de una finca registral con una referencia catastral ha permitido la identificación de la finca registral sobre la cartografía catastral, lo que implica conocer su delimitación y ubicación, y a su vez ha permitido a los fedatarios públicos comunicar al Catastro las alteraciones de titularidad que sobre dicho bien se producen.


          Desde 1996 hasta hoy se ha ido constatando la necesidad de completar la descripción de la finca registral mediante una base gráfica, que inicialmente podía apoyarse en la cartografía catastral, urbanística o plano topográfico, pero sin que legalmente se estableciera ni los requisitos técnicos que debía cumplir la representación gráfica, ni cuál debía ser el grado de coincidencia con la descripción literaria.


          En el año 2015 se ha dado un paso más en la coordinación Catastro – Registro de la Propiedad, ya que se han impulsado reformas legales mediante las cuales se establece que la cartografía catastral constituye la fuente de la información gráfica registral, y se exige en determinados supuestos la incorporación al folio registral de la representación gráfica georreferenciada de la finca.


          En fecha 25 de junio de 2015 se publica la Ley 13/2015 de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del TRLCI, aprobado por RDL 1/2004, de 5 de marzo. Una de las modificaciones de interés que se aprueban es el sistema de coordinación entre el Catastro y el Registro de la Propiedad mediante el cual se pretende dotar de mayor seguridad a los datos del objeto del negocio inmobiliario.


          El 30 de octubre de 2015 se publica la Resolución de 26 de octubre de 2015 de la DGC por la cual se regulan los requisitos técnicos para dar cumplimiento a las obligaciones de suministro de información al Catastro por parte de los notarios.


          En la misma fecha de 30 de octubre de 2015, se publica la resolución de 29 de octubre de 2015 de la Subsecretaria, por la que se da publicidad a la resolución conjunta de la Dirección General de Registros y del Notariado (en adelante DGRN) y de la DGC por la cual se regulan los requisitos técnicos para dar cumplimiento a las obligaciones de intercambio de información entre el Catastro y los Registros de la Propiedad.


          Las modificaciones de los artículos de la Ley Hipotecaria (en adelante LH), aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946), referidos a esta materia, están vigentes a partir del día 1 de noviembre de 2015.


          

          

            1.3.1. 

             Coordinación Registro de la Propiedad-Catastro

          


          Uno de los objetivos de las reformas que introduce la Ley 13/2015 es impulsar la coordinación Registro de la Propiedad – Catastro, especialmente en el ámbito gráfico. La base gráfica de las fincas registrales será la cartografía catastral, previéndose la incorporación al Registro de la Propiedad de una representación gráfica alternativa en determinados procedimientos de concordancia entre el Registro de la Propiedad y la realidad extra registral, así como en actas de parcelación, reparcelación, segregación, división, agrupación, agregación, deslinde judicial y actas que determinen reordenación de los terrenos.


          

          

            1.3.2. 

             Finca registral y bien inmueble catastral

          


          Hasta ahora las fincas tienen una descripción literaria en el Registro de la Propiedad que se obtiene de la descripción contenida en los títulos objeto de inscripción. Los datos descriptivos contenidos en las escrituras, como los linderos o superficie, son una manifestación de los contratantes que no necesariamente han de coincidir con la realidad, ya que tales datos no son objeto de comprobación por el fedatario público. Es decir, son meros datos de hecho, no fehacientes, al basarse en simples declaraciones de los otorgantes.


          Por otro lado, la descripción catastral de los bienes inmuebles incluye las características físicas, económicas y jurídicas, así como la representación gráfica georreferenciada que constituye la cartografía catastral. No es función del Catastro, como registro administrativo de finalidad fiscal, atribuir propiedades, declarar derechos, ni es, por sí solo, prueba o título de propiedad civil, posesión o derecho civil alguno o de delimitación o deslinde el hecho de constar o haber constado en una forma determinada en él.


          

          

            1.3.3. 

             Herramientas para la identificación de los inmuebles

          


          Los inmuebles tienen definiciones e identificadores diferentes en el Registro de la Propiedad y en el Catastro: en el Registro de la Propiedad se denominan fincas registrales y la clave que los identifica es el código registral único (código IDUFIR) o (CRU), en el Catastro se denominan bienes inmuebles y la clave que los identifica es la referencia catastral.


          Los bienes inmuebles catastrales tienen una representación gráfica georreferenciada, y a partir del 1 de noviembre de 2015 las fincas registrales que varíen su configuración también la deberán tener con carácter obligatorio. La incorporación de la representación gráfica georreferenciada en el Registro de la Propiedad para el resto de fincas registrales (las que no varíen su configuración) es potestativa.


          La cartografía catastral es el elemento nuclear de la descripción catastral de los bienes inmuebles, y a la vez es la base de la coordinación con el Registro de la Propiedad.


          

          

            1.3.4. 

             Descripción de la finca/bien inmueble

          


          La descripción de las fincas/bienes inmuebles puede ser:


          

            	

              •  Literaria: descripción escrita de la finca registral.


            	

              •  Gráfica: planos del inmueble sin georreferenciar (planos de proyecto, croquis, esquemas, etc.).


            	

              •  Gráfica georreferenciada: representación gráfica sobre el sistema geodésico de representación que utiliza la cartografía catastral (ETRS89, proyección UTM) en el que consten las coordenadas UTM de los vértices de todos los elementos que definen los linderos de la parcela.


          


          

          

            1.3.5. 

             Incorporación de la representación gráfica georreferenciada en el Registro de la Propiedad

          


          A partir de 1 de noviembre de 2015, fecha de entrada en vigor de las modificaciones de la LH introducidas por la Ley 13/2015, la incorporación de la representación gráfica georreferenciada en el Registro de la Propiedad puede ser:


          

            	

              • 

              Obligatoria (artículo 9b LH): En el caso de inmatriculaciones de fincas, parcelaciones, reparcelaciones, concentración parcelaria, segregación, división, agrupación o agregación, expropiación forzosa o deslinde que determine la reordenación de los terrenos.


            	

              • 

              Potestativa: (artículo 9b y artículo 199 LH): Se podrá incorporar la representación gráfica georreferenciada en el momento de formalizarse un acto inscribible, o como operación registral específica.La documentación necesaria para la incorporación de la representación gráfica georreferenciada en el Registro de la Propiedad puede ser:




            	

              • 

              Certificación catastral descriptiva y gráfica: Es la certificación catastral en la que se incorpora la definición de las coordenadas UTM de los vértices de los lindes de la parcela, que está disponible en un fichero GML (Geografic Markup Language) descargable en la Sede Electrónica del Catastro.


            	

              • 

              Representación gráfica georreferenciada alternativa: Es la representación gráfica georreferenciada de la finca que se propone cuando todavía no tiene representación en la cartografía catastral, o cuando la representación que se propone no es coincidente con la cartografía catastral.


          


          

          

            1.3.6. 

             Publicidad: Finca coordinada

          


          Nace un nuevo concepto de finca "coordinada" que se aplica a fincas en las que se produce concordancia entre la descripción registral y la descripción catastral. La coordinación es un pronunciamiento del Registrador que se comunica al Catastro.


          El artículo 3.1 del TRLCI establece que "cuando los inmuebles estén coordinados con el Registro de la Propiedad se incorporará dicha circunstancia junto con su código registral." Esta nueva característica de la finca constará en las certificaciones catastrales, junto con la fecha de coordinación.


          El artículo 9.b último párrafo de la LH establece que los Registradores de la Propiedad no expedirán más publicidad gráfica que la catastral, excepto cuando la ley admita la representación gráfica georreferenciada alternativa y hasta que esta esté coordinada.


          El artículo 10.4 de la LH establece que en toda publicidad registral tendrá que expresarse la referencia catastral y si está o no coordinada gráficamente con la catastral, en una fecha determinada.


          

          

            1.3.7. 

             Efectos de la coordinación

          


          El artículo 9b de la LH establece que "Una vez inscrita la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida será la resultante de dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción literaria".


          Esto implica que en las fincas coordinadas la superficie (cabida) de las parcelas (tanto en el Catastro como en el Registro) será la que resulte de la medición de su representación gráfica georreferenciada.


          

          

            1.3.8. 

             Descoordinación sobrevenida

          


          Atendida la diferente naturaleza del Registro de la Propiedad (voluntario) y del Catastro (obligatorio) y de las necesarias tareas de actualización técnica de la cartografía catastral, es posible que se generen situaciones de descoordinación sobrevenida en los siguientes supuestos:


          

            	

              •  Rectificación de la cartografía por parte del Catastro en virtud del artículo 18.4 del TRLCI (rectificación de la descripción de los inmuebles con motivo de ajustes a la cartografía básica oficial, etc.).


            	

              •  Incorporación de alteraciones de los bienes inmuebles producidas a posterioridad de la coordinación (y que quizás no han accedido al Registro).


          


          

          

            1.3.9. 

             Obligaciones de suministro de información al Catastro de los Notarios

          


          De acuerdo con la nueva redacción del artículo 14.a del TRLCI los Notarios tienen que remitir al Catastro vía telemática información sobre los siguientes actos:


          

            	

              •  Transmisiones de titularidad de los derechos de propiedad, usufructo, superficie y concesión administrativa, que afecten a la totalidad o a una parte del inmueble.


            	

              •  Agrupaciones, agregaciones, segregaciones o divisiones de bienes inmuebles.


          


          La comunicación de agrupaciones, agregaciones, segregaciones o divisiones de bienes inmuebles puede suplir la obligación de los titulares de presentar declaraciones catastrales, siempre que conste la referencia catastral y exista correspondencia entre la cartografía catastral y el ámbito del acto que se produce, y el plano que se aporte coincida exactamente con el parcelario catastral.


          Además de los actos anteriormente descritos, los Notarios pueden subsanar las discrepancias relativas a la configuración o superficie de la parcela de acuerdo con el procedimiento descrito en el apartado 2 del artículo 18 del TRLCI, procedimiento de subsanación de discrepancias catastrales.


          Las condiciones que se tienen que cumplir para modificar la configuración gráfica de la parcela son:


          

            	

              •  Aportación de representación gráfica georreferenciada al entorno catastral de la propuesta de límite de la parcela.


            	

              •  Aceptación de los límites gráficos de la parcela, por parte de los titulares registrales y catastrales de las parcelas que comparten linderos.


            	

              •  Existencia de título que acredite la titularidad de un derecho de concesión administrativa, superficie, usufructo o propiedad de la parcela.


          


          

          

            1.3.10. 

             Obligaciones de suministro de información al Catastro, por parte de los Registradores

          


          De acuerdo con la nueva redacción del artículo 14.a y c del TRLCI los Registradores tienen que remitir al Catastro vía telemática información sobre los siguientes actos:


          

            	

              •  Transmisiones de titularidad de los derechos de propiedad, usufructo, superficie y concesión administrativa, que afecten a la totalidad o a una parte del inmueble.


            	

              •  Agrupaciones, agregaciones, segregaciones o divisiones de bienes inmuebles.


            	

              •  Actas de concentración parcelaria.


            	

              •  Deslinde administrativo.


            	

              •  Expropiación forzosa.


            	

              •  Actos de planeamiento y de gestión urbanística que supongan alteraciones en la configuración o naturaleza de los bienes inmuebles.


          


          Esta comunicación puede suplir la obligación de los titulares de presentar declaraciones catastrales, siempre que conste referencia catastral y exista correspondencia entre la cartografía catastral y el ámbito del acto que se produce, y el plano que se aporte coincida exactamente con el parcelario catastral.


          Además de los actos anteriormente descritos, los Registradores pueden subsanar las discrepancias relativas a la configuración o superficie de la parcela, de acuerdo con el procedimiento descrito en el apartado 3 del artículo 18 del TRLCI, procedimiento de subsanación de discrepancias catastrales.


          Las condiciones que se tienen que cumplir para modificar la configuración gráfica de la parcela son:


          

            	

              •  Aportación de representación gráfica georreferenciada al entorno catastral de la propuesta de límite de la parcela.


            	

              •  Aceptación de los límites gráficos de la parcela, por parte de los titulares registrales y catastrales de las parcelas que comparten linderos.


            	

              •  Existencia de título que acredite la titularidad de un derecho de concesión administrativa, superficie, usufructo o propiedad de la parcela.


          


          

          

            1.3.11. 

             Requisitos de la representación gráfica georreferenciada alternativa

          


          La resolución de 26 de octubre de 2015, de la DGC, y la resolución de 29 de octubre de 2015, conjunta de la DGRN y de la DGC, establecen que:


          Para inscribir o incorporar al folio real la representación gráfica alternativa, cuando corresponda, esta tiene que estar aportada y aprobada por el propietario de la finca, autoridad judicial o administrativa que haya tramitado y resuelto el procedimiento pertinente y tiene que reunir los siguientes requisitos técnicos:


          

            	

              a)  La delimitación geográfica de las fincas tendrá que realizarse mediante la expresión de las coordenadas georreferenciadas de los vértices de todos sus elementos.


            	

              b)  Tendrá que contenerse en un fichero informático, en formato GML.


            	

              c)  Tendrá que estar representada sobre la cartografía catastral y respetar la delimitación de la finca matriz o del perímetro del conjunto de las fincas aportadas, precisando las partes afectadas o no afectadas, de forma que el conjunto de todas las parcelas catastrales resultantes respete la delimitación que conste en la cartografía catastral.


          


          Estos requisitos se pueden acreditar aportando representación gráfica georreferenciada alternativa subscrita por:


          

            	

              •  Técnico competente.


            	

              •  Autoridad correspondiente.


            	

              •  Digitalización sobre cartografía catastral.


          


          

            Representación gráfica georreferenciada subscrita por técnico competente

          


          Cuando se aporte una representación gráfica subscrita por técnico competente, esta tiene que contener:


          

            	

              •  La definición geométrica de las parcelas.


            	

              •  La fecha de realización.


            	

              •  Los datos del solicitante.


            	

              •  La metodología utilizada.


            	

              •  Los datos de identificación de las parcelas catastrales afectadas.


            	

              •  La representación gráfica de cada una de las parcelas resultantes, representadas sobre la cartografía catastral.


            	

              •  La superficie obtenida.


            	

              •  El listado de coordenadas de sus vértices.


          


          Además, el técnico tiene que presentar:


          • Declaración bajo su responsabilidad, de que el trabajo se ha ejecutado cumpliendo las especificaciones técnicas contenidas en la Resolución de 26 de octubre de 2015, siguiendo la metodología especificada; de no estar incurso en causa alguna que le impida o limite el ejercicio legítimo de su profesión o de incompatibilidad legal para su realización, así como que se cumplen los siguientes requisitos técnicos:


          

            	

              a)  Metodología de elaboración. La representación gráfica se podrá obtener mediante la realización de un levantamiento topográfico sobre el terreno, en el que se detallen las características técnicas y escala.


            	

              b)  Sistema de georreferenciación. La descripción de las parcelas tendrá que estar georreferenciada en todos sus elementos. Se utilizará como sistema geodésico de representación el de la cartografía catastral, ETRS89 Proyección UTM.


            	

              c)  Topología. La representación gráfica de las parcelas tendrá que tener una topología de tipo recinto.


            	

              d)  Representación sobre la cartografía catastral. Los planos topográficos de las parcelas resultantes tendrán que estar representados sobre la cartografía catastral y comprenderá todas las parcelas catastrales que tengan que ser objeto de alteración o modificación, total o parcialmente, incluso los bienes de dominio público.La delimitación del conjunto de las parcelas resultantes de la alteración o modificación, tiene que coincidir con la delimitación del conjunto de las parcelas extraídas de la cartografía catastral, con una tolerancia en sus vértices de +/-1 centímetro (en adelante, cm).

Si se realiza un levantamiento topográfico que ponga de manifiesto que la cartografía catastral presenta un desplazamiento o giro, la representación gráfica resultante se tendrá que apoyar sobre la catastral respetando las distancias relativas. El técnico tendrá que hacer constar en su informe la magnitud y dirección del desplazamiento o giro observados.




            	

              e)  Precisión métrica. La representación gráfica propuesta de las parcelas afectadas, tendrá que garantizar las siguientes precisiones métricas:
	
–  Representación gráfica georreferenciada por levantamiento topográfico: error máximo inferior a 25 cm y el 85% de los puntos con error máximo de 20 cm.

	
–  Representación gráfica georreferenciada por digitalización sobre la cartografía catastral, la precisión geométrica será de +/-0,20 metros (en adelante, m), en caso de urbana) o de +/-0,40 m en caso de rústica.






          


          

            Representación gráfica georreferenciada aprobada por la Administración competente.

          


          Cuando la representación gráfica haya sido aprobada por la Administración competente en los expedientes de concentración parcelaria, transformación o equidistribución urbanística, expropiación forzosa o deslinde administrativo, no será necesario que la representación gráfica alternativa esté subscrita por un técnico, pero tiene que cumplir con todos los requisitos señalados anteriormente.


          

            Representación gráfica que se derive de la digitalización sobre la cartografía catastral.

          


          Cuando se aporte una representación gráfica que se derive de la digitalización sobre la cartografía catastral, se tendrá que especificar la documentación cartográfica de apoyo utilizada.


          El cumplimiento de los requisitos establecidos se puede acreditar aportando el informe de validación técnica del Catastro que cualquier interesado debidamente identificado puede obtener utilizando la aplicación del servicio de validación gráfica que se ofrece en la Sede Electrónica del Catastro.


          

          

            1.4. 

             Formación y mantenimiento del Catastro

          


          

          

            1.4.1. 

             Formación

          


          La formación y mantenimiento del Catastro es competencia exclusiva del Estado. La incorporación de los bienes inmuebles en el Catastro, así como de las alteraciones de sus características es obligatoria, y se extiende a la modificación de los datos que sean precisos para que la descripción de los bienes inmuebles coincida con la realidad (artículo 11 del TRLCI).


          

          

            1.4.2. 

             Mantenimiento: Procedimientos de incorporación

          


          Deben ser inscritas en el Catastro las alteraciones de las características catastrales de los bienes inmuebles que resulten de la realización de los siguientes hechos, actos o negocios:


          

            	

              a)  La realización de nuevas construcciones y la ampliación, rehabilitación, reforma demolición o derribo de las ya existentes, ya sea parcial o total. No se considerarán tales las obras o reparaciones que tengan por objeto la mera conservación y mantenimiento de los edificios, y las que afecten tan sólo a características ornamentales o decorativas.


            	

              b)  La modificación de uso o destino y los cambios de clase de cultivo o aprovechamiento.


            	

              c)  La segregación, división, agregación y agrupación de los bienes inmuebles.


            	

              d)  La adquisición de la propiedad por cualquier título, así como su consolidación.


            	

              e)  La constitución, modificación o adquisición de la titularidad de una concesión administrativa y de los derechos reales de usufructo y de superficie.


            	

              f)  Las variaciones en la cuota de participación que corresponda a cada uno de los cónyuges en los bienes inmuebles comunes, así como en la composición interna y en la cuota de participación de cada uno de los comuneros, miembros y partícipes en los supuestos de concurrencia de varios titulares o de existencia de las entidades sin personalidad.


          


          Los procedimientos de incorporación de los bienes inmuebles, o de la alteración de sus características son los siguientes:


          

            	

              a)  Declaraciones, comunicaciones y solicitudes.


            	

              b)  Subsanación de discrepancias y rectificación.


            	

              c)  Inspección catastral.


            	

              d)  Valoración. @DIVISION4 = e) Regularización catastral ejercicios 2013-2016.


          


          

          

            1.4.2.1. 

             Procedimiento de incorporación mediante declaraciones

          


          Los titulares catastrales están obligados a declarar ante el Catastro los hechos, actos o negocios que produzcan el alta, baja o modificación de la descripción de los inmuebles, (excepto en los supuestos sujetos al régimen de comunicación).


          A estos efectos, el Ministerio de Hacienda, mediante Orden EHA/3482/2006, de 19 de octubre, aprobó los modelos de declaración de alteraciones catastrales de los bienes inmuebles y determinó la información gráfica y alfanumérica necesaria para la tramitación de determinadas comunicaciones catastrales.


          Después de la entrada en vigor de la Ley 13/2015 de 24 de junio, de Reforma de la LH aprobada por decreto de 8 de febrero de 1946 y del TRLCI, aprobado por RDL 1/2004, de 5 de marzo, de la Resolución de 26 de octubre de 2015 de la DGC por la cual se regulan los requisitos técnicos para dar cumplimiento a las obligaciones de suministro de información al Catastro por parte de los Notarios y de resolución de 29 de octubre de 2015 de la Subsecretaria, por la que se publica la resolución conjunta de la DGRN y de la DGC por la cual se regulan los requisitos técnicos para dar cumplimiento en las obligaciones de intercambio de información entre el Catastro y los Registros de la Propiedad, con vigencia a partir de 1 de noviembre de 2015 parece necesario actualizar la Orden EHA/3482/2006 por la que se aprueban los modelos de declaración de las alteraciones catastrales y se determina la información gráfica y alfanumérica necesaria para la tramitación de determinadas comunicaciones catastrales, para que a todos los efectos la documentación que deba presentarse ante el Catastro sea la misma que la que deba presentarse ante un Notario o ante el Registro de la Propiedad.


          En este sentido, resulta imprescindible establecer la obligatoriedad de representar las alteraciones de los bienes inmuebles sobre la cartografía catastral, así como la presentación de dicha representación gráfica georreferenciada mediante ficheros en formato GML debidamente validados en la Sede Electrónica del Catastro.


          Asimismo, parece que también resultaría adecuado impulsar la presentación telemática de las declaraciones en la Sede Electrónica del Catastro para determinados colectivos (personas jurídicas, profesionales colegiados, fedatarios públicos, Administraciones Públicas), especialmente tras la entrada en vigor de la LPA.


          Los vigentes modelos de declaración son los siguientes:


          

            	

              a)  Modelo 901N: declaración catastral por alteración de la titularidad y por variación de la cuota de participación en bienes inmuebles.


            	

              b)  Modelo 902N: declaración catastral por nueva construcción, ampliación, reforma o rehabilitación.


            	

              c)  Modelo 903N: declaración catastral por agregación, agrupación, segregación o división.


            	

              d)  Modelo 904N: declaración catastral por cambio de clase de cultivo o aprovechamiento, cambio de uso y demolición o derribo.


          


          De toda la documentación que se debe presentar junto con la declaración se destaca aquella que resulta imprescindible para la correcta inscripción en el Catastro de las alteraciones de los inmuebles objeto de declaración.


          En todo caso se debe indicar la referencia catastral del bien o bienes inmuebles afectados por la declaración y el municipio en el cual se ubican.


          En las declaraciones por alteración de titular catastral y por variación de la cuota de participación en bienes inmuebles, deberá presentarse (modelo 901N):


          

            	

              –  Documento que origine la alteración, ya sea escritura pública, contrato privado, sentencia judicial, certificación del Registro de la Propiedad u otros.


            	

              –  En caso de adquisición del bien o derecho en común por los cónyuges, si el documento en el que se formalice la alteración no acredita la existencia del matrimonio, se aportará original y fotocopia, o copia cotejada, del Libro de Familia o cualquier documento que acredite tal condición.


            	

              –  Si se constituye un derecho de superficie o una concesión administrativa sobre parte de un bien inmueble deberá presentarse la documentación que refleje la descripción gráfica del inmueble original antes de la constitución de la concesión administrativa o derecho de superficie y la descripción gráfica del inmueble resultante sobre el que recae la concesión administrativa o derecho de superficie, con planos a escala que reflejen todas las cotas necesarias para realizar el cálculo de superficies.


          


          En las declaraciones 902– Por nueva construcción, ampliación, reforma o rehabilitación (modelo 902N), deberá presentarse:


          

            	

              –  Certificado final de obra.


            	

              –  Fotografía/s de la/s fachada/s con la resolución adecuada.


            	

              –  Planos a escala: de situación, del solar y definitivos de cada planta distinta.


            	

              –  Memoria de materiales y calidades.


            	

              –  Coste de ejecución material de las obras.


            	

              –  En caso de que se declare con este modelo la división horizontal deberá aportar, también, original y fotocopia, o copia cotejada del documento acreditativo de la división horizontal, la distribución de locales a representar en cada uno de los planos de planta será coincidente con la descripción existente en la división horizontal. Se representarán gráficamente los espacios correspondientes a todos los elementos comunes con expresión de las superficies construidas. Si la declaración afecta a trasteros y/o plazas de estacionamiento en pro indiviso adscritos al uso y disfrute exclusivo y permanente de un titular, se adjuntará también original y fotocopia, o copia cotejada, del documento público acreditativo de dicha inscripción, así como del plano a escala descriptivo de la distribución de los trasteros y plazas de estacionamiento afectados, junto con el cuadro de superficies construidas asignadas a los mismos.


            	

              –  En caso de edificio acogido a cualquier régimen de protección pública, se aportará original y fotocopia, o copia cotejada, de la cédula de calificación definitiva.


            	

              –  En caso de que también se declare alteración de titular catastral deberá presentarse, original y fotocopia del documento en el que se formalice dicha alteración, a efectos de comprobación, devolviéndose el original al declarante.


          


          En las declaraciones 903– Por agregación, agrupación, segregación o división de fincas (modelo 903N), deberá presentarse:


          

            	

              –  Descripción gráfica de la situación anterior mediante plano catastral obtenido de la Sede Electrónica del Catastro y plano/s a escala o croquis que refleje todas las cotas necesarias para realizar el cálculo de superficie.


            	

              –  Descripción gráfica de la situación resultante mediante plano catastral obtenido de la Oficina Virtual del Catastro y plano/s a escala o croquis que refleje todas las cotas necesarias para realizar el cálculo de superficie.


            	

              –  Fotocopia del documento por el que se efectúa la alteración.


            	

              –  En caso de división horizontal de un inmueble, deberá aportar plano a escala definitivo de cada planta con distinta distribución, así como la representación de los elementos comunes singulares. Si la declaración afecta a trasteros o plazas de estacionamiento en pro indiviso adscritos al uso y disfrute exclusivo y permanente de un titular, se adjuntará original y fotocopia o copia cotejada del documento acreditativo de dicha adscripción y plano a escala de su distribución y superficies asignadas.


            	

              –  En caso de agrupaciones y agregaciones en las que la parcela resultante no se vea alterada en su configuración física por incluir de forma íntegra a todas las parcelas agrupadas o agregadas, será suficiente con aportar el informe de validación de la representación gráfica de las parcelas catastrales resultantes, obtenido de la Sede Electrónica del Catastro, con indicación de las parcelas catastrales correspondientes.


            	

              –  En caso de que también se declare alteración de titular catastral deberá presentarse original y fotocopia del documento en el que se formalice dicha alteración, a efectos de comprobación, devolviéndose el original al declarante.


          


          En el caso de las declaraciones 903, resulta imprescindible actualizar la documentación a aportar para que se sea coincidente con la que se exige por Resoluciones de 26 y 29 de octubre de 2015.


          En las declaraciones 904– Por demolición o derribo total o parcial, cambio de clase de cultivo o aprovechamiento y cambio de uso (modelo 904N), habrá que presentar:


          

            	

              –  Fotocopia del documento acreditativo de la alteración.


            	

              –  Descripción gráfica de la situación resultante, mediante plano catastral obtenido de la Sede Electrónica del Catastro y plano/s a escala en los supuestos de demolición o derribo, cambio de clase de cultivo o aprovechamiento que afecte solamente a parte de una subparcela o de una parcela completa, y en los cambios de uso o destino que no afecten a todas las construcciones ubicadas en el inmueble


          


          El plazo de presentación de las declaraciones catastrales es de dos meses, contados desde el día siguiente al del hecho, acto o negocio objeto de declaración, a cuyo efecto se atenderá a la fecha de terminación de obras, a la del otorgamiento de la autorización administrativa de la modificación de uso o destino, y a la fecha de la escritura pública, o del documento en que se formalice la modificación de que se trate (artículo 28 del RD 417/2006).


          La efectividad de la inscripción de las características de los bienes inmuebles realizadas mediante declaración será a partir del día siguiente a aquel en que se produjeron los hechos, actos o negocios que originaron la incorporación o modificación catastral, con independencia del momento en que se notifiquen (artículo 17.6 del TRLCI).


          El plazo de resolución del expediente es de seis meses.


          La resolución del procedimiento no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          

          

            1.4.2.2. 

             Procedimiento de incorporación mediante comunicaciones

          


          En determinados supuestos, la obligación del suministro de información para el mantenimiento y actualización de la descripción catastral recae en las Administraciones Públicas actuantes, así como en las Notarías y Registros de la Propiedad, liberando en estos casos a los titulares catastrales de la obligación de declarar:


          Estos supuestos son:


          

            	

              a)  Obligación de los Notarios y Registradores a suministrar periódicamente información sobre variación de la titularidad de los derechos de concesión administrativa, de superficie, de usufructo o de propiedad sobre los bienes inmuebles, motivada por documentos por ellos autorizados o inscritos, siempre que los interesados hayan aportado la referencia catastral.Información sobre segregaciones, divisiones, agregaciones o agrupaciones de bienes inmuebles, siempre que los interesados hayan aportado las referencias catastrales de los bienes inmuebles afectados y se aporte plano georreferenciado representado sobre la cartografía catastral que permita la identificación de las alteraciones.




            	

              b)  Obligación potestativa de los Ayuntamientos que se obliguen mediante ordenanza fiscal a suministrar al Catastro la documentación referida a hechos, actos o negocios susceptibles de generar un alta, baja o modificación catastral, derivados de actuaciones para las que se haya otorgado licencia o autorización municipal.


            	

              c)  Obligación de las Administraciones actuantes a aportar documentación referida a actuaciones de concentración parcelaria, de deslinde administrativo, de expropiación forzosa y de los siguientes actos de planeamiento y de gestión urbanísticos: las modificaciones de planeamiento que supongan alteraciones en la naturaleza del suelo, los proyectos de compensación, de reparcelación y de urbanización, o figuras análogas que prevé la legislación autonómica, la ejecución subsidiaria de obras de rehabilitación, demolición o derribo derivadas del incumplimiento del deber de conservación de las edificaciones, así como las otras que deriven del incumplimiento de la función social de la propiedad y de la ocupación directa de terrenos destinados a dotaciones (artículo 35 del RD 417/2006).Dicha obligación se extiende a los Registradores cuando se hayan inscrito estas actuaciones en el Registro de la Propiedad, y conste la referencia catastral de los bienes inmuebles afectados y el plano que permita la identificación de las actuaciones sobre la cartografía catastral.




            	

              d)  Obligación de la AEAT de aportación de información con trascendencia catastral (titularidad completa de los inmuebles, así como los datos fiscales de los titulares).


            	

              e)  Obligación del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente relativa a cambios de los cultivos o aprovechamientos de los bienes rústicos, de la que tenga conocimiento con motivo de las solicitudes de ayuda de la Política Agraria Común.El supuesto regulado en el artículo 14.2b del TRLCI, por el que los Ayuntamientos pueden obligarse, mediante ordenanza fiscal, a comunicar al Catastro los hechos, actos o negocios susceptibles de generar alta, baja o modificación catastral, derivados de actuaciones para las que se haya otorgado licencia municipal se desarrolla en el capítulo III sección 2 del RD 417/2006.




          


          El Reglamento detalla los actos que se pueden comunicar:


          

            	

              a)  Realización de nuevas construcciones.


            	

              b)  Ampliación, rehabilitación o reforma de las construcciones existentes, ya sea parcial o total.


            	

              c)  Demolición o derribo de las construcciones.


            	

              d)  Modificación de uso o destino de edificios e instalaciones.


          


          Todos estos actos están sujetos a licencia municipal y el Ayuntamiento podrá obligarse mediante ordenanza fiscal a comunicar todos o alguno de estos actos.


          Existen otros actos sujetos a licencia que el Ayuntamiento no podrá comunicar, (división, segregación agregación o agrupación de solares). El Ayuntamiento concede autorización para los mismos, pero la alteración del bien inmueble no se produce hasta su formalización ante fedatario público, que el propietario realizará cuando crea conveniente.


          Los actos que se pueden comunicar son los que están sujetos a las siguientes licencias, autorizaciones administrativas o actos sujetos a comunicación al Ayuntamiento:


          

            	

              a)  Obras de construcción de edificaciones e instalaciones de todas clases.


            	

              b)  Licencia de obras de ampliación de edificios e instalaciones de todas clases existentes.


            	

              c)  Modificación, rehabilitación o reforma que afecta a la estructura de los edificios e instalaciones de todas clases existentes.


            	

              d)  Demolición de las construcciones.


            	

              e)  Modificación del uso de los edificios e instalaciones de todas clases existentes.


            	

              f)  Cualquier otra licencia o autorización equivalente a las anteriores de acuerdo con la legislación aplicable.


          


          El Reglamento del Catastro determina que los Ayuntamientos deberán informar a los titulares catastrales, expresamente y por escrito, en el momento de otorgar la licencia, de la exención de la obligación de declarar ante el Catastro los hechos actos o negocios que se encuentren comprendidos en el procedimiento de comunicación.


          El plazo de comunicación al Catastro de la alteración es de 3 meses, computados desde el final del mes en que hayan finalizado los hechos actos o negocios objeto de declaración.


          El Ayuntamiento puede suspender en cualquier momento el procedimiento de comunicación voluntaria. La renuncia podrá ser acordada por el Pleno del ayuntamiento, y comunicada a la Gerencia del Catastro y publicada en el Boletín Oficial de la Provincia (en adelante BOP) correspondiente. Tendrá efectos el día siguiente de la publicación, restableciéndose en este momento el deber de declaración de los titulares catastrales.


          El Catastro puede suspender el procedimiento en caso de incumplimiento del Ayuntamiento del deber de comunicación, mediante resolución de la DGC que se comunicará al Ayuntamiento y que se publicara en el BOP.


          La suspensión de la comunicación no perjudicará a quienes hubieran solicitado la licencia con anterioridad a la suspensión.


          El Ayuntamiento sólo puede comunicar al catastro aquello para lo que otorga licencia, autorización o ha sido comunicado. Esto deja fuera del régimen de comunicación toda la construcción que pueda existir en el municipio y que no conste en catastro en el momento de la aprobación en ordenanza fiscal del régimen de comunicación voluntaria. También deja fuera del régimen de comunicación posibles reformas, ampliaciones e incluso edificaciones que se realicen en el municipio sin autorización municipal.


          La Orden EHA/3482/2006, de 19 de octubre, determina la información gráfica y alfanumérica necesaria para la tramitación de determinadas comunicaciones catastrales.


          Respecto a la comunicación potestativa de los Ayuntamientos que se obliguen mediante ordenanza fiscal (artículo 14.b del TRLCI), se deberá aportar la siguiente documentación:


          

            	

              1.  Cuando la comunicación tenga por objeto la realización de nuevas construcciones o la ampliación, rehabilitación o reforma de las ya existentes, ya sea parcial o total (equivalente a declaración 902):
	
–  Referencia catastral del inmueble o inmuebles afectados por la alteración.

	
–  Número del expediente de la licencia o autorización otorgada.

	
–  Fecha de terminación de las obras.

	
–  Misma documentación que la solicitada en la declaración 902.

	
–  Si existe división horizontal la distribución de locales o elementos privativos a representar en cada uno de los planos de planta del edificio será coincidente con la descripción existente en dicha división horizontal. Asimismo, se representarán gráficamente los espacios correspondientes a elementos comunes con expresión de las superficies construidas. Además, se acompañará la relación de los coeficientes de participación de cada uno de los inmuebles que integran los edificios, con indicación de los locales mutuamente vinculados entre sí.

	
–  Apellidos y nombre o razón social, NIF o NIE y domicilio fiscal de los titulares de los inmuebles. La remisión de la información de titularidad tiene carácter voluntario para el Ayuntamiento.






            	

              2.  Cuando se trate de la demolición o el derribo de las construcciones, o de la modificación de uso o destino de edificios e instalaciones (equivalente a 903):
	
–  La referencia catastral del inmueble o inmuebles afectados por la alteración.

	
–  La documentación gráfica de la situación resultante.

	
–  La fecha de realización de la demolición o el derribo o, en su caso,

	
–  La fecha del otorgamiento de la autorización administrativa de la modificación de uso o destino, así como la indicación del nuevo uso o destino autorizado.






          


          Respecto a la comunicación obligatoria de las Administraciones actuantes regulada en el artículo 14.c) del TRLC:


          

            	

              1.  Comunicación que tenga por objeto la resolución de un procedimiento de concentración parcelaria, un deslinde administrativo, una expropiación forzosa, o la ejecución de proyectos de compensación, reparcelación y urbanización, o figuras análogas previstas en la legislación autonómica: las Administraciones Públicas actuantes deberán poner en conocimiento de la Gerencia o Subgerencia Territorial del Catastro competente la siguiente información:
	
–  Referencia catastral del inmueble o inmuebles afectados.

	
–  Fecha de la alteración, conforme a lo previsto en el artículo 36 del RD 417/2006, de 7 de abril.

	
–  Descripción parcelaria de la situación anterior, preferentemente mediante plano catastral obtenido de la Oficina Virtual del Catastro.

	
–  Descripción gráfica de la situación resultante, mediante planos georreferenciados, acotados y superficiados.

	
–  Apellidos y nombre o razón social, NIF o NIE y domicilio fiscal de los propietarios de los inmuebles resultantes.



En este caso (equivalente a declaración 903) resulta imprescindible que por la DGC se actualice la documentación a aportar para que sea coincidente con la que se exige a Notarios y Registradores, en sus comunicaciones, por Resoluciones de 26 y 29 de octubre de 2015, a las que después nos referiremos de forma más amplia.




            	

              2.  Comunicación que tenga por objeto modificaciones del planeamiento que supongan alteraciones en la naturaleza del suelo, la Administración actuante, deberá poner en conocimiento de la Gerencia Territorial del Catastro competente la siguiente información:
	
a)  Fecha de aprobación definitiva de la modificación del planeamiento y de su publicación en el boletín oficial correspondiente.

	
b)  Documentación gráfica de la zona afectada, preferentemente mediante plano catastral obtenido de la Oficina Virtual del Catastro.

	
c)  Especificaciones de uso y edificabilidad.






            	

              3.  Comunicación que tenga por objeto la ejecución subsidiaria de obras de rehabilitación, demolición o derribo, derivadas del incumplimiento del deber de conservación de las edificaciones, así como aquellas otras que se deriven del incumplimiento de la función social de la propiedad: la Administración actuante deberá poner en conocimiento de la Gerencia Territorial del Catastro competente la siguiente información:
	
a)  Fecha de terminación de las obras.

	
b)  Plano de emplazamiento, con indicación del nombre de la localidad, de la vía pública y número, representado, preferentemente, sobre la cartografía catastral obtenida de la Oficina Virtual del Catastro.

	
c)  Fotografía del edificio completo.

	
d)  Planos acotados por cada planta del edificio con distinta distribución, de conformidad con la obra realmente ejecutada.

	
e)  Descripción gráfica de la situación resultante, cuando se trate de un supuesto de demolición o derribo.






            	

              4.  Comunicación que tenga por objeto la ocupación directa de terrenos destinados a dotaciones: la Administración actuante deberá poner en conocimiento de la Gerencia Territorial del Catastro competente la siguiente información:
	
a)  Referencia catastral del inmueble.

	
b)  Apellidos y nombre o razón social, NIF o NIE y domicilio fiscal de los propietarios de los inmuebles afectados.






          


          A su vez, se establece que la documentación gráfica se presentará preferentemente en soporte magnético, en formato DXF, DGN, DWG o similar.


          También es este caso, resulta imprescindible que por la DGC se actualice la documentación a aportar para que se sea coincidente con la que se exige a notarios y registradores, en sus comunicaciones, por resoluciones de 26 y 29 de octubre de 2015, a las que después haremos mención más ampliamente.


          El plazo de presentación de las comunicaciones catastrales es el siguiente, para cada uno de los supuestos:


          

            	

              –  Obligación de los Notarios y Registradores a suministrar periódicamente información: en los 20 primeros días de cada mes deben remitir la información relativa a los documentos por ellos autorizados o que hayan generado una inscripción registral en el mes anterior.


            	

              –  Comunicaciones potestativas de los Ayuntamientos que se obliguen mediante ordenanza fiscal: tres meses contados desde la finalización del mes en que se hayan realizado los hechos, actos o negocios objeto de comunicación (artículo 32 del RD 417/2006).


            	

              –  Comunicaciones de la AEAT: dentro de los dos meses siguientes a la realización de los respectivos hechos, actos o negocios.


            	

              –  Comunicaciones de las Administraciones actuantes: dos meses computados desde la fecha que se establece el artículo 36 del RD 417/2006 para cada uno de los supuestos sujetos a comunicación:
	
a)  Concentración parcelaria: a partir del día siguiente al de la extensión del acta de reorganización de la propiedad, o documento equivalente de acuerdo con la legislación autonómica.

	
b)  Deslinde administrativo: a partir del día siguiente al del acto de aprobación del deslinde.

	
c)  Expropiación forzosa: a partir del día siguiente a la fecha del acta de ocupación o, en su caso, del pago, consignación del depósito o de la previa indemnización por perjuicios.

	
d)  Modificaciones de planeamiento: a partir del día siguiente a la publicación de su aprobación definitiva en el boletín oficial correspondiente.

	
e)  Proyectos de compensación y de reparcelación: a partir del día siguiente a la publicación de su aprobación definitiva en el boletín oficial correspondiente.

	
f)  Ejecución subsidiaria de obras de rehabilitación, demolición o derribo, y en el de las derivadas del incumplimiento de la función social de la propiedad: a partir del día siguiente a la fecha de su finalización.

	
g)  Ocupación directa de terrenos para dotaciones: a partir del día siguiente al de la formalización del acta de ocupación.






          


          La inscripción en el Catastro de la información obtenida por el procedimiento de comunicación se gestiona de manera diversa. La efectividad de la inscripción de las características de los bienes inmuebles realizada mediante comunicación dependerá de la naturaleza de los hechos que se inscriben:


          Así, con carácter general la efectividad de la inscripción de las características de los bienes inmuebles realizada mediante comunicación será a partir del día siguiente a aquel en que se produjeron los hechos, actos o negocios que originaron la incorporación o modificación catastral, con independencia del momento en que se notifiquen.


          En el caso que las comunicaciones de modificaciones de planeamiento originen un procedimiento de valoración colectiva de carácter general o parcial, los efectos serán los que resulten de la tramitación de dichos procedimientos, es decir el 1 de enero del año siguiente a aquel en que se produzca su notificación.


          En el caso que las comunicaciones de modificaciones de planeamiento originen un procedimiento simplificado de valoración colectiva, los efectos serán los que resulten de la tramitación de dichos procedimientos.


          El plazo de resolución del expediente de comunicación es de seis meses (artículo 27 RD 417/2006), a no ser que la comunicación genere la tramitación de un procedimiento de valoración colectiva.


          La resolución del procedimiento no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          

          

            1.4.2.3. 

             Procedimiento de incorporación mediante solicitud

          


          Inicialmente, este procedimiento estaba pensado para incorporar cotitulares de los bienes inmuebles al Catastro, pero en la actualidad, una vez el Catastro ya ha finalizado la incorporación de cotitulares, se utiliza fundamentalmente para tramitar bajas de titularidad o cotitularidad, a solicitud del interesado.


          Regula el derecho de los titulares catastrales a solicitar la baja en el Catastro Inmobiliario cuando cese su derecho sobre el bien inmueble.


          Los titulares catastrales afectados pueden formular dicha solicitud de baja ante el Catastro en cualquier momento, junto con la documentación que la acredite.


          El plazo de resolución del expediente es de seis meses.


          La resolución del procedimiento no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          

          

            1.4.2.4. 

             Procedimiento de subsanación de discrepancias y de rectificación

          


          Uno de los objetivos del Catastro Inmobiliario es que la descripción catastral de los bienes inmuebles coincida con la realidad inmobiliaria. El TRLCI establece un procedimiento catastral propio que permite la mejora de la descripción catastral de los bienes inmuebles para que esta sea concordante con la realidad inmobiliaria. Se trata de un mecanismo que permite, en cualquier momento, la corrección de las discrepancias entre la descripción catastral y la realidad inmobiliaria respecto determinados aspectos de la descripción, tales como superficie, antigüedad, estado de conservación, coeficientes correctores, tipología constructiva, etc.


          El procedimiento de subsanación de discrepancias y de rectificación es un procedimiento de oficio, que inicia la Administración cuando tenga conocimiento, por cualquier medio, de una discrepancia entre la descripción catastral de un bien inmueble y la realidad inmobiliaria, siempre que dicha discrepancia no esté provocada por una falta de cumplimiento de la obligación de declarar o comunicar, en cuyo caso la discrepancia deberá ser resuelta por el procedimiento inspector o de regularización.


          La ley prevé de manera singular el procedimiento de subsanación de discrepancias previa intervención notarial, así como el procedimiento de rectificación de la información contenida en el Catastro como consecuencia de algún procedimiento de coordinación con el Registro de la Propiedad (artículo 18.3 del TRLCI).


          Por último se prevé la rectificación de oficio en el Catastro de la superficie, dentro del margen de tolerancia técnica que se defina reglamentariamente, así como el cambio en los identificadores postales, o en la cartografía con motivo de ajustes a la cartografía básica oficial, entre otros supuestos (artículo 18.4 del TRLCI).


          El procedimiento de subsanación de discrepancias del artículo 18.1 del TRLCI se articula de la siguiente manera:


          Se trata de un expediente de oficio, que se puede iniciar en cualquier momento. El procedimiento de subsanación de discrepancias catastrales se puede tramitar de manera ordinaria o de manera abreviada.


          Las fases del procedimiento ordinario son:


          

            	

              –  Acuerdo de inicio del procedimiento y notificación del inicio a los interesados.


            	

              –  Plazo de 15 días para que los interesados puedan presentar alegaciones.


            	

              –  Informe de la alteración a partir de la documentación obrante y de la aportada en el plazo de alegaciones.


            	

              –  Resolución, que puede ser:
	
•  Acuerdo de inscripción de la modificación de las características catastrales.

	
•  Acuerdo de no alteración.






            	

              –  Notificación de la resolución que no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:
	
•  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local.

	
•  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.



Si no existen terceros afectados, podrá utilizarse el procedimiento abreviado:




            	

              –  Notificación conjunta del acuerdo de inicio del procedimiento y corrección provisional de los datos catastrales, otorgando:
	
•  Plazo de 15 días para que el interesado pueda formular alegaciones.
	
○  Si no se presentan alegaciones, una vez vencido el plazo de 15 días, la corrección provisional se convierte en definitiva.

	
○  En el caso que se formulen alegaciones, o de que no se estimen procedentes las que se formulen, se procederá a la corrección de la descripción y nueva notificación con carácter definitivo.





	
•  La notificación de la resolución no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:






            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          La efectividad del procedimiento de subsanación de discrepancias es a futuro, desde el día siguiente a la fecha en que se acuerde la inscripción de las características catastrales resultantes de la subsanación.


          El plazo de resolución del expediente de subsanación de discrepancias es de seis meses (artículo 18.1 del TRLCI), y el vencimiento de dicho plazo determina la caducidad del expediente y el archivo de todas las actuaciones.


          El artículo 18.2 del TRLCI regula el procedimiento de subsanación de discrepancias previa intervención notarial, con el objetivo de mejorar la conciliación de la descripción catastral y la realidad física inmobiliaria, respecto la superficie y configuración gráfica georreferenciada de la parcela. En este caso, la tramitación del expediente tiene dos fases: la fase notarial y la fase catastral:


          

            Fase notarial:

          


          En el momento de la autorización de un hecho, acto o negocio en un documento público, el Notario solicitará a los otorgantes que manifiesten si la descripción que contiene la certificación catastral se corresponde con la realidad física del inmueble objeto del acto.


          Si los otorgantes manifiestan que la descripción catastral no se corresponde con la realidad, es posible que exista una discrepancia.


          Las discrepancias que pueden ser objeto de subsanación por esta vía son exclusivamente las que se refieren a la configuración y superficie de una parcela.


          No son subsanables por esta vía las discrepancias de la titularidad de los bienes inmuebles, descripción de las construcciones, uso, aprovechamiento, destino etc.


          Si la discrepancia está motivada por una falta de incorporación de una alteración en el Catastro, debe resolverse mediante la presentación de la preceptiva declaración catastral.


          En caso de que la discrepancia se refiera a la configuración y superficie de una parcela, el Notario solicitará a los otorgantes que acrediten dicha discrepancia entre la realidad física del inmueble y la certificación catastral, aportando una representación gráfica alternativa georreferenciada, preferiblemente suscrita por un técnico competente, que podrá ser validada técnicamente, con carácter previo, por el Catastro.


          Una vez acreditada la discrepancia, el Notario deberá instruir un procedimiento de subsanación de discrepancias, dando audiencia a los titulares de las parcelas colindantes que pudieran resultar afectadas por la rectificación para que formulen las alegaciones que a su derecho convenga.


          Si el Notario considera acreditada la discrepancia y se obtiene el consentimiento de los colindantes, o bien no consta oposición de los mismos, el procedimiento notarial culmina satisfactoriamente, debiendo el Notario remitir al Catastro la nueva representación gráfica georreferenciada de todas las parcelas afectadas por la subsanación para que actualice la descripción gráfica y alfanumérica de las mismas e incorporando a la escritura la nueva descripción de la finca o fincas resultantes, junto con su nueva certificación catastral descriptiva y gráfica, una vez actualizada.


          Si hay oposición de alguno de los vecinos, o no resulta suficientemente acreditada la discrepancia, el Notario informará de este hecho al catastro a los efectos oportunos, pero no culminará la subsanación de discrepancias previa intervención notarial.


          

            Fase catastral:

          


          De acuerdo con la Resolución de 26 de octubre de 2015 de la DGC, el Notario suministrará por medios telemáticos al Catastro la información resultante de la tramitación del procedimiento de subsanación de discrepancias catastrales previa intervención notarial. Dicha información contendrá, además de los datos referidos a los otorgantes del documento público, y la constancia de la notificación del trámite de audiencia de todos los titulares catastrales que pudieran resultar afectados por la subsanación que se pretende, la representación gráfica georreferenciada de las parcelas afectadas por el procedimiento, coordenadas UTM y superficie de suelo, así como el informe de validación de dicha representación gráfica georreferenciada, obtenido en la Sede Electrónica del Catastro.


          Si el resultado de la validación fuera negativo, Catastro informará al Notario de la imposibilidad de practicar la rectificación propuesta.


          Si el resultado de la validación fuera positivo, el Catastro iniciará el procedimiento de subsanación de discrepancias previa intervención notarial, determinando el valor catastral de las parcelas afectadas por su nueva descripción, no siendo necesario reproducir en la fase catastral los trámites de alegaciones ya realizados en la fase notarial.


          La resolución que dicte el Catastro se notificará a los titulares de las parcelas afectadas. Dicha notificación no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          La efectividad del procedimiento de subsanación de discrepancias es a futuro, desde el día siguiente a la fecha en que se acuerde la inscripción de las características catastrales resultantes de la subsanación.


          El plazo de resolución del expediente de subsanación de discrepancias es de seis meses computados desde el inicio del expediente, que en este caso será el de la fecha del informe de validación positiva obtenido en la Sede Electrónica del Catastro formalizado al final de la fase notarial.


          El artículo 18.3 del TRLCI regula el procedimiento de modificación de la descripción catastral de los bienes inmuebles tras la tramitación de determinados procedimientos registrales, y busca mejorar la coordinación entre la descripción catastral y la descripción registral de los bienes inmuebles.


          No deben ser objeto de subsanación por esta vía actos que deben ser objeto de comunicación por el procedimiento regulado en el artículo 14 del TRLCI.


          Las discrepancias que pueden ser objeto de subsanación por esta vía son exclusivamente las que se refieren a la configuración y superficie de una parcela.


          Como continuación del procedimiento notarial se presentará la escritura al Registro solicitando la inscripción de la representación gráfica derivada de la certificación catastral descriptiva y gráfica actualizada.


          El Registrador, previamente a la inscripción, realizará las siguientes operaciones:


          

            	

              –  Comprobar la vigencia de la certificación catastral descriptiva y gráfica desde que esta fue emitida.


            	

              –  Calificar la correspondencia gráfica de la finca, según los criterios establecidos en la ley.


            	

              –  Tramitar el procedimiento registral correspondiente previsto en la LH, en el que se dará audiencia a los titulares de las fincas registrales colindantes si no han sido oídos en el procedimiento notarial.


          


          Por otro lado, y en cualquier momento, los interesados también podrán promover la incorporación de una representación gráfica georreferenciada a la descripción registral de la finca como una operación registral específica. Si la descripción gráfica que ofrece el Catastro es correcta, será suficiente con la aportación de una certificación catastral descriptiva y gráfica.


          Si esta no es correcta, el interesado deberá aportar una representación gráfica alternativa, mediante la cual el Registrador podrá tramitar el procedimiento registral correspondiente previsto en la LH, en el que se dará audiencia a los titulares de las fincas registrales colindantes afectados por la propuesta de descripción gráfica de la finca que se pretende incorporar.


          Si el Registrador considera acreditada la discrepancia, se obtiene el consentimiento de los colindantes, o bien no consta oposición de los mismos, podrá incorporar la representación gráfica alternativa al folio real y la remitirá al Catastro por vía telemática, junto con la información que se refiere a los datos registrales y catastrales, la constancia de la notificación de todos los titulares catastrales que pudieran resultar afectados por la subsanación que se pretende, la representación gráfica georreferenciada de las parcelas afectadas por el procedimiento, coordenadas UTM y superficie de suelo, así como el informe de validación de dicha representación gráfica georreferenciada obtenido en la Sede Electrónica del Catastro.


          Si el resultado de la validación fuera negativo Catastro informará al Registrador de la imposibilidad de practicar la rectificación propuesta.


          Si el resultado de la validación fuera positivo, el Catastro iniciará el procedimiento de subsanación de discrepancias motivado por la actuación registral, determinando el valor catastral de las parcelas afectadas por su nueva descripción, no siendo necesario reproducir en la fase catastral los trámites de alegaciones ya realizados en la fase registral.


          La resolución que dicte el Catastro se notificará a los titulares de las parcelas afectadas. Dicha notificación no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          La efectividad del procedimiento de subsanación de discrepancias es a futuro, desde el día siguiente a la fecha en que se acuerde la inscripción de las características catastrales resultantes de la subsanación (artículo 18.1 del TRLCI).


          El plazo de resolución del expediente de subsanación de discrepancias es de seis meses (artículo 18.1 del TRLCI), computados desde el inicio del expediente, que en este caso será el de la fecha del informe de validación positiva obtenido en la Sede Electrónica del Catastro y formalizado al final de la fase registral.


          

          

            1.4.2.5. 

             Inspección catastral

          


          La inspección catastral está regulada en el Capítulo IV del TRLCI (artículos 19 a 21) y en el Título VI del RD 417/2006, reglamento del TRLCI (artículos 47 a 61), siendo de aplicación supletoria la LGT.


          Las actuaciones de inspección catastral tienen naturaleza tributaria (pero no son actuaciones de inspección de tributos) y pueden ser de comprobación y de investigación de los hechos actos o negocios y demás circunstancias relativas a los bienes inmuebles susceptibles de generar una incorporación o modificación en el Catastro.


          Las actuaciones de inspección tienen por objeto verificar el cumplimiento de las obligaciones catastrales y comprobar la integridad, exactitud y veracidad de las declaraciones y comunicaciones catastrales, e investigar la existencia de hechos, actos o negocios que no hayan sido declarados o comunicados o que lo hayan sido parcialmente.


          Las funciones de inspección catastral se pueden desempeñar por:


          

            	

              –  El Catastro.


            	

              –  Conjuntamente por el Catastro y por los Ayuntamientos y las Entidades Públicas que ejerzan la gestión tributaria del IBI, cuando lleven a cabo actuaciones de inspección conjunta, en los términos establecidos reglamentariamente (artículo 59 a 61 del RD 417/2006).


            	

              –  Por las Entidades Públicas que ejerzan la gestión tributaria del IBI, cuando las hayan asumido por convenio.


          


          La actuación investigadora se desarrollará conforme a los planes de inspección aprobados por la DGC, que se pueden elaborar a propuesta de las Gerencias del Catastro y de las Entidades Locales. Los planes tienen carácter reservado y contienen los criterios sectoriales, territoriales, cuantitativos u otros que sirvan para seleccionar los inmuebles objeto de las actuaciones inspectoras.


          Las fases del procedimiento son las siguientes:


          

            	

              –  Comunicación del inicio del expediente de inspección catastral, que se puede producir en cualquier momento.


            	

              –  Requerimiento, en caso necesario.


            	

              –  Diligencia de constancia de hechos. Notificación de la diligencia.


            	

              –  Plazo de alegaciones.


            	

              –  Resolución del expediente:
	
•  Acuerdo de modificación de los datos descriptivos del inmueble.

	
•  Notificación del acuerdo.

	
•  Acuerdo de sobreseimiento.

	
•  Archivo de las actuaciones.






          


          La efectividad de la inscripción de las características de los bienes inmuebles realizadas mediante inspección será a partir del día siguiente a aquel en que se produjeron los hechos, actos o negocios que originaron la incorporación o modificación catastral, con independencia del momento en que se notifiquen (artículo 20.2 del TRLCI).


          El plazo de las actuaciones inspectoras regulado en el artículo 150 de la LGT es de dieciocho meses. El plazo de resolución de los expedientes de incorporación, entre los que se encuentra el de inspección catastral, es de seis meses (artículo 27 del TRLCI). Sin embargo, dicho artículo no regula los efectos del incumplimiento de dicho plazo, por lo que respecto el procedimiento inspector hay que acudir al artículo 150.2 de la LGT, que establece que en caso de incumplimiento del plazo establecido para el procedimiento inspector se deberán continuar las actuaciones hasta su terminación, sin que se produzca la caducidad del procedimiento.


          La resolución del procedimiento no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico– Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económica-administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          

          

            1.4.2.6. 

             Procedimiento de regularización catastral, ejercicios 2013-2016

          


          El procedimiento de regularización catastral 2013-2016 es un procedimiento extraordinario, regulado en la Disposición adicional tercera del TRLCI. Este procedimiento se ha introducido por el apartado tres del artículo 16 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica.


          Este nuevo procedimiento no ha venido para quedarse en la Ley del Catastro. Es un procedimiento de oficio acotado al cuatrienio 2013-2016 que alcanza a todos los municipios del ámbito común. Se trata de una medida de lucha contra el fraude fiscal con la que se pretende inscribir en el Catastro Inmobiliario las nuevas construcciones, sus ampliaciones o reformas no declaradas por los titulares con el fin de garantizar la adecuada concordancia de la descripción catastral de los bienes inmuebles con la realidad inmobiliaria.


          El procedimiento de regularización tiene efectos retroactivos a la fecha en la que se produjeron los hechos, actos o negocios que originan la incorporación o modificación catastral, excepto por la incorporación de las construcciones en suelo rústico que sean indispensables para el desarrollo de las explotaciones agrícolas, ganaderas o forestales en función de la fecha de efectos de la ponencia de valores total vigente en cada municipio.


          El procedimiento de regularización excluye la aplicación de sanciones catastrales que hubieran podido exigirse por el incumplimiento de la obligación de declarar de forma completa y correcta la alteración del bien inmueble.


          La determinación de la base liquidable del IBI para los bienes que sean objeto de regularización la realizará la DGC, conforme a lo previsto en los artículos 67.1.b).4º y concordantes del TRLRHL.


          El procedimiento de regularización se lleva a cabo exclusivamente por la DGC y sus Gerencias Territoriales, puesto que la ley especifica expresamente que las actuaciones objeto de regularización quedarán excluidas de su tramitación a través de fórmulas de colaboración.


          El procedimiento de regularización catastral lleva aparejada una tasa de regularización catastral que tiene carácter de tributo estatal:


          Las características de dicha tasa son:


          

            	

              –  Hecho imponible: la regularización de la descripción catastral del inmueble, realizada por el procedimiento de regularización.


            	

              –  Sujeto pasivo: Personas físicas o jurídicas o entidades del artículo 35.4 de la LGT que hayan de ser sujetos pasivos del IBI en el ejercicio que se haya iniciado el procedimiento de regularización.


            	

              –  Devengo: La tasa se devenga con el inicio del procedimiento.


            	

              –  Cuantía: 60 euros por bien inmueble objeto del procedimiento.


            	

              –  Gestión: DGC.


            	

              –  Recaudación: conforme al RGR.


          


          La implementación de la regularización catastral en el territorio se realiza por fases.


          Cada año se abren diversas "ventanas temporales" en las que se van incluyendo los municipios en los que se realiza el procedimiento.


          Las declaraciones catastrales extemporáneas se tramitaran por el procedimiento de regularización durante el período de tiempo en el que la ventana de regularización esté abierta para el municipio en el cual se ubique el bien inmueble.


          Asimismo, durante este período no se realizará inspección catastral en el municipio.


          Las fases del procedimiento son:


          

            	

              –  Publicación en el Boletín Oficial del Estado (en adelante BOE) de la resolución de la DGC. La publicación detalla el período de vigencia de la ventana, así como los municipios de España incluidos en la misma. Dentro de la ventana de regularización, las declaraciones catastrales presentadas de manera extemporánea (transcurridos 2 meses desde la fecha de efectos del hecho, acto o negocio que origina la declaración) se tramitarán por el procedimiento de regularización.Una vez cerrada la ventana, la inscripción de las alteraciones de las construcciones se seguirán tramitando mediante los procedimientos habituales: declaraciones/comunicaciones, e inspección catastral.




            	

              –  Acuerdo de inicio por parte del órgano competente, que se comunicará a los interesados a los que se concederá un plazo de 15 días para que formulen las alegaciones que estimen conveniente. Las actuaciones se realizan en relación a los titulares catastrales, aunque no fueran estos los obligados a presentar la declaración. El acuerdo de inicio se ha de producir dentro de la ventana temporal a la que pertenezca el municipio.


            	

              –  En caso de existir terceras personas interesadas, se les dará trámite de audiencia para que formulen las alegaciones que crean oportunas, o les sea requerida la documentación que corresponda.


            	

              –  Devengo de la tasa de regularización catastral: La tasa se devenga junto con el inicio del procedimiento.


            	

              –  Resolución de la regularización


            	

              –  Notificación de la resolución junto con la liquidación de la tasa.


          


          En caso de que no existan terceros afectados por el procedimiento, este se inicia directamente con la notificación de la propuesta de regularización, que se acompaña de la liquidación de la tasa.


          El plazo de resolución del expediente es de seis meses entre la notificación del inicio o propuesta de regularización y el de la resolución expresa.


          La falta de resolución en plazo provoca la caducidad del expediente y archivo de actuaciones.


          La resolución del procedimiento no pone fin a la vía administrativa. En el plazo de un mes desde la notificación de la resolución se puede interponer:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional o Local. Si el valor catastral del inmueble excede de 1.800.000 euros, dicha reclamación podrá interponerse directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dicha reclamación económico-administrativa se puede interponer recurso de reposición ante la Gerencia o Subgerencia del Catastro que dictó el acto, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          Una vez finalizado el plazo determinado en la resolución de la DGC no podrán iniciarse nuevos expedientes de regularización en el municipio. Los expedientes de regularización iniciados en la correspondiente ventana temporal tienen un plazo de tramitación de seis meses desde la notificación del acuerdo de inicio, por lo que pueden finalizar una vez cerrada la ventana.


          Una vez finalizado el procedimiento de regularización en el municipio, las alteraciones no declaradas deberán inscribirse en el Catastro mediante el procedimiento inspector.


          Merece una especial mención el tratamiento de la incorporación en el Catastro de las construcciones indispensables para las explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales, puesto que con el procedimiento de regularización finalizan los trabajos para su inscripción en el Catastro.


          La Ley del Catastro Inmobiliario (Ley 48/2002) introdujo una nueva definición de las construcciones. En la normativa anterior (Ley reguladora de las Haciendas Locales) se diferenciaban las construcciones urbanas de las construcciones indispensables para las explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales (en adelante construcciones indispensables). Esta diferenciación provocaba que las construcciones urbanas situadas sobre suelo rústico se incorporaran al padrón urbano como bienes inmuebles urbanos denominados "diseminados", mientras que las construcciones indispensables no se valoraban, y en la mayoría de los casos tampoco se incluían en la descripción catastral de las fincas rústicas, precisamente porque no aportaban valor catastral.


          A partir de la entrada en vigor del TRLCI, los municipios en los que se ha realizado un procedimiento de valoración colectiva de carácter general con efectos 1 de enero 2007 o posteriores, incorporan todas las construcciones que existen en suelo rústico, sean indispensables o no, sobre las fincas rústicas, y se valoran conforme una Orden de módulos EHA/3188/2006. En estos municipios, desaparecen los "diseminados urbanos" y las construcciones se incorporan a las fincas rústicas, que se convierten en fincas rústicas con construcción, incorporando también las antiguas construcciones indispensables que ahora se describen y valoran.


          Antes de la entrada en vigor de la regularización catastral, existía un doble tratamiento en el Catastro de las construcciones indispensables:


          

            	

              –  Si el municipio en que se emplazan tiene vigente un procedimiento de valoración colectiva de carácter general con fecha de efectos 1 de enero de 2007 o posterior, las construcciones indispensables se inscriben sobre la finca rústica en la que se sitúan, tienen asignado valor catastral y forman parte del bien inmueble rústico construido.


            	

              –  Si el municipio en el que se emplazan tienen vigente un procedimientos de valoración colectiva de carácter general con vigencia anterior al 1 de enero de 2007, las construcciones indispensables no están valoradas ni, probablemente, catastradas.


          


          Mediante el procedimiento de regularización se procede a inscribir y valorar todas las construcciones, incluso las indispensables, en el Catastro. El procedimiento de regularización en este caso será como sigue:


          

            	

              –  Municipio con procedimiento de valoración colectiva de carácter general con fecha de efectos 1 de enero de 2007 o posterior: con motivo del procedimiento de valoración colectiva de carácter general se incorporaron todas las construcciones sobre suelo rústico, por lo que las posibles incidencias que se detecten corresponderán a falta de cumplimiento de la obligación de declarar, y los efectos de la inscripción serán retroactivos desde la fecha en que se produjo el hecho, acto o negocio objeto de regularización.


            	

              –  Municipio con procedimiento de valoración colectiva de carácter general con fecha de efectos anterior a 1 de enero de 2007: Se valorarán las construcciones indispensables, que se incorporaran al bien inmueble rústico y la fecha de efectos de dichos valores catastrales serán el 1 de enero del año siguiente al del cierre de su ventana de regularización. Es decir, la regularización en este caso no tiene efectos retroactivos, igualando sus efectos al de la inscripción de las construcciones indispensables en los procedimientos de valoración colectiva de carácter general tramitados con vigencia a partir de 1 de enero de 2007.


          


          Hay que indicar, por último, que en estos municipios se mantienen los "diseminados" (bienes inmuebles constituidos por construcciones urbanas en suelo rústico, de acuerdo con la normativa anterior a la Ley 48/2002), de manera que en el caso en que sobre una parcela catastral en suelo no urbanizable exista una vivienda y una granja la finca se describirá mediante dos bienes inmuebles: la vivienda en suelo rústico será un bien urbano (diseminado), y el bien inmueble rústico incorporará al valor del cultivo el de las construcciones indispensables.


          

          

            1.4.2.7. 

             Valoración

          


          La valoración catastral es uno de los procedimientos de incorporación y de alteración de las características de los bienes inmuebles, por cuanto el valor catastral es un dato asociado a los mismos.


          El valor de los bienes inmuebles oscila en el tiempo y, puesto que el valor catastral está referenciado al de mercado, requiere que se adecue al mismo de manera periódica. La adecuación del valor catastral al valor de mercado se produce en intervalos temporales, que vienen determinados por la aprobación consecutiva de ponencias de valores totales que desencadenan procedimientos de valoración colectiva de carácter general. El TRLCI establece que estos procedimientos sólo podrán iniciarse una vez transcurridos, al menos, cinco años desde la entrada en vigor de los valores catastrales derivados del anterior procedimiento de valoración colectiva de carácter general y se realizará, en todo caso, a partir de los 10 años desde dicha fecha (artículo 28.3 del TRLCI).


          Durante el período de vigencia de una ponencia de valores, y con la finalidad de corregir el posible desfase entre el valor catastral y el valor de mercado provocado por el paso del tiempo, se promueve un mecanismo de adecuación del valor catastral al valor de mercado por aplicación de coeficientes de actualización del valor catastral. La aplicación consecutiva de estos coeficientes de actualización permite aproximar, progresivamente, el valor catastral al valor de mercado de cada año. Estos coeficientes se concretan anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, y pueden ser al alza o a la baja en función del año de aprobación de la ponencia de valores de cada municipio. La aplicación de estos coeficientes requiere la petición expresa del Ayuntamiento correspondiente.


          La concreción de las cuestiones relativas al valor catastral y a los procedimientos de valoración catastral se detalla en los apartados siguientes.


          

          

            1.5. 

             Valor catastral

          


          Se define el valor catastral como el determinado para cada bien inmueble a partir de los datos obrantes en el Catastro, que está integrado por el valor catastral del suelo y el valor catastral de las construcciones.


          El valor catastral se determina por la Administración, no se declara por los titulares catastrales. El valor catastral se obtiene por aplicación, sobre los datos descriptivos inscritos en el Catastro de cada bien inmueble, de los valores unitarios de suelo y construcción aprobados para un municipio en una ponencia de valores, mediante un procedimiento de cálculo reglado, definido en la normativa técnica de valoración catastral, y concretado en la ponencia de valores de cada municipio.


          

          

            1.5.1. 

             Criterios, límites y determinación.

          


          Para la determinación del valor catastral se tiene en cuenta:


          

            	

              a)  La localización del inmueble, sus circunstancias urbanísticas (suelo).


            	

              b)  El coste de ejecución material de las construcciones incluyendo beneficios, honorarios, y tributos que gravan la construcción, el uso, la calidad, antigüedad edificatoria y otras condiciones que le afecten


            	

              c)  Gastos y beneficios de la promoción.


            	

              d)  Circunstancias y valores de mercado.


            	

              e)  Cualquier otro relevante que se determine.


          


          El valor catastral no puede superar el valor de mercado, entendiendo por tal el precio más probable por el cual podría venderse, entre partes independientes, un inmueble libre de cargas. A tal efecto se fija reglamentariamente el coeficiente de referencia de mercado para los bienes de una misma clase.


          La vigente referencia de mercado es 0,5, es decir 50% del valor de mercado (Orden de 14 de octubre de 1998 sobre aprobación del módulo de valor M y del coeficiente RM y sobre modificación de ponencias de valores).


          La referencia a mercado se fija en el momento de la realización de la correspondiente ponencia de valores.


          La referencia de mercado no constituye un límite del valor catastral, que es el valor de mercado, no su 50%.


          En caso de bienes con valor de venta limitado administrativamente, el valor catastral no podrá superar dicho valor administrativo.


          Las normas técnicas de valoración catastral establecen los conceptos, reglas y restantes factores que afectan a los bienes inmuebles y que permiten la determinación del valor catastral.


          

          

            1.5.2. 

             Valor en bienes inmuebles urbanos, rústicos y de características especiales

          


          

          

            1.5.2.1. 

             Valor catastral de los bienes inmuebles urbanos

          


          La vigente norma técnica de valoración catastral de los bienes inmuebles urbanos es el RD 1020/1993 de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana


          La norma 16. Modulación de valores, del RD 1020/1993 establece la expresión de la cual se parte para determinar el valor catastral:


          

            

              "1. Considerando todos los factores que intervienen en la formación del valor del producto inmobiliario, se establece la siguiente expresión:

            


            

              Vv =1,40 [VR + VC] FL

            


            

              en la que:

            


            

              VV= Valor en venta del producto inmobiliario, en euros/m2 construido.

            


            

              VR= Valor de repercusión del suelo en euros/m2 construido.

            


            

              VC= Valor de la construcción en euros/m2 construido.

            


            

              FL= Factor de localización, que evalúa las diferencias de valor de productos inmobiliarios análogos por su ubicación, características constructivas y circunstancias socio-económicas de carácter local que afecten a la producción inmobiliaria. Las cuantías de este coeficiente estarán comprendidas entre las siguientes: 1,2857 ≥ FL ≥ 0,7143."

            


          


          Para cada municipio, o ámbito territorial correspondiente, se aprueban las ponencias de valores, que son los documentos administrativos que recogen los valores del suelo y de las construcciones, así como los coeficientes correctores a aplicar en el ámbito territorial al que se refieran, para obtener el valor catastral de los bienes inmuebles.


          

          

            1.5.2.2. 

             Valor catastral de los bienes inmuebles rústicos

          


          La Disposición transitoria segunda del TRLCI establece que la determinación del valor catastral de los bienes inmuebles rústicos queda en suspenso, hasta que establezca fecha de aplicación mediante ley.


          Hasta entonces el valor catastral de los bienes inmuebles rústicos será el resultado de capitalizar al tres por ciento el importe de las bases liquidables vigentes para la exacción de la Contribución Territorial Rústica y Pecuaria correspondiente al ejercicio 1989, obtenidas mediante la aplicación de los tipos evaluatorios de dicha Contribución, prorrogados en virtud del Real Decreto Ley 7/1988, de 29 de diciembre, sobre prórroga y adaptación urgentes de determinadas normas tributarias o de los que se hayan aprobado posteriormente en sustitución de ellos, y sin perjuicio de su actualización anual mediante los coeficientes establecidos y los que establezcan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, una vez incorporadas las alteraciones catastrales que hayan experimentado o experimenten en cada ejercicio.


          

          

            1.5.2.3. 

             Valor catastral de los bienes inmuebles de características especiales

          


          La valoración de los bienes inmuebles de características especiales se establece en el RD 1464/2007, de 2 de noviembre, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración catastral de los bienes inmuebles de características especiales.


          En su artículo 7, se establece que el valor catastral de los bienes inmuebles de características especiales se obtendrá mediante la suma del valor del suelo y del valor de las construcciones, determinados conforme a lo establecido en el RD 1464/2007, sin perjuicio de la aplicación del coeficiente de referencia al mercado correspondiente a esta clase de inmuebles.


          El año 2007 se aprobaron todas las ponencias de valores especiales, para todos los bienes inmuebles de características especiales del territorio de ámbito común. En dichas ponencias de valores, se desarrollan los criterios de valoración de los bienes inmuebles de características especiales establecidos en el RD 1464/2007.


          

          

            1.5.3. 

             Valoración catastral

          


          El sistema de valoración catastral tiene una estructura en cascada, en el que se pueden diferenciar cuatro fases:


          La primera fase se inicia con la aprobación de un módulo "M" al que se asigna un valor que corresponde con el valor de venta por m2 de vivienda tipo residencial colectivo, manzana cerrada, categoría normal, equiparable a la protección oficial, promedio en todo el territorio de ámbito común.


          El actual módulo M se establece en la Orden EHA/1213/2005, de 26 de abril y se fija en 1.000 €/m2.


          El módulo M se establece por el Ministro de Economía, a propuesta de la DGC, previo informe de la Comisión superior de Coordinación Inmobiliaria y del Consejo Superior de la Propiedad Inmobiliaria.


          De dicho módulo "M" se deducen los módulos de suelo y de construcción, por aplicación de los factores de diversificación de suelo y construcción establecidos en la norma 16 del RD 1020/93. El resultado es una serie de 7 módulos básicos de repercusión de suelo (MBR) y de 7 módulos de construcción (MBC), que actualmente se fijan en la Orden EHA/1213/2005, de 26 de abril en:


          

            

              

              

            

            

              

                	

                  Valores repercusión del suelo

                

                	

                  Valores de las construcciones

                

              


            

            

              

                	MBR1 = 588,00 €/m²

                	MBC1 = 650,00 €/m²

              


              

                	MBR2 = 420,00 €/m²

                	MBC2 = 600,00 €/m²

              


              

                	MBR3 = 304,50 €/m²

                	MBC3 = 550,00 €/m²

              


              

                	MBR4 = 210,00 €/m²

                	MBC4 = 500,00 €/m²

              


              

                	MBR5 = 115,50 €/m²

                	MBC5 = 475,00 €/m²

              


              

                	MBR6 = 69,30 €/m²

                	MBC6 = 450,00 €/m²

              


              

                	MBR7 = 37,80 €/m²

                	MBC7 = 400,00 €/m²

              


            

          


          La sucesiva aprobación de módulos M permite recoger las variaciones experimentadas en el valor de mercado de los bienes inmuebles de naturaleza urbana en dicho intervalo de tiempo, de acuerdo con los estudios de mercado que se realizan por la DGC.


          La modificación del valor del módulo M no supone la modificación de los valores catastrales en vigor, ya que sólo es de aplicación en los procedimientos de valoración colectiva de carácter general que se realicen a partir de su aprobación, así como los sucesivos procedimientos de valoración colectiva de carácter parcial que afecten al municipio.


          La segunda fase del procedimiento corresponde a la determinación de las áreas económicas homogéneas del suelo y de las construcciones y asignación de los MBR y MBC (norma 15 del RD 1020/93).


          Las Juntas Técnicas Territoriales de Coordinación Inmobiliaria de urbana en el ámbito autonómico, y la Comisión Superior de Coordinación Inmobiliaria de Urbana a nivel Estatal, determinan los ámbitos territoriales de características homogéneas y asignan a cada municipio uno de los siete MBR y MBC establecidos en la primera fase del proceso.


          Así, mediante una lectura de los MBR y MBC asignados a los municipios de un ámbito provincial, autonómico o estatal se puede identificar, a simple vista, dónde se alcanzan mayores valores de suelo, y dónde se alcanzan mayores valores de construcción.


          No existe una relación unívoca entre el MBR y el MBC. Es posible que a dos municipios con el mismo MBR les corresponda MBC diferentes: por ejemplo, en municipios de montaña en los que el valor del suelo puede ser muy bajo (y le corresponda un MBR bajo) los costes de construcción pueden ser muy elevados (y les corresponda un MBC alto).


          Las zonas de valor de suelo se identifican mediante códigos que empiezan por R, U, PR o PU. Los códigos que empiezan por la letra "R" corresponden a zonas de valor en los que el suelo debe ser valorado por repercusión (€/m2techo), y los códigos que empiezan por la letra "U" corresponden a zonas que deben ser valoradas por valor unitario (€/m2 suelo). Las zonas de valor en suelo urbanizable con plan parcial aprobado y no ejecutado se identifican mediante código "PR" si el suelo resultante del desarrollo urbanístico debe ser valorado por repercusión, o mediante código "PU" si el suelo resultante debe ser valorado por unitario.


          La jerarquía de las zonas de valor se refleja mediante un número que sigue al código R, U, PR o PU, y tiene un abanico de 60 valores, siendo 1 el que identifica la zona de mayor valor y 60 la de menor valor


          A cada una de las 60 zonas de valor R y U les corresponde un importe de valor al cual se asocia un coeficiente de gastos y beneficios de la promoción (que es el resultado del coeficiente general 1,40 detallado en la norma 16 del RD1020/1993 por el factor de localización FL previsto en dicha norma.).


          Para las ponencias que ha de ser redactadas el año 2016 este es el cuadro de jerarquías de valor publicado por la DGC:


          

            [image: ]

          


          

            

              

              

              

              

              

              

            

            

              

                	

                  VALORES UNITARIOS

                

                	

                  VALORES UNITARIOS

                

              


              

                	JERARQUÍA DE VALOR

                	IMPORTE

                	GB

                	JERARQUÍA DE VALOR

                	IMPORTE

                	GB

              


            

            

              

                	U1

                	1.588

                	1,40

                	U31

                	214

                	1,25

              


              

                	U2

                	1.459

                	1,40

                	U32

                	195

                	1,25

              


              

                	U3

                	1.351

                	1,40

                	U33

                	177

                	1,25

              


              

                	U4

                	1.258

                	1,40

                	U34

                	160

                	1,25

              


              

                	U5

                	1.177

                	1,40

                	U35

                	144

                	1,25

              


              

                	U6

                	1.105

                	1,40

                	U36

                	130

                	1,25

              


              

                	U7

                	1.039

                	1,40

                	U37

                	117

                	1,25

              


              

                	U8

                	978

                	1,40

                	U38

                	105

                	1,20

              


              

                	U9

                	923

                	1,35

                	U39

                	93

                	1,20

              


              

                	U10

                	871

                	1,35

                	U40

                	82

                	1,20

              


              

                	U11

                	823

                	1,35

                	U41

                	71

                	1,20

              


              

                	U12

                	777

                	1,34

                	U42

                	61

                	1,20

              


              

                	U13

                	734

                	1,34

                	U43

                	52

                	1,15

              


              

                	U14

                	693

                	1,34

                	U44

                	44

                	1,15

              


              

                	U15

                	654

                	1,30

                	U45

                	37

                	1,15

              


              

                	U16

                	616

                	1,30

                	U46

                	31

                	1,10

              


              

                	U17

                	579

                	1,30

                	U47

                	26

                	1,10

              


              

                	U18

                	544

                	1,30

                	U48

                	21

                	1,10

              


              

                	U19

                	510

                	1,30

                	U49

                	17

                	1,10

              


              

                	U20

                	478

                	1,30

                	U50

                	14

                	1,10

              


              

                	U21

                	448

                	1,30

                	U51

                	12

                	1,10

              


              

                	U22

                	420

                	1,30

                	U52

                	10

                	1,05

              


              

                	U23

                	393

                	1,30

                	U53

                	8

                	1,05

              


              

                	U24

                	368

                	1,30

                	U54

                	7

                	1,05

              


              

                	U25

                	344

                	1,30

                	U55

                	6

                	1,05

              


              

                	U26

                	321

                	1,30

                	U56

                	5

                	1,05

              


              

                	U27

                	298

                	1,25

                	U57

                	4

                	1,00

              


              

                	U28

                	276

                	1,25

                	U58

                	3

                	1,00

              


              

                	U29

                	255

                	1,25

                	U59

                	2

                	1,00

              


              

                	U30

                	237

                	1,25

                	U60

                	1

                	1,00

              


            

          


          La tercera fase corresponde a la redacción de la ponencia de valores total.


          La norma 18 del RD 1020/1993, establece un cuadro de bandas de coeficientes de valor de suelo que determina unos valores máximos y mínimos de repercusión de suelo para cada uno de los MBR establecidos.


          La ponencia de valores del municipio concreta la delimitación del suelo de naturaleza urbana, los polígonos fiscales de valoración y las zonas de valor. Asigna el valor de repercusión básico por polígono (VRB) y/o el valor unitario básico por polígono (VUB), los valores de repercusión (VRC) o unitario (VUC) para cada zona de valor. Los valores de repercusión de suelo asignados deben situarse dentro de la banda de valores aplicables para su MBR, por estar sujeta la ponencia a los criterios de coordinación de valores establecidos en la fase anterior.


          El valor unitario de las construcciones se obtendrá por aplicación de los coeficientes de valor de las construcciones (cuadro norma 20 RD 1020/1993), sobre el MBC asignado al municipio durante la fase de coordinación.


          La cuarta fase la constituye la valoración de cada finca, por aplicación de los criterios y valores unitarios aprobados en la ponencia de valores sobre los datos descriptivos de los bienes inmuebles inscritos en Catastro. En esta fase se aplican, si procede, los coeficientes correctores del valor del suelo, de las construcciones y conjuntos, de acuerdo con el campo de aplicación establecido en la ponencia de valores.


          Se aplica a su vez el coeficiente de gastos y beneficios de la promoción, factor de localización (norma 16 RD 1020/1993), y también la referencia a mercado RM= 0,50 (establecida en la orden 14 de octubre de 1998) tal y como se recoge en la ponencia de valores.


          

          

            1.5.3.1. 

             Procedimiento general

          


          Con carácter general, el valor catastral de los bienes inmuebles se determinará mediante el procedimiento de valoración colectiva, cuyo resultado es la determinación del valor catastral de todos los bienes inmuebles de una clase (urbanos, rústicos y de características especiales), en un momento determinado (el de la aprobación de la ponencia de valores del municipio). La ponencia de valores constituye el documento central del procedimiento de valoración colectiva. Los valores unitarios y criterios de valoración establecidos en la ponencia de valores se aplican a los datos inscritos en el Catastro de todos y cada uno de los bienes inmuebles, y el resultado es la obtención de su valor catastral desglosado como suma del valor de suelo y valor de construcción.


          Los valores catastrales de todos los bienes inmuebles determinados mediante este procedimiento serán vigentes durante toda la vida de la ponencia de valores que ha servido para su obtención, que se prolongará hasta la redacción de una nueva ponencia de valores total, o hasta que se apruebe una ponencia de valores parcial o se tramite un procedimiento simplificado de valoración colectiva, o bien, hasta que se produzca una alteración en la descripción catastral del bien inmueble, que también se valorará conforme la ponencia vigente.


          El valor catastral que resulte de una alteración de la descripción catastral del bien inmueble se determinará individualmente, aplicando los criterios y valores establecidos en la ponencia de valores vigente a la nueva descripción catastral del bien que se valora. Por tanto, la determinación de los valores catastrales es una operación que se limita a la aplicación para cada finca concreta de los valores y criterios ya fijados en la ponencia, consistiendo, pues, en una simple actividad de subsunción del bien urbano concreto en los criterios técnicos preestablecidos.


          Durante el intervalo de tiempo que transcurre entre la redacción de la ponencia de valores vigente y la que la sustituya, los valores catastrales pueden ser objeto de actualización por aplicación de coeficientes de actualización que se establezcan en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado (artículo 32 del TRLCI).


          Los procedimientos de valoración colectiva pueden ser de carácter general, parcial o simplificado. Los procedimientos de valoración colectiva de carácter general y parcial requieren la redacción y aprobación de una ponencia de valores total o parcial, mientras que los procedimientos simplificados de valoración colectica no lo precisan.


          Se describen a continuación las clases de ponencias de valores y su contenido:


          

          

            1.5.3.2. 

             Clases de ponencias de valores

          


          La ponencia de valores es el documento en el que se recogen los criterios, módulos de valoración, planeamiento urbanístico y demás elementos precisos para la determinación del valor catastral.


          En función de la clasificación catastral de los bienes inmuebles, las ponencias de valores se dividen en ponencias de bienes inmuebles urbanos, de bienes inmuebles rústicos, o de bienes inmuebles de características especiales.


          En función del ámbito espacial de la ponencia, pueden ser ponencias totales cuando abarcan todos los bienes inmuebles de una clase en un municipio y ponencias parciales, cuando abarcan parte de los bienes inmuebles de una clase en un municipio.


          

          

            1.5.3.2.1. 

             Por clase de bien inmueble: urbanos, rústicos y de características especiales

          


          Las ponencias de valores totales de bienes urbanos se han redactado y aprobado desde 1983 (efectos 1984) hasta la actualidad.


          De acuerdo con la información estadística disponible en el portal de la DGC (datos referidos a 1 de enero de 2015), esta es la distribución de vigencia de las ponencias de valores en los municipios de ámbito común:


          

            

              

              

            

            

              

                	

                  Año entrada en vigor ponencia total

                

                	

                  Número de Municipios

                

              


            

            

              

                	1984

                	138

              


              

                	1985

                	40

              


              

                	1986

                	90

              


              

                	1987

                	126

              


              

                	1988

                	178

              


              

                	1989

                	614

              


              

                	1990

                	1.007

              


              

                	1994

                	688

              


              

                	1995

                	77

              


              

                	1996

                	178

              


              

                	1997

                	45

              


              

                	1998

                	85

              


              

                	1999

                	89

              


              

                	2000

                	118

              


              

                	2001

                	140

              


              

                	2002

                	147

              


              

                	2003

                	139

              


              

                	2004

                	239

              


              

                	2005

                	294

              


              

                	2006

                	442

              


              

                	2007

                	571

              


              

                	2008

                	472

              


              

                	2009

                	446

              


              

                	2010

                	305

              


              

                	2011

                	279

              


              

                	2012

                	212

              


              

                	2013

                	251

              


              

                	2014

                	182

              


              

                	

                  Total

                

                	

                  7.595

                

              


            

          


          El día de aprobación de la ponencia de valores total condiciona la normativa catastral, módulos y año de referencia de los valores catastrales aplicables en el municipio. La modificación de la normativa de valor catastral o de los módulos de valor no supone la modificación de los valores catastrales en vigor, ya que sólo serán de aplicación en los procedimientos de valoración colectiva de carácter general que se realicen a partir de su aprobación, así como los sucesivos procedimientos de valoración colectiva de carácter parcial que afecten al municipio.


          A fecha de hoy no hay ponencias de valores catastrales de bienes inmuebles rústicos, ya que tal y como se ha mencionado con anterioridad, la Disposición transitoria segunda del TRLCI establece que la determinación del valor catastral de los bienes inmuebles rústicos queda en suspenso hasta que se establezca fecha de aplicación mediante ley.


          El año 2007 se redactaron todas las ponencias de valores de los bienes inmuebles de características especiales del territorio de ámbito común. El año 2008 se redactaron las ponencias de valores especiales referentes a los parques eólicos y a las centrales de energía solar.


          Las ponencias de valores especiales han dado el siguiente resultado (datos referidos a 1 de enero de 2015):


          

            

              

              

            

            

              

                	

                  Tipo BICE

                

                	

                  Unidades

                

              


            

            

              

                	A1 Producción de energía eléctrica

                	131

              


              

                	A2 Gas

                	6

              


              

                	A3 Refino de petróleo

                	12

              


              

                	A4 Centrales nucleares

                	12

              


              

                	A5 Parques eólicos

                	1.390

              


              

                	A6 Huertos solares

                	4.164

              


              

                	B Presas, saltos de agua y embalses

                	1.272

              


              

                	C Autopistas, carreteras y túneles de peaje

                	512

              


              

                	D1 Aeropuertos

                	71

              


              

                	D2 Puertos comerciales

                	74

              


              

                	Total

                	7.644

              


            

          


          

          

            1.5.3.2.2. 

             Por ámbito espacial: totales, parciales

          


          Ponencia de valores total: El ámbito de la ponencia es la totalidad de los bienes inmuebles de una clase del municipio.


          Ponencia de valores parcial: El ámbito de la ponencia afecta a parte de los bienes inmuebles de una clase en un municipio


          Las ponencias de valores totales de bienes urbanos contienen los criterios, módulos de valoración, referencia al planeamiento urbanístico y demás elementos precisos para determinar el valor catastral, ajustándose a las directrices de coordinación de valores de carácter general.


          La ponencia de valores recoge y desarrolla los criterios de valoración de la normativa de valoración catastral vigente (RD 1020/93), que mantiene su vigencia de acuerdo con lo establecido en la Disposición transitoria cuarta del TRLCI.


          La ponencia de valores total habitualmente se estructura de acuerdo con el siguiente esquema:


          MEMORIA


          Documento que describe el ámbito de aplicación y la normativa contemplada para la valoración de bienes inmuebles urbanos, en el procedimiento de valoración colectiva de carácter general.


          Describe los criterios para la delimitación del suelo de naturaleza urbana, a efectos catastrales, y hace referencia al planeamiento urbanístico general y de desarrollo vigente en el municipio en el momento de la redacción de la ponencia.


          En la memoria se incluye la justificación de la redacción de la ponencia de valores total.


          CRITERIOS VALORATIVOS


          Criterios de coordinación: Se indican los criterios de coordinación aprobados por la Comisión Superior de Coordinación Inmobiliaria a propuesta de la Junta Técnica Territorial de Coordinación Inmobiliaria: y se recogen los importes de los MBR y MBC vigentes para el municipio.


          Criterios de valoración: se detallan los criterios de valoración catastral del suelo y de la construcción, expresándose los elementos y consideraciones a tener en cuenta en la misma en función de la localización del inmueble, circunstancias urbanísticas y de mercado, coste de construcción, gastos de producción y beneficios de la actividad empresarial de promoción que le afecten, y se establecen los valores y coeficientes correctores a aplicar en la valoración, de acuerdo con el siguiente esquema:


          

            	

              –  Se procede a la división del suelo de naturaleza urbana en polígonos de valoración.


            	

              –  Se procede a delimitar zonas de valor que representan ámbitos territoriales en los que es de aplicación el valor de suelo asignado a cada zona.


          


          

            Valoración de suelo

          


          Se definen los valores de suelo en los siguientes tres niveles:


          Valor de suelo en polígono: expresado como valor de repercusión de suelo en polígono VRB), o valor unitario básico de suelo (VUB).


          Valor de suelo en zona: expresado en zonas de valor R, U, PR, PU


          Valor de suelo en parcela, es el resultado de aplicar, sobre el valor expresado en la zona de valor R, U, PR o PU, los coeficientes correctores de valor de suelo que sean de aplicación.


          Como norma general, el valor del suelo se calculará aplicando sobre la superficie realmente construida el valor de repercusión por uso (€/m2 techo), especificado en la zona de valor en la que se emplace el bien que se valora. En el caso de suelo sin edificar, el valor de repercusión de la zona de valor se aplicará sobre el cómputo de la superficie de techo potencial o construible, de acuerdo con la edificabilidad que se considere.


          Determinadas tipologías de bienes inmuebles pueden ser valorados por aplicación del valor unitario (€/m2 suelo) establecido en la zona de valor en la que se ubique la finca, aplicado sobre el cómputo de la superficie de suelo.


          Se suelen valorar por unitario las urbanizaciones con carácter residencial unifamiliar en edificación abierta, y el suelo de uso industrial en edificación abierta.


          También se calcula valor de suelo para el aprovechamiento materializado por construcciones que no consumen edificabilidad (edificaciones bajo rasante), para los cuales se establece un valor de repercusión específico en cada zona de valor.


          Se define cómo debe ser valorado el suelo de las parcelas en las que existe construcción materializada, que no agota la edificabilidad potencial prevista en el planeamiento: a estos efectos se distingue entre:


          

            	

              –  Suelo sin edificar: en el que debe considerarse la superficie de techo potencial calculada con la edificabilidad que se considere.


            	

              –  Parcelas infraedificadas o con construcción ruinosa: se define como finca infraedificada aquella cuya superficie de construcción materializada no alcanza un porcentaje de la superficie de techo potencial edificable en la parcela.Cada ponencia define el porcentaje a partir del cual una finca se considera infraedificada.

Para la obtención del valor del suelo debe considerarse la superficie de techo potencial, calculada con la edificabilidad que se considere.




            	

              –  Parcelas subedificadas: son aquellas en las que no se ha agotado la edificabilidad potencial establecida, pero que no cumplen las condiciones para ser consideradas infraedificadas.Para la obtención del valor del suelo debe considerarse la superficie de construcción realmente materializada.

Si la parcela se sitúa en una zona con valores unitarios, el valor del suelo se obtendrá por aplicación del valor unitario que corresponda a la zona de valor al cómputo de la superficie del suelo.




            	

              –  Parcelas sobreedificadas: parcelas en las que la superficie de construcción materializada es superior a la superficie potencial de techo establecida por el planeamiento.


          


          Para la obtención del valor del suelo debe considerarse la superficie de construcción realmente materializada.


          Si la parcela se sitúa en una zona con valores unitarios, el valor del suelo se obtendrá por aplicación del valor unitario que corresponda a la zona de valor al cómputo de la superficie del suelo.


          La ponencia de valores define también cómo se debe valorar catastralmente el suelo destinado a equipamientos, dotaciones y zonas verdes, para lo cual en las zonas de valores se definen valores unitarios o de repercusión específicos para dichos usos.


          La ponencia de valores recoge los coeficientes correctores de suelo establecidos en la norma 10 del RD 1020/1993, y define su campo de aplicación para el municipio en el cual se redacta la ponencia de valores.


          Respecto el suelo pendiente de desarrollo urbanístico, la ponencia de valores distingue los siguientes casos para los cuales establece cómo debe valorase el suelo:


          En suelo urbano incluido en un ámbito de ejecución o gestión se define cómo se valora el suelo en las siguientes situaciones:


          

            	

              –  Antes de la aprobación del instrumento de desarrollo del planeamiento o de gestión


            	

              –  Una vez aprobado el planeamiento de desarrollo y su reparcelación correspondiente y pendiente de finalizar la urbanización.


            	

              –  Una vez completada la urbanización.


          


          En suelo clasificado como urbanizable con figura de planeamiento de desarrollo aprobado se define cómo se valora el suelo en las siguientes situaciones:


          

            	

              –  Antes de la aprobación de la reparcelación.


            	

              –  Una vez aprobado la reparcelación correspondiente y pendiente de finalizar la urbanización.


            	

              –  Una vez completada la urbanización.


          


          

            Valoración de la construcción

          


          La ponencia reproduce lo que en el TRLCI tiene la consideración de construcciones, cuyo alcance supera el de los edificios, y establece la metodología de reposición para el cálculo de su valor.


          Así, se introduce el sistema de tipificación de las construcciones por asimilación a las tipologías definidas en el cuadro de coeficientes de valor de las construcciones de la norma 20 del RD1020/1993. Dicho cuadro ofrece, para cada tipología y categoría considerada en la descripción de las construcciones, un coeficiente que, multiplicado por el MBC asignado al municipio en el momento de la coordinación de valores, obtendrá el valor unitario de construcción. Dicho valor refleja el coste actual de construcción a nuevo.


          Para la obtención del valor unitario aplicable a las construcciones concretas que existen sobre las parcelas, procede aplicar los coeficientes correctores de construcción detallados en la norma 13 del RD 1020/1993 y cuyo campo de aplicación se detalla en la ponencia de valores. Cabe destacar el coeficiente de depreciación por antigüedad, mediante cuya aplicación se reduce el valor unitario de construcción a aplicar en construcciones antiguas.


          

            Valoración catastral. Procedimiento general

          


          La norma 14 del RD 1020/1993 también prevé coeficientes correctores conjuntos del suelo y de la construcción, ya que determinadas características intrínsecas y extrínsecas de los inmuebles afectan al suelo y las construcciones, por lo que se definen coeficientes correctores conjuntos cuyo campo de aplicación se concreta en la ponencia de valores.


          La ponencia de valores recoge la formulación general de la norma 16 del RD 1020/1993 de 25 de junio, que establece la expresión de la cual se parte para determinar el valor catastral:


          Vv =1,40 [VR + VC] FL


          en la que:


          VV= Valor en venta del producto inmobiliario, en euros/m2 construido.


          VR= Valor de repercusión del suelo en euros/m2 construido.


          VC= Valor de la construcción en euros/m2 construido.


          FL= Factor de localización, que evalúa las diferencias de valor de productos inmobiliarios análogos por su ubicación, características constructivas y circunstancias socio-económicas de carácter local que afecten a la producción inmobiliaria.


          Las cuantías de este coeficiente estarán comprendidas entre las siguientes:


          1,2857 ≥ FL ≥ 0,7143


          La componente de los gastos y beneficios de la promoción inmobiliaria queda representada por el producto del factor de localización FL por 1,40; si este producto lo definimos como un factor GB, (y que por tanto puede oscilar entre 1,00 y 1,80) obtendremos la siguiente expresión:


          Vv =GB [VR + VC]


          A partir del estudio de mercado realizado en el municipio se determina la componente de gastos y beneficios, que toma los valores que se expresan en la ponencia para cada zona de valor.


          Puesto que el valor catastral (Vcat) debe guardar una relación con el mercado (Vv) definida mediante el coeficiente de Referencia al mercado (RM) de 0’50, se obtienen las siguientes expresiones:


          En parcelas edificadas:


          Vcat = Vv * RM = GB (Vs +Vc) * RM


          Vcat = 0,5 * GB (Vs +Vc)


          En parcelas sin edificar y en fincas infraedificadas u ocupadas por construcciones ruinosas, el coeficiente de gastos y beneficios de la promoción será 1, por lo que la formulación quedará reducida a la siguiente expresión:


          Vcat = 0,5 * Vs


          

            Valoración catastral. Procedimiento singularizado

          


          El artículo 3 del RD 1020/1993 establece que en el caso de inmuebles que excedan del ámbito territorial de un municipio o cuyas características especiales impidan su valoración, de acuerdo con el procedimiento establecido con carácter general, se individualizará en la Ponencia de valores el procedimiento específico para su valoración, concretándose los inmuebles a los que dicho procedimiento será de aplicación.


          A su vez la norma 12.3 del RD 1020/1993 establece que cuando las especiales características de una construcción no permitan su identificación con alguno de los tipos definidos en el cuadro antes citado, ni su asimilación a ninguna de las tipologías descritas, se realizará una valoración singularizada, utilizando el método valorativo que prevea la Ponencia de valores. En este caso no serán de aplicación los coeficientes del cuadro al que se refiere la norma 20.


          Recordemos que el catastro clasifica determinados bienes inmuebles como bienes inmuebles de características especiales. Dichos bienes inmuebles son "numerus clausus" puesto que sólo pertenecen a esta clase de bienes catastrales los que formen parte de la "lista" que los describen. Los bienes inmuebles de características especiales no se valoran mediante la ponencia de valores total de bienes inmuebles urbanos, sino mediante una ponencia de valores especial.


          Cuando en el término municipal se sitúen bienes por cuyas características no puedan ser valorados por el procedimiento general descrito en la ponencia, y no sean bienes inmuebles de características especiales, se incluirá en la ponencia de valores total el procedimiento singularizado de valoración catastral que corresponde aplicar a cada tipo de bien singular que exista en el municipio.


          Los bienes inmuebles susceptibles de valoración singularizada son los siguientes:


          Cámpines y campos de golf.


          Aeródromos y helipuertos (no clasificados como bien inmueble de características especiales).


          Puertos pesqueros, deportivos, comerciales (no clasificados como bien inmueble de características especiales).


          Presas, embalses, y saltos de agua (no clasificados como bien inmueble de características especiales).


          Estaciones de esquí.


          Grandes antenas, estaciones de seguimiento espacial y similares.


          Vertederos.


          LISTADO DE POLÍGONOS Y ZONAS DE VALOR


          Contiene la relación de polígonos fiscales en los que se divide el suelo urbano del municipio, a efectos catastrales, con indicación de sus valores básicos (valor de repercusión de suelo en polígono VRB, o valor unitario básico de suelo VUB),


          Contiene la relación de zonas de valor, con indicación de los valores de suelo expresados mediante códigos R, U PR, PU, así como sus importes por usos, y del coeficiente GB aplicable (1,40 por factor de localización definido por zona de valor).


          ANÁLISIS Y CONCLUSIONES DEL MERCADO INMOBILIARIO


          Documento que incluye las conclusiones del estudio del mercado inmobiliario realizado para determinar los valores del suelo y de la construcción, que incluye el ámbito del estudio, la descripción de las tipologías constructivas características, datos territoriales y socioeconómicos y su análisis, análisis de los datos inmobiliarios, valores medios, etc. y la comparación de los valores catastrales resultantes con los valores de mercado, en cumplimiento de los artículos 21 y 22 y 23 del RD 1020/1993.


          Las fuentes de información de mercado utilizadas para la elaboración del estudio de mercado son las siguientes:


          

            	

              –  En el ámbito del estudio, datos sobre el valor de los inmuebles consignado en escritura pública así como la información sobre las tasaciones hipotecarias recopiladas en el desarrollo de sus funciones, facilitados por los notarios y registradores de la propiedad a la DGC en cumplimiento del régimen de comunicaciones regulado en la Ley del Catastro.


            	

              –  Información existente en la base de datos catastral de los precios de venta consignados en las escrituras públicas, aportadas por los interesados como documento que acompaña a la declaración de alteración o incorporación catastral.


            	

              –  Muestras de oferta publicadas en distintos medios, y/o obtenidas a través de trabajos de campo.


            	

              –  La DGC cuenta con suministro permanente de información relativa a las transacciones inmobiliarias realizadas, aportados por los fedatarios públicos en todo el territorio nacional en las comunicaciones previstas en la Ley del Catastro.


          


          CATÁLOGO DE CATEGORÍAS CONSTRUCTIVAS


          Es el documento en el que se analizan las tipologías constructivas, en concordancia con las establecidas en el RD 1020/1993, de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana. Por comparación con dichas tipologías, se establece el uso, clase, modalidad y categoría de las construcciones para su valoración.


          CARTOGRAFÍA


          La ponencia incluye planos descriptivos que complementan el contenido de los documentos anteriores, en los que se describen gráficamente.


          Dichos planos describen:


          

            	

              –  La delimitación del suelo de naturaleza urbana.


            	

              –  La delimitación de los polígonos de valoración.


            	

              –  La delimitación de las zonas de valor.


          


          

            Ponencia de valores parcial: El ámbito de la ponencia afecta a parte de los bienes inmuebles de una clase en un municipio.


          En el caso de los bienes urbanos, la ponencia de valores parcial mantiene los criterios, módulos de valoración, referencia al planeamiento urbanístico y demás elementos precisos para determinar el valor catastral, ajustándose a las directrices de coordinación de valores de carácter general establecidas en la ponencia total del municipio.


          Por tanto, el marco normativo y de coordinación de valores que debe respetar la ponencia parcial es el correspondiente al vigente y considerado en la fecha de aprobación de la ponencia de valores total, y las modificaciones del módulo "M", MBR, MBC, normativa técnica de valoración catastral o criterios de valoración que puedan haber sido aprobados con posterioridad a la fecha de aprobación de la ponencia total, no son de aplicación en la ponencia parcial.


          La ponencia de valores parcial, habitualmente se estructura de acuerdo con el siguiente esquema:


          MEMORIA


          Documento que describe el ámbito de aplicación de la ponencia parcial y la normativa contemplada para su redacción, que es la misma que la considerada en su momento en la ponencia de valores total del municipio.


          La ponencia de valores parcial puede modificar la delimitación de suelo urbano aprobada en la ponencia de valores total vigente, incorporando o excluyendo suelo urbano respecto la delimitación inicial. Por ello describe los criterios para la delimitación del suelo de naturaleza urbana a efectos catastrales, y hace referencia al planeamiento urbanístico general y de desarrollo vigente en el municipio en el momento de la redacción de la ponencia parcial, y que probablemente sea el origen de la misma.


          En la memoria se incluye la justificación de la redacción de la ponencia de valores parcial.


          CRITERIOS VALORATIVOS


          Se mantienen los módulos, valores y criterios de valoración establecidos en la ponencia de valores total vigente. Se mantiene la fecha de referencia de los valores catastrales al año de entrada en vigor de la ponencia de valores total.


          Se determinan los valores de suelo a aplicar en los ámbitos afectados por la ponencia parcial, que serán los que les correspondan dentro del rango de valores aprobado en la ponencia total.


          Los bienes inmuebles que se sitúen fuera de la nueva delimitación de suelo urbano y que antes eran urbanos, se describirán según sus características rústicas y se les asigna el valor de cultivo que corresponda en el municipio o, si se trata de suelos urbanizables incluidos en sectores sin se hayan establecido para ellos las determinaciones de ordenación detallada o pormenorizada, de acuerdo con la legislación urbanística aplicable al bien, se valora por módulos atendiendo a su localización.


          LISTADO DE POLÍGONOS Y ZONAS DE VALOR


          En el ámbito afectado por la ponencia parcial


          Si procede, contiene la relación de polígonos fiscales en los que se divide el suelo urbano a efectos catastrales del municipio, con indicación de sus valores básicos (valor de repercusión de suelo en polígono VRB, o valor unitario básico de suelo VUB),


          Contiene la relación de zonas de valor, con indicación de los valores de suelo expresados mediante códigos R, U PR, PU, así como sus importes por usos, y del coeficiente GB aplicable (1,40 por factor de localización definido por zona de valor)


          CARTOGRAFÍA


          La ponencia parcial incluye planos descriptivos que complementan el contenido de los documentos anteriores en los que se describen gráficamente.


          Dichos planos describen:


          

            	

              –  Si corresponde, nueva delimitación del suelo de naturaleza urbana, con indicación del suelo que se incorpora y del suelo que se excluye de la delimitación.


            	

              –  Si corresponde, definición de los polígonos de valoración en el ámbito de ampliación de reducción de suelo.


            	

              –  La delimitación de las zonas de valor de las zonas incluidas en la ponencia parcial.


          


          

          

            1.5.3.3. 

             Procedimiento de valoración colectiva

          


          

          

            1.5.3.3.1. 

             Procedimiento de valoración colectiva de carácter general

          


          El procedimiento de valoración colectiva de carácter general tiene por objeto la valoración catastral simultánea de todos los bienes inmuebles de una misma clase (urbanos, rústicos o de características especiales), en un mismo momento, el de redacción de la ponencia, con el objetivo de referenciarlos, de manera homogénea con los valores de mercado de dicho momento.


          El procedimiento se puede tramitar cuando se pongan de manifiesto diferencias sustanciales entre los valores de mercado y los que sirvieron de base para la determinación de los valores catastrales vigentes. Para su tramitación es preciso que hayan transcurrido al menos cinco años desde la entrada en vigor de los valores resultantes de la aplicación del anterior procedimiento de valoración colectiva de carácter general, y se realizará a partir de los diez años desde dicha fecha.


          En el caso de los bienes inmuebles urbanos y rústicos, el procedimiento de valoración colectiva de carácter general se refiere a un determinado ámbito territorial, en general el término municipal. En el caso de los bienes inmuebles de características especiales, el ámbito puede ser el del bien inmueble que se valora, o el de todos los de una misma especialidad.


          El procedimiento de valoración colectiva de carácter general puede iniciarse de oficio o a instancia de los Ayuntamientos. El procedimiento se inicia con la aprobación de una ponencia de valores total. La ponencia de valores total es el documento que recoge los criterios, módulos de valoración, planeamiento urbanístico y demás elementos precisos para determinar el valor catastral, y que se ajusta a las directrices dictadas para la coordinación de valores.


          A partir del año 2006, con vigencia 1 de enero de 2007, mediante la tramitación de un procedimiento de valoración colectiva de carácter general, simultáneamente a la tramitación de dicho procedimiento se determina el valor catastral para todos los inmuebles que cuenten con una construcción en suelo de naturaleza rústica, incluso las anteriormente denominadas "indispensables para las explotaciones ganaderas, agrícolas o forestales", de acuerdo con los regulado en la Disposición transitoria primera del TRLCI. Hasta que no se aprueben normas reglamentarias de valoración de inmuebles rústicos, el valor catastral de estos bienes inmuebles rústicos construidos se obtendrá de la siguiente manera:


          

            	

              a)  El valor del suelo de la superficie ocupada por las construcciones se determinará por aplicación de los módulos específicos que se aprueben por Orden del Ministro de Hacienda y Función Pública (actualmente orden EHA/3188/2006).


            	

              b)  El valor de la construcción se obtendrá por aplicación de idénticas reglas a las que se determinen para la obtención del valor de las construcciones de los bienes inmuebles urbanos, en la ponencia de valores aprobada en el procedimiento de valoración colectiva.


            	

              c)  El valor catastral del inmueble resultará de la suma de dos componentes, de los cuales, el primero se calculará mediante la suma de los valores resultantes de las reglas anteriores (valor del suelo ocupado por las construcciones y valor de las construcciones), afectada por el coeficiente de referencia al mercado vigente para los inmuebles urbanos (actualmente 0,50), y el segundo estará constituido, en su caso, por el valor catastral vigente del suelo del inmueble no ocupado por construcciones, es decir, el valor del cultivo.


          


          En defecto de norma específica, al procedimiento de determinación del valor catastral y de la base liquidable del IBI de los inmuebles rústicos aquí referidos le será de aplicación la regulación propia del procedimiento de valoración colectiva de carácter general, especialmente en lo relativo a la competencia para la determinación del valor catastral y de la base liquidable, a la realización del trámite de audiencia, a la notificación y efectividad de los valores catastrales y bases liquidables y a la impugnación de los actos que se dicten.


          En el procedimiento de valoración colectiva de carácter general se pueden diferenciar dos fases: La primera fase la constituye los trabajos para la redacción y aprobación de la ponencia de valores total (antes de 1 de julio). La segunda fase la constituye la notificación individualizada a los titulares del resultado de la aplicación de la nueva ponencia de valores sobre los bienes inmuebles incorporados al procedimiento (antes del 31 de diciembre).


          Respecto a la primera fase del procedimiento:


          Las ponencias de valores se elaboran por la DGC, a través de sus Gerencias Territoriales.


          Con carácter previo a su aprobación, las ponencias de valores totales se deben someter a informe facultativo y no vinculante del Ayuntamiento o Ayuntamientos interesados (artículo 27.2 del TRLCI, artículo 80 de la LPA).


          Asimismo, en los procedimientos de aprobación de ponencias de valores y en los de valoración colectiva, se realizará trámite de audiencia de manera colectiva, previo a la aprobación de la ponencia de valores, a cuyos efectos se publicará un edicto en la Sede Electrónica del Catastro y en el boletín oficial correspondiente, en el que se anunciará la apertura del mencionado trámite. La audiencia se extenderá por un período de 10 días durante el cual los titulares catastrales podrán presentar las alegaciones y pruebas que estimen convenientes (artículo 26.2 del RD 417/2006). Dicho trámite de audiencia se aplica igualmente cuando, por la tramitación del procedimiento de valoración colectiva de carácter general, deban valorarse los bienes inmuebles rústicos con construcción.


          Las ponencias de valores totales se aprueban por el Director General del Catastro, a iniciativa de la Gerencia en al que se ubique el municipio al que se refiere (artículo 4 del TRLCI y artículo 4 del RD 256/2012, de 27 de enero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas -ahora Ministerio de Hacienda y Función Pública).


          Los acuerdos de aprobación de las ponencias de valores se publicaran por edicto en la Sede Electrónica de la DGC se realizará antes del 1 de julio del año en que se adopten (artículo 27.3 del TRLCI).


          Las ponencias de valores son recurribles en vía económico administrativa, sin que la interposición de la reclamación suspenda la ejecutoriedad del acto.


          Con carácter potestativo y previo a la reclamación económico administrativa, se puede interponer recurso de reposición ante el órgano que aprobó la ponencia, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos


          Una vez aprobada la ponencia de valores se inicia la segunda fase, en la cual se procede a la notificación individualizada del resultado de su aplicación.


          Entre los datos que forman parte de la notificación individualizada de los procedimientos de valoración colectiva de carácter general, además del nuevo valor catastral que constituye la base imponible del IBI, se notifica la base liquidable del impuesto del primer ejercicio de vigencia del procedimiento de valoración colectiva de carácter general.


          La DGC, una vez aprobada la ponencia de valores total, y antes del inicio del trámite de notificación individualizada, determina un cociente calculado con sus dos primeros decimales, que se obtiene de dividir el valor catastral medio de todos los inmuebles de la misma clase del municipio incluidos en el último padrón entre la media de los valores catastrales resultantes de la aplicación de la nueva ponencia de valores. Los anuncios de exposición pública de estos valores medios se publican por edictos en el BOP, indicándose el lugar y plazo, que no será inferior a 15 días (artículo 69.b del TRLRHL). Esta publicación se realiza también en el portal de la DGC. Este cociente se utilizará, en determinados supuestos, en el proceso de cálculo de la base liquidable del IBI.


          También se incorpora a las notificaciones de los valores catastrales resultantes del procedimiento de valoración colectiva de carácter general, información sobre la cuota del IBI, por lo que los Ayuntamientos deben remitir al Catastro el tipo de gravamen previsto para el ejercicio siguiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72.6 del TRLRHL en el que se establece que "Los ayuntamientos que acuerden nuevos tipos de gravamen, por estar incurso el municipio respectivo en procedimientos de valoración colectiva de carácter general, deberán aprobar dichos tipos provisionalmente con anterioridad al inicio de las notificaciones individualizadas de los nuevos valores y, en todo caso, antes del 1 de julio del año inmediatamente anterior a aquel en que deban surtir efecto. De este acuerdo se dará traslado a la DGC dentro de dicho plazo."


          Puesto que junto con los inmuebles incorporados en el procedimiento de valoración colectiva de carácter general también se valoran las construcciones situadas en suelo rústico, el alcance de la comunicación de los tipos de gravamen se refiere a los tipos de IBI urbano y rústico, que deberá ser fijado en ordenanza fiscal mediante acuerdo plenario, así como los beneficios fiscales que en ella se establezcan.


          A su vez, la Disposición transitoria decimoctava del TRLRHL establece el mismo régimen de vigencia en la reducción de la base imponible que en el IBI urbano para los bienes inmuebles rústicos construidos, con la singularidad de que el valor base que se precisa para el cálculo de la base liquidable se obtiene como el resultado de multiplicar la suma del valor del suelo ocupado por la construcción y el valor de construcción, por un coeficiente que aprueba el Ayuntamiento en su ordenanza fiscal, y que puede situarse entre un mínimo de 0,5 y un máximo de 1. En caso de que no se apruebe dicho coeficiente en la ordenanza fiscal la ley prevé que se aplicará el coeficiente 0,5.


          Así pues, para poder incorporar información sobre la base liquidable y la cuota resultante del IBI rústico de los bienes inmuebles rústicos construidos, el Ayuntamiento también debe comunicar el coeficiente para la obtención del valor base utilizado para el cálculo de la reducción de la base imponible, aplicable a las construcciones ubicadas sobre el suelo rústico, aprobado en la ordenanza fiscal, que debe situarse entre 0,5 y 1.


          El trámite de notificación individualizada resultante del procedimiento de valoración colectiva de carácter general se inicia mediante la publicación de un anuncio en la Sede Electrónica de la DGC (artículo 29.1 del TRLCI). En dicho anuncio se pone en conocimiento de los titulares catastrales el inicio del trámite de notificación correspondiente al procedimiento de valoración colectiva de carácter general de bienes inmuebles urbanos, así como de los inmuebles con construcciones en suelo rústico del término municipal correspondiente al municipio en el que se tramita el procedimiento de valoración colectiva de carácter general, llevado a cabo por la Gerencia Regional del Catastro que corresponda.


          Con posterioridad, se realiza el trámite de audiencia previo a la notificación de los valores catastrales individualizados resultantes del procedimiento de valoración colectiva de carácter general. Dicho trámite se anuncia en el boletín oficial que corresponda (artículo 26.2 del RD 417/2006) por un período de diez días hábiles, durante el que los titulares catastrales podrán presentar las alegaciones y pruebas que estimen convenientes. Esta publicación se realizará también en el Portal de la DGC.


          Los valores catastrales individualizados resultantes de este procedimiento podrán notificarse a los titulares catastrales mediante notificación electrónica, por comparecencia presencial o por notificación personal y directa por medios no electrónicos. En el caso de bienes inmuebles que correspondan a un mismo titular catastral, dichos valores individualizados pueden agruparse en una o varias notificaciones.


          Una vez publicado el anuncio del inicio del trámite de notificación, se informará al interesado mediante comunicación sin acuse de recibo, sobre el procedimiento que motiva la notificación, la forma de efectuar la comparecencia, ya sea electrónica o presencial, el lugar y plazo para realizarla y la clave concertada para comparecer electrónicamente.


          A los titulares que no hayan comparecido electrónicamente en el plazo establecido se procederá a notificarles de manera personal y directa en los siguientes términos:


          

            	

              a)  Se practicará la notificación, por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción, así como de la fecha, la identidad de quien la recibe y el contenido del acto notificado, incorporándose al expediente la acreditación de la notificación efectuada.


            	

              b)  Cuando no sea posible realizar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables a la Administración, y una vez intentado por dos veces, o por una sola si constara como desconocido, se hará así constar en el expediente con expresión de las circunstancias de los intentos de notificación.


          


          En estos casos se publicará anuncio en el BOE, en el que se indicará lugar (el Ayuntamiento y la Gerencia Territorial del Catastro) y plazo de exposición pública (10 días hábiles) de la relación de titulares con notificaciones pendientes (artículo 29.4 del TRLCI). Transcurrido dicho plazo sin haber comparecido, la notificación se entenderá producida a todos los efectos legales desde el día siguiente al de su vencimiento. El plazo de un mes para la interposición del recurso de reposición o reclamación económico-administrativa contra los valores catastrales se contará a partir del día siguiente al de la finalización del plazo para comparecer.


          Los acuerdos adoptados por la tramitación del procedimiento de valoración colectiva de carácter general tendrán efectividad el 1 de enero del año siguiente a aquel en que se produzca su notificación (artículo 29.5 del TRLCI).


          Contra la resolución del procedimiento, que no pone fin a la vía administrativa, se puede interponer alguno de los siguientes recursos:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el TEAR. Si el importe del valor catastral del bien inmueble excede de 1.800.000 euros, se podrá optar por interponer dicha reclamación directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dichas reclamaciones económico administrativas se puede interponer recurso de reposición ante el órgano que aprobó la ponencia, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          En el ámbito del IBI, los procedimientos de valoración colectiva inician un período de 9 años en los que es de aplicación una reducción en la base imponible del impuesto (artículo 68 del TRLRHL). Este período de tiempo es único para todos los bienes inmuebles de la misma clase en el municipio, y las inscripciones de las alteraciones de las características catastrales de los bienes inmuebles que se produzcan con posterioridad a la entrada en vigencia del mencionado procedimiento de valoración colectiva de carácter general (excepto cuando se trate de un nuevo procedimiento de valoración colectiva de carácter general) no abren un nuevo período de reducción de 9 años para el bien inmueble afectado, sino que la reducción que le resulte de aplicación será la que le corresponda al año de efectos de la alteración dentro del cómputo de nueve años general del municipio.


          

          

            1.5.3.3.2. 

             Procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial

          


          El procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial tiene por objeto la valoración de todos los bienes inmuebles de una misma clase de alguna o varias zonas, polígonos discontinuos o fincas.


          El procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial complementa al procedimiento de valoración colectiva de carácter general en parte del territorio, y debe garantizar la coordinación de los nuevos valores catastrales (los obtenidos en el procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial) con los del resto de los inmuebles del municipio (los obtenidos en el procedimiento de valoración colectiva de carácter general) (artículo 28.3 del TRLCI). Dicha coordinación alcanza a los criterios y directrices de coordinación, áreas económicas homogéneas, módulos, bandas de coeficientes y coeficientes correctores para valorar el suelo y las construcciones convencionales, que son los determinados en la correspondiente Ponencia de valores total vigente mediante la cual se tramitó el procedimiento de valoración colectiva de carácter general.


          El procedimiento se puede tramitar cuando se ponga de manifiesto diferencias entre las circunstancias (urbanísticas, de proporcionalidad de valor con del mercado en un ámbito del municipio respecto el resto de bienes de la misma clase, etc.) consideradas en la ponencia de valores vigente, y la realidad inmobiliaria.


          El procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial puede iniciarse de oficio o a instancia de los Ayuntamientos.


          El procedimiento se inicia con la aprobación de una ponencia de valores parcial.


          La ponencia de valores parcial es el documento en el que se define el ámbito territorial en el que se aplicará la ponencia parcial, y mantiene los criterios y directrices de coordinación, áreas económicas homogéneas, módulos, bandas de coeficientes y coeficientes correctores para valorar el suelo y las construcciones convencionales, determinados en la vigente Ponencia de valores total.


          En el procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial se pueden diferenciar dos fases: La primera fase la constituye los trabajos para la redacción y aprobación de la ponencia de valores parcial (antes de 1 de octubre). La segunda fase la constituye la notificación individualizada a los titulares del resultado de la aplicación de la ponencia de valores parcial sobre los bienes inmuebles incorporados al procedimiento (antes del 31 de diciembre).


          Respecto a la primera fase del procedimiento:


          Las ponencias de valores se elaboran por la DGC, a través de sus Gerencias territoriales.


          Con carácter previo a su aprobación, las ponencias de valores parciales se deben someter a informe facultativo y no vinculante del Ayuntamiento o Ayuntamientos interesados (artículo 80 de la LPA).


          Asimismo, en los procedimientos de aprobación de ponencias de valores parciales y en los de valoración colectiva, se realizará trámite de audiencia de manera colectiva, a cuyos efectos se publicará un edicto en la Sede Electrónica del Catastro (antes en el boletín oficial correspondiente) en el que se anunciará la apertura del mencionado trámite. La audiencia se extenderá por un período de 10 días, durante el cual los titulares catastrales podrán presentar las alegaciones y pruebas que estimen convenientes.


          Los acuerdos de aprobación de las ponencias de valores parciales se publicaran por edicto en la Sede Electrónica de la DGC, antes del 1 de octubre del año en que se adopten.


          Las ponencias de valores parciales se aprueban por el Gerente de la Gerencia del Catastro en al que se ubique el municipio al que se refiere (artículo 4 del TRLCI y artículo 4 del RD 256/2012, de 27 de enero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas -ahora Ministerio de Hacienda y Función Pública).


          Las ponencias de valores son recurribles en vía económico administrativa, sin que la interposición de la reclamación suspenda la ejecutoriedad del acto.


          Con carácter potestativo y previo a la reclamación económico administrativa se puede interponer recurso de reposición ante el órgano que aprobó la ponencia, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos


          Una vez aprobada la ponencia de valores parcial, se inicia la segunda fase en la cual se procede a la notificación individualizada del resultado su aplicación.


          Entre los datos que forman parte de la notificación individualizada de los procedimientos de valoración colectiva de carácter parcial, además del nuevo valor catastral que constituye la base imponible del IBI, se notifica la base liquidable del impuesto del primer ejercicio de vigencia del procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial (artículo 66.2 del TRLRHL). En el ámbito del IBI, el procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial no inicia un nuevo período de 9 años en los que es de aplicación una reducción en la base imponible del impuesto, sino que se inserta en la reducción que corresponda dentro del cómputo de nueve años cuantificado desde la entrada del procedimiento de valoración colectiva de carácter general del municipio.


          El trámite de notificación individualizada, resultante del procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial, se inicia mediante la publicación de un anuncio en la Sede Electrónica de la DGC.


          Los valores catastrales individualizados resultantes de este procedimiento, podrán notificarse a los titulares catastrales mediante notificación electrónica, por comparecencia presencial o por notificación personal y directa por medios no electrónicos. En el caso de bienes inmuebles que correspondan a un mismo titular catastral, dichos valores individualizados pueden agruparse en una o varias notificaciones.


          Una vez publicado el anuncio del inicio del trámite de notificación, se informará al interesado mediante comunicación sin acuse de recibo sobre el procedimiento que motiva la notificación, la forma de efectuar la comparecencia, ya sea electrónica o presencial, el lugar y plazo para realizarla y la clave concertada para comparecer electrónicamente.


          A los titulares que no hayan comparecido electrónicamente en el plazo establecido se procederá a notificarles de manera personal y directa en los siguientes términos:


          

            	

              a)  Se practicará la notificación, por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción, así como de la fecha, la identidad de quien la recibe y el contenido del acto notificado, incorporándose al expediente la acreditación de la notificación efectuada.


            	

              b)  Cuando no sea posible realizar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables a la Administración, y una vez intentado por dos veces, o por una sola si constara como desconocido, se hará así constar en el expediente con expresión de las circunstancias de los intentos de notificación.


          


          En estos casos se publicará anuncio en el BOE, en el que se indicará lugar (el Ayuntamiento y la Gerencia Territorial del Catastro) y plazo de exposición pública (10 días hábiles) de la relación de titulares con notificaciones pendientes (artículo 29.4 del TRLCI). Transcurrido dicho plazo sin haber comparecido, la notificación se entenderá producida a todos los efectos legales desde el día siguiente al de su vencimiento. El plazo de un mes para la interposición del recurso de reposición o reclamación económico-administrativa contra los valores catastrales se contará a partir del día siguiente al de la finalización del plazo para comparecer.


          Los acuerdos adoptados por la tramitación del procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial tendrán efectividad el 1 de enero del año siguiente a aquel en que se produzca su notificación.


          Contra la resolución del procedimiento, que no pone fin a la vía administrativa, se puede interponer alguno de los siguientes recursos:


          

            	

              –  Reclamación económico-administrativa ante el TEAR. Si el importe del valor catastral del bien inmueble excede de 1.800.000 euros, se podrá optar por interponer dicha reclamación directamente, ante el TEAC.


            	

              –  Con carácter potestativo y previo a dichas reclamaciones económico administrativas, se puede interponer recurso de reposición ante el órgano que aprobó la ponencia, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.


          


          

          

            1.5.3.3.3. 

             Procedimiento simplificado de valoración colectiva

          


          El procedimiento simplificado de valoración colectiva (artículo 30 del TRLCI) se caracteriza por no precisar de la aprobación previa de una ponencia de valores. El procedimiento simplificado se utiliza para actualizar la descripción urbanística de los bienes inmuebles en el Catastro, a medida que se aprueban y desarrollan figuras de planeamiento y/o de gestión urbanística con repercusión en el valor de los bienes inmuebles (cambios en clasificación y/o calificación del suelo, de su uso admitido urbanísticamente, o de su aprovechamiento).


          Los procedimientos simplificados de valoración colectiva se pueden tramitar cuando:


          

            	

              a)  Se apruebe una modificación de planeamiento que varíe el aprovechamiento urbanístico (metros cuadrados de techo que se puede construir) de usos previamente establecidos.A efectos catastrales, se mantiene la naturaleza urbana del suelo, pero debe variar su valor por haber variado su aprovechamiento urbanístico.

La valoración catastral se verá afectada en los bienes inmuebles en los que el valor de suelo se obtenga por aplicación del valor de repercusión de suelo de la ponencia sobre los metros cuadrados de techo que se podían edificar sobre la parcela, de acuerdo con el planeamiento anterior.

Si la modificación de planeamiento varía los metros cuadrados de techo que se pueden edificar sobre la parcela respecto lo autorizado por el planeamiento anterior, el valor de suelo debe actualizarse en el mismo sentido, aumentando de valor si la edificabilidad potencial se incrementa, o disminuyendo de valor, si la edificabilidad potencial se reduce, por aplicación del valor de repercusión vigente en la ponencia sobre los metros cuadrados de techo que se pueden edificar sobre la parcela según el nuevo planeamiento.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que tuviere lugar la aprobación o modificación del instrumento de ordenación que origine el procedimiento.




            	

              b)  Se apruebe una modificación de planeamiento que varíe los usos previamente establecidos.A efectos catastrales se mantiene la naturaleza urbana del suelo, pero debe variar su valor por haber variado el uso urbanístico del suelo.

La valoración catastral se verá afectada en los bienes inmuebles en los que el valor de suelo se obtenga por aplicación del valor de repercusión de suelo que se indica en la ponencia de valores para el uso urbanístico anterior sobre los metros cuadrados de techo que se pueden edificar sobre la parcela.

Si la modificación de planeamiento varia el uso urbanístico, el valor de repercusión que debe aplicarse también debe variar. Debe utilizarse el mínimo valor de repercusión del nuevo uso que esté previsto en el polígono de valoración al que pertenezca la parcela o, en su defecto, del mínimo valor de repercusión de dicho uso previsto en la ponencia de valores.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que tuviere lugar la aprobación o modificación del instrumento de ordenación urbanística que origine el procedimiento.




            	

              c)  Se apruebe una modificación de planeamiento, o se haya aprobado la figura de desarrollo que establezca las determinaciones de ordenación detallada o pormenorizada, de acuerdo con la legislación urbanística aplicable y, por tanto, deban ser considerados urbanos a efectos catastrales.Cambia la naturaleza catastral del suelo que ha de pasar de ser rústico a urbano, y el suelo puede ser valorado por módulos.

Si la modificación o aprobación de planeamiento de desarrollo varía la clasificación catastral del suelo, pero aún no se ha ejecutado el planeamiento de desarrollo, los bienes inmuebles afectados podrán ser valorados por aplicación de la Orden EHA/3188/2006, de 11 de octubre, por la que se determinan los módulos de valoración a efectos de lo establecido en el artículo 30 del TRLCI.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que tuviere lugar la aprobación o modificación del instrumento de ordenación urbanística que origine el procedimiento.




            	

              d)  En suelo urbanizable sectorizado, con instrumento de desarrollo aprobado pero no ejecutado, cuando se considere que los valores asignados en la ponencia vigente no se corresponden a la Orden de módulos específicos de valor (Orden EHA/3188/2006), se podrán aplicar los módulos resultantes de dicha orden.A efectos catastrales se mantiene la naturaleza urbana del suelo, pero se reduce su valor al valorarse por módulos.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año en que se inicie el procedimiento simplificado.




            	

              e)  Se apruebe una modificación o desarrollo de planeamiento que clasifique directamente un suelo como urbano, urbanizado o equivalente, que antes estaba clasificado como no urbanizable, urbanizable no incluidos en sectores, o urbanizable incluido en sectores sin figura de planeamiento de desarrollo aprobada.Cambia la naturaleza catastral del suelo que ha de pasar de ser rústico a urbano. El nuevo suelo urbano podrá ser valorado tomando como valor de suelo el mínimo de los previstos en la ponencia vigente para el uso de que se trate, sin perjuicio de la consideración, en su caso, de la urbanización pendiente de realizar.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que tuviere lugar la aprobación o modificación del instrumento de ordenación urbanística que origine el procedimiento.




            	

              f)  Se apruebe un proyecto de reparcelación, u otro instrumento de gestión urbanística, en suelos clasificados como urbanizables con figura de desarrollo aprobado.A efectos catastrales, se mantiene la naturaleza urbana del suelo. Las parcelas resultantes podrán ser valoradas tomando como valor de suelo el mínimo de los previstos en la ponencia vigente para el uso de que se trate, sin perjuicio de la consideración, en su caso, de la urbanización pendiente de realizar.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que se haya aprobado la reparcelación.




            	

              g)  Se modifique o anule planeamiento y el suelo de los inmuebles pierda la consideración de suelo de naturaleza urbana, y no esté incluido en alguno de los siguientes supuestos:
	
–  Que esté integrado de forma efectiva en la trama de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población.

	
–  Que sea el ocupado por los núcleos o asentamientos de población aislados, en su caso, del núcleo principal, cualquiera que sea el hábitat en el que se localicen y con independencia del grado de concentración de las edificaciones.

	
–  Que sea suelo ya transformado por contar con los servicios urbanos establecidos por la legislación urbanística o, en su defecto, por disponer de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica.

	
–  Que esté consolidado por la edificación, en la forma y con las características que establezca la legislación urbanística



A efectos catastrales, cambia la naturaleza del suelo que pasa de ser urbano a rústico

Los bienes inmuebles que, con motivo de la modificación o anulación del planeamiento, se sitúen en suelo urbanizable sectorizado sin instrumento de desarrollo aprobado, se podrán valorar como bienes inmuebles rústicos, teniendo en cuenta su localización. Para valorarlos, transitoriamente se aplica la Orden de módulos de valoración (EHA/3188/2006) para usos diferentes del residencial e industrial, de la siguiente manera: El valor del suelo no ocupado por construcciones se obtiene multiplicando la superficie del suelo afectada por la nueva clasificación por el módulo unitario de suelo obtenido, multiplicado por un coeficiente de 0,60, y por el coeficiente de referencia al mercado de 0,50.

Los bienes inmuebles que, con motivo de la modificación o anulación del planeamiento se sitúen en suelo urbanizable no sectorizado o en suelo no urbanizable, se podrán valorar como bienes inmuebles rústicos en función del tipo de cultivo e intensidad productiva.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que tuviere lugar la aprobación, modificación o anulación del instrumento de ordenación o gestión urbanística que origine el procedimiento.




            	

              h)  Se apruebe una modificación o desarrollo de planeamiento que clasifique terrenos que tengan la consideración de urbanizables o aquellos para los que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística aprobados prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, siempre que se incluyan en sectores o ámbitos espaciales delimitados, para los cuales aún no se hayan establecido las determinaciones de ordenación detallada o pormenorizada, de acuerdo con la legislación urbanística aplicable.Se mantiene la naturaleza catastral rústica del suelo. Los bienes inmuebles afectados se podrán valorar como bienes inmuebles rústicos, teniendo en cuenta su localización.

Para valorarlos, transitoriamente se aplica la Orden de módulos de valoración (EHA/3188/2006) para usos diferentes del residencial e industrial de la siguiente manera: El valor del suelo no ocupado por construcciones se obtiene multiplicando la superficie del suelo afectada por la nueva clasificación por el módulo unitario de suelo obtenido, multiplicado por un coeficiente de 0,60, y por el coeficiente de referencia al mercado de 0,50.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año siguiente a aquel en que tuviere lugar la aprobación, modificación del instrumento de ordenación urbanística que origine el procedimiento.




            	

              i)  Los bienes inmuebles inscritos en Catastro como bienes inmuebles urbanos (a efectos catastrales) que con motivo de la nueva redacción del artículo 7.2b del TRLCI deben cambiar su condición para pasar a ser considerados rústicos, se podrán valorar como bienes inmuebles rústicos, teniendo en cuenta su localización.Cambia la naturaleza catastral del suelo que ha de pasar de ser urbano a rústico, por la nueva redacción del artículo 7.2b del TRLCI.

A estos efectos, la Disposición transitoria séptima del TRLCI, régimen transitorio para la aplicación de la modificación del artículo 7.2b, establece que la consideración como suelo rústico a efectos catastrales del situado en ámbitos clasificados como urbanizables sectorizados sin instrumento de desarrollo aprobado, será de aplicación a partir del primer procedimiento simplificado de valoración colectiva que se inicie con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 13/20015 por la que se modifica el artículo 7.2b del TRLCI, y sus efectos serán a partir del 1 de enero del año en que se inicie el procedimiento simplificado.

Para valorarlos, transitoriamente se aplica la Orden de módulos de valoración (EHA/3188/2006) para usos diferentes del residencial e industrial de la siguiente manera: El valor del suelo no ocupado por construcciones se obtiene multiplicando la superficie del suelo afectada por la nueva clasificación por el módulo unitario de suelo obtenido multiplicado por un coeficiente de 0,60, y por el coeficiente de referencia al mercado de 0,50.

Los actos dictados como consecuencia de este procedimiento se notificarán a los interesados y tendrán efectividad, con independencia del momento en que se notifique, el día 1 de enero del año en el que se inicie el procedimiento simplificado.

El procedimiento simplificado se inicia mediante acuerdo que se publica por edicto en la Sede Electrónica del Catastro (artículo 30.1 del TRLCI) y de manera conjunta se pone en conocimiento de los titulares catastrales la apertura del trámite de audiencia previa a las notificaciones de los acuerdos de fijación de los valores catastrales resultantes del procedimiento de valoración colectiva de carácter simplificado de los bienes inmuebles urbanos, durante el plazo de diez días hábiles, a fin de que los interesados puedan formular las alegaciones y presentar las pruebas que se estimen pertinentes.

Los valores catastrales individualizados resultantes de este procedimiento podrán notificarse a los titulares catastrales mediante notificación electrónica, por comparecencia presencial o por notificación personal y directa por medios no electrónicos. En el caso de bienes inmuebles que correspondan a un mismo titular catastral, dichos valores individualizados pueden agruparse en una o varias notificaciones.

Una vez publicado el anuncio del inicio del trámite de audiencia previa a las notificaciones, se informará al interesado mediante comunicación sin acuse de recibo sobre el procedimiento que motiva la notificación, la forma de efectuar la comparecencia, ya sea electrónica o presencial, el lugar y plazo para realizarla y la clave concertada para comparecer electrónicamente.

A los titulares que no hayan comparecido electrónicamente en el plazo establecido se procederá a notificarles de manera personal y directa, en los siguientes términos:


	
a)  Se practicará la notificación, por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción, así como de la fecha, la identidad de quien la recibe y el contenido del acto notificado, incorporándose al expediente la acreditación de la notificación efectuada.

	
b)  Cuando no sea posible realizar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables a la Administración, y una vez intentado por dos veces, o por una sola si constara como desconocido, se hará así constar en el expediente con expresión de las circunstancias de 



los intentos de notificación.

Contra la resolución del procedimiento que no pone fin a la vía administrativa, se puede interponer alguno de los siguientes recursos:


	
–  Reclamación económico administrativa ante el TEAR. Si el importe del valor catastral del bien inmueble excede de 1.800.000 euros, se podrá optar por interponer dicha reclamación directamente, ante el TEAC.

	
–  Con carácter potestativo y previo a dichas reclamaciones económico administrativas se puede interponer recurso de reposición ante el órgano que aprobó la ponencia, no siendo admisible la interposición simultánea de ambos recursos.






          


          

          

            1.5.3.4. 

             Determinación individual del valor catastral

          


          El valor catastral que resulte de una alteración de la descripción catastral del bien inmueble se determinará individualmente, aplicando los criterios y valores establecidos en la ponencia de valores vigente a la nueva descripción catastral del bien que se valora, en el primer ejercicio de efectividad de la incorporación o modificación de la descripción, o en el caso de tramitación de un procedimiento simplificado, mediante la aplicación de los módulos establecidos al efecto para dicho ejercicio.


          Todo ello sin perjuicio de aplicación de posteriores ponencias de valores o módulos que afecten al inmueble, y de los coeficientes de actualización de valores establecidos por las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado.


          

          

            1.5.4. 

             Actualización del valor catastral

          


          

          

            1.5.4.1. 

             Actualización por aplicación de coeficiente único, para todos los municipios

          


          Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado pueden actualizar los valores catastrales por aplicación de coeficientes, que pueden ser diferentes para cada uno de los grupos de municipios que se establezcan reglamentariamente, o para cada clase de bienes inmuebles.


          Los coeficientes de actualización previstos en las últimas Leyes de Presupuestos Generales del Estado, con respecto a los vigentes para el año correspondiente anterior, han sido los siguientes:


          

            

              

              

              

              

              

            

            

              

                	

                  AÑO

                

                	 

                	

                  

                    INMUEBLES

                  


                  

                    URBANOS

                  


                

                	

                  INMUEBLES RÚSTICOS

                

                	

                  OBSERVACIONES

                

              


            

            

              

                	Para 1981

                	CTU

                	1,35  (1) 


                	C.T.R.P.-

                	 

              


              

                	Para 1984

                	CTU

                	1,36  (2) 


                	-

                	 

              


              

                	Para 1986

                	CTU

                	1,20  (3) 


                	-

                	 

              


              

                	Para 1987

                	CTU

                	1,05

                	-

                	 

              


              

                	Para 1988

                	CTU

                	1,03

                	-

                	 

              


              

                	Para 1989

                	CTU

                	1,03

                	-

                	 

              


              

                	Para 1990

                	IBI

                	1,05

                	1,05

                	Artículo 25 Ley 5/1990, de 29 de junio

              


              

                	Para 1991

                	IBI

                	1,05

                	1,5

                	

                  Artículo 70 Ley 31/1990, de 27 de diciembre

              


              

                	Para 1992

                	IBI

                	1,05

                	1,05

                	Artículo 77 Ley 31/1991, de 31 de diciembre

              


              

                	Para 1993

                	IBI

                	1,05

                	1,05

                	

                  Artículo 74 Ley 39/1992, de 29 de diciembre

              


              

                	Para 1994

                	IBI

                	1,035

                	1,035

                	

                  Artículo 71 Ley 21/1993, de 29 diciembre

              


              

                	Para 1995

                	IBI

                	1,035

                	1,035

                	

                  Artículo 74 Ley 41/1994, de 30 de diciembre

              


              

                	Para 1996

                	IBI

                	1,035

                	1,035

                	

                  Artículo 25 RDL 12/1995, de 28 de diciembre

              


              

                	Para 1997

                	IBI

                	1,026

                	1,026

                	Artículo 60 Ley 12/1996, de 30 de diciembre

              


              

                	Para 1998

                	IBI

                	1,021

                	1,021

                	

                  Artículo 66 Ley 65/1997, de 30 de diciembre

              


              

                	Para 1999

                	IBI

                	1,018

                	1,018

                	Artículo 67 Ley 67/1998, de 30 de diciembre

              


              

                	Para 2000

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 69 Ley 54/1999, de 29 de diciembre

              


              

                	Para 2001

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 62 Ley 13/2000, de 28 de diciembre

              


              

                	Para 2002

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 61 Ley 23/2001, de 27 de diciembre

              


              

                	Para 2003

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 60 Ley 52/2002, de 30 de diciembre

              


              

                	Para 2004

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 60 Ley 61/2003, de 30 de diciembre

              


              

                	Para 2005

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 63 Ley 2/2004, de 27 de diciembre

              


              

                	Para 2006

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 62 Ley 30/2005, de 29 de diciembre

              


              

                	Para 2007

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 64 Ley 42/2006, de 28 de diciembre

              


              

                	Para 2008

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 70 Ley 51/2007, de 26 de diciembre

              


              

                	Para 2009

                	IBI

                	1,02

                	1,02

                	

                  Artículo 72 Ley 2/2008, de 23 de diciembre

              


              

                	Para 2010

                	IBI

                	1,01

                	1,01

                	Artículo 78 Ley 26/2009, de 23 de diciembre

              


              

                	Para 2011

                	IBI

                	1

                	1

                	

                  Artículo 77 Ley 39/2010, de 22 de diciembre

              


            

          


          

          

            1.5.4.2. 

             Actualización de los valores catastrales por aplicación de coeficientes singularizados, establecidos mediante Ley de Presupuestos Generales del Estado. Artículo 32.2 del TRLCI

          


          La Ley 16/2012, de 27 de diciembre por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica modifica el artículo 32 del TRLCI, incorporando el apartado 2 a su redacción.


          El artículo 32.2 de la Ley del Catastro, en su nueva redacción, permite que la Ley de Presupuestos Generales del Estado pueda determinar coeficientes de actualización de valores catastrales (de incremento o de reducción) en función del año de entrada en vigor del procedimiento de valoración colectiva de carácter general vigente.


          La aplicación de este coeficiente se realiza a petición de los Ayuntamientos, con las siguientes condiciones:


          

            	

              a)  Que hayan pasado al menos 5 años desde la entrada en vigor del procedimiento de valoración colectiva de carácter general.


            	

              b)  Que haya diferencias sustanciales entre el valor catastral y el de mercado en el municipio


            	

              c)  Que se solicite antes de 31 de mayo del año anterior al de su aplicación.


          


          Corresponde al Ministro de Hacienda y Función Pública apreciar la concurrencia de los requisitos establecidos.


          Antes de 30 de septiembre de cada ejercicio se publicará en el BOE una Orden Ministerial con la relación de municipios concretos a los que se les aplicará el coeficiente que determine la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio siguiente.


          Los coeficientes de actualización de los valores catastrales para el año 2014, 2015 y 2016 han oscilado entre un coeficiente 0,70 y un coeficiente 1,13, según el siguiente detalle:


          

            

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

              

            

            

              

                	

                  AÑO ENTRADA EN VIGOR PONENCIA TOTAL

                

              


              

                	

                  AÑO

                

                	

                  

                    1984

                  


                  

                    a

                  


                  

                    1987

                  


                

                	

                  1988

                

                	

                  1989

                

                	

                  

                    1990

                  


                  

                    a

                  


                  

                    2002

                  


                

                	

                  2003

                

                	

                  2004

                

                	

                  2005

                

                	

                  2006

                

                	

                  2007

                

                	

                  2008

                

                	

                  2009

                

                	

                  2010

                

              


            

            

              

                	

                  Para


                  2014


                

                	1,13

                	1,12

                	1,11

                	1,10

                	1,06

                	 

                	 

                	0,85

                	0,80

                	0,73

                	 

                	 

              


              

                	

                  Para


                  2015


                

                	1,13

                	1,12

                	1,11

                	1,10

                	1,06

                	 

                	 

                	0,83

                	0,78

                	0,71

                	0,78

                	 

              


              

                	

                  Para


                  2016


                

                	1,13

                	1,12

                	1,11

                	1,10

                	1,06

                	 

                	0,92

                	0,82

                	0,77

                	0,70

                	0,77

                	0,85

              


            

          


          

          

            1.5.4.3. 

             Aproximación del valor catastral al valor de mercado de cada año, por aplicación de coeficientes de actualización

          


          El mecanismo clásico para actualizar la relación entre el valor catastral y el valor de mercado es la tramitación de un procedimiento de valoración colectiva de carácter general. Este procedimiento es complejo, largo y costoso, e implica la notificación individualizada de los nuevos valores resultantes a los titulares catastrales.


          La aplicación sucesiva de coeficientes de actualización del artículo 32.2 del TRLCI se convierte en un mecanismo alternativo a la actualización de valores catastrales por la tramitación de procedimientos de valoración colectiva de carácter general.


          La aplicación de coeficientes de actualización es un mecanismo sencillo que permite corregir, con carácter anual, las oscilaciones de valor del mercado inmobiliario.


          Del estudio de las Órdenes Ministeriales, por las que se establecen las relaciones de municipios a los que resulta de aplicación los coeficientes publicados en las recientes Leyes de Presupuestos Generales del Estado se deduce lo siguiente:


          

            	

              1–  Los municipios en los que la ponencia de valores vigente entró en vigor antes de 2004, los valores catastrales, como promedio, son inferiores al 50% del valor de mercado del año 2016.


            	

              2–  Los municipios en los que la ponencia de valores vigente ha entrado en vigor en el año 2004, los valores catastrales, como promedio, se sitúan en el entorno del 50% del valor de mercado del año 2016.


            	

              3–  Los municipios en los que la ponencia de valores vigente ha entrado en vigor entre los años 2005 y 2010, los valores catastrales, como promedio, se sitúan por encima del 50% del valor de mercado del año 2016.


          


          Los coeficientes de actualización de valores que incrementan los valores catastrales, y que corresponden al grupo de municipios cuya ponencia de valores vigente entró en vigor antes de 2003, no actualizan de golpe su valor catastral hasta llegar al 50% del valor de mercado, sino que incorpora incrementos de valor anuales que aproximan el valor catastral al 50%, pero sin alcanzarlo en un año, simulando el efecto de la evolución al alza de la base liquidable del IBI. En estos municipios el objetivo de que el valor catastral se sitúe en el entorno del 50% del valor de mercado sólo se alcanzará si se produce una aplicación consecutiva de incrementos de valor anual.


          En cambio, en los municipios en los que la ponencia de valores vigente ha entrado en vigor entre los años 2005 y 2010, los coeficientes pretenden bajar de golpe el valor catastral hasta obtener el 50% del valor de mercado. La petición sucesiva de aplicación de coeficientes tiene sentido, en este entorno, si el valor de mercado de los inmuebles baja o sube en los ejercicios sucesivos.


          

          

            2. 

             Gestión tributaria

          


          Al abordar este tema nos centraremos únicamente en el estudio de la gestión compartida del IBI entre el Estado (gestión catastral) y los Ayuntamientos (gestión tributaria). En el apartado anterior ya hemos tenido ocasión de analizar la gestión catastral del tributo, centrándonos, por tanto, en este apartado en la gestión tributaria, no sin antes dar unas pinceladas a aspectos del impuesto que inciden en la materia analizada.


          

          

            2.1. 

             Normativa aplicable y características del impuesto

          


          La normativa aplicable en la materia que ahora nos ocupa es fundamentalmente la siguiente:


          

            	

              –  Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el RDL 2/2004, de 5 de marzo (artículos 60 a 77).


            	

              –  Texto Refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, aprobado por el RDL 1/2004, de 5 de marzo.


            	

              –  RDL 7/2015, de 30 de octubre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana.


            	

              –  La Ordenanza Fiscal reguladora del impuesto que cada Ayuntamiento apruebe, así como la Ordenanza General de Gestión, Recaudación e Inspección de los ingresos de derecho público de cada Ayuntamiento.


          


          El IBI es, junto con la participación en los tributos del Estado, la fuente de ingresos más importante a nivel municipal.


          El IBI es un tributo directo de carácter real, de titularidad municipal y exacción obligatoria que grava el valor catastral de los bienes inmuebles en los términos establecidos en la ley.


          En base al TRLRHL, el régimen jurídico del IBI tiene dos fases perfectamente diferenciadas, la primera encaminada a la determinación de la base mediante la fijación de valores, realizada por la Administración del Estado; la segunda tiene por objeto la liquidación y exacción del impuesto encomendado a la Administración Local.


          La distinción entre gestión catastral y gestión tributaria del IBI, que se infiere de la regulación contenida en el TRLRHL, se encuentra plenamente asumida por la Doctrina de los Tribunales Superiores de Justicia y por el Tribunal Supremo.


          El hecho imponible del impuesto está constituido por la titularidad de los derechos sobre los bienes inmuebles urbanos, rústicos y de características especiales siguientes:


          

            	

              –  De una concesión administrativa sobre los inmuebles o sobre los servicios públicos a que se hallen afectos.


            	

              –  De un derecho real de superficie.


            	

              –  De un derecho real de usufructo.


            	

              –  Del derecho de propiedad.


          


          A los efectos de este impuesto, la consideración de cada categoría de bien inmueble vendrá definida en las normas del Catastro Inmobiliario señaladas anteriormente.


          La base imponible del IBI está constituida por el valor catastral (valor del suelo más valor de las construcciones) de los bienes inmuebles, que se determina en función de las normas reguladoras del Catastro. Su importe, según dispone el artículo 23.2 de la TRLCI no podrá superar el valor de mercado.


          El punto de conexión entre gestión catastral y gestión tributaria está en la determinación de la base imponible del impuesto que viene constituida, como acabamos de señalar, por el valor catastral; dicho valor constituye el resultado de la gestión catastral y el punto de partida para la gestión tributaria; la gestión tributaria, como ha señalado la doctrina y jurisprudencia empieza donde termina la gestión catastral.


          La determinación del valor catastral se efectúa por el Catastro, mediante la aplicación de la correspondiente ponencia de valores, cuya elaboración corresponde también a la DGC.


          El artículo 66 del TRLRHL establece que la base liquidable del IBI será el resultado de aplicar a la base imponible la reducción a que se refieren los artículos 67 a 70 de dicho texto refundido.


          Respecto a la competencia para la determinación de la base liquidable, debemos distinguir:


          

            	

              –  Procedimientos de valoración colectiva; en estos procedimientos la competencia es de la DGC.


            	

              –  Tramitación de procedimientos de declaración, comunicación, solicitud, subsanación de discrepancias e inspección catastral, la competencia será de los Ayuntamientos (artículo 77.3 del TRLRHL).


          


          La base liquidable se deberá notificar conjuntamente con la base imponible en los procedimientos de valoración colectiva.


          Los artículos 67, 68, 69 y 70 del TRLRHL regulan las reducciones de la base imponible.


          La cuota íntegra será el resultado de aplicar a la base liquidable el tipo de gravamen y la cuota líquida se obtendrá minorando la cuota íntegra en el importe de las bonificaciones previstas legalmente. Recordemos que los Ayuntamientos, en base a su potestad normativa reconocida en el artículo 7 de la LGT pueden aplicar las bonificaciones que, en todo caso, estén contempladas en la ley.


          El Estado establece unos tipos de gravamen mínimos y máximos y serán los Ayuntamientos los que acuerden, mediante Ordenanza fiscal, el tipo de gravamen para su municipio dentro de los topes marcados por la ley para cada tipo de inmuebles: urbanos, rústicos y de características especiales.


          Por último, señalar que el impuesto se devenga el primer día del período impositivo que coincide con el año natural, por tanto, el día 1 de enero de cada ejercicio se produce su devengo. El devengo es el momento en que se entiende producido el hecho imponible y en el que se produce el nacimiento de la obligación tributaria principal. Posteriormente volveremos sobre este tema, ya que incide directamente en la gestión del tributo.


          

          

            2.2. 

             Gestión tributaria del impuesto

          


          

          

            2.2.1. 

             Contenido y funciones de la gestión tributaria

          


          Centrándonos en la gestión tributaria del impuesto, hemos de partir de lo establecido en el artículo 77 del TRLRHL el cual dispone que la liquidación y recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, serán competencia exclusiva de los Ayuntamientos.


          La primera concreción que establece la norma es que los actos de liquidación, recaudación y de revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria son de competencia municipal. Seguidamente, el apartado primero del artículo 77 enumera las funciones que comprende la gestión tributaria, señalando las siguientes:


          

            	

              1.  Reconocimiento y denegación de exenciones y bonificaciones.


            	

              2.  Realización de las liquidaciones conducentes a la determinación de las deudas tributarias.


            	

              3.  Emisión de los documentos de cobro.


            	

              4.  Resolución de los expedientes de devolución de ingresos indebidos.


            	

              5.  Resolución de los recursos que se interpongan contra dichos actos y actuaciones.


            	

              6.  Asistencia e información al contribuyente en las materias que se acaban de enumerar.


          


          Detallando los actos de gestión y de recaudación de competencia municipal, a parte de los señalados, podemos relacionar los siguientes:


          

            	

              a.  La función de reconocimiento y denegación de exenciones y bonificaciones comprende y comporta la realización de procedimientos de comprobación para la verificación de las bonificaciones condicionadas.


            	

              b.  Aprobación de los padrones tributarios y de las liquidaciones practicadas, así como notificación de las mismas.


            	

              c.  Modificación de los sujetos pasivos del impuesto.


            	

              d.  Resolución de expedientes de devolución de ingresos.


            	

              e.  Determinación de la base liquidable en los supuestos contemplados en el artículo 77.3 del TRLRHL, comentados al tratar sobre el Catastro.


            	

              f.  Tramitación del procedimiento de recaudación, tanto en período voluntario como ejecutivo.


          


          Consecuentemente, las competencias de gestión tributaria del IBI corresponden a los Ayuntamientos, sin perjuicio de las facultades de delegación en la Comunidad Autónoma o Diputación Provincial, al amparo de lo previsto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (en adelante, LBRL), y en el artículo 7 del TRLRHL, en donde se establece que los Ayuntamientos podrán delegar en la Comunidad Autónoma o en otras Entidades Locales en cuyo territorio estén integradas, las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación tributarias.


          El acuerdo que adopte el Pleno de la Corporación habrá de fijar el alcance y contenido de la delegación y para conocimiento general, se deberá publicar en el Boletín Oficial de la Provincia y en el de la Comunidad Autónoma.
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